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  CAPÍTULO 1


   


  LOS RETOS DE LA TV GENERALISTA EN EL NUEVO MILENIO


   


   


  El 28 de octubre de 1956 se inauguró oficialmente la televisión en España con unos 600 receptores en funcionamiento y una cobertura de apenas setenta kilómetros. El entonces ministro de Información y Turismo, Gabriel Arias Salgado, concluía así los actos oficiales de inauguración, sentando las bases de lo que sería la televisión en nuestro país durante los siguientes 23 años:


  “Hoy, día 28 de octubre, día de Cristo Rey, se inauguran los nuevos equipos y estudios de Televisión Española. Mañana 29 de octubre, fecha del XXXIII aniversario de la fundación de la Falange, darán comienzo, de manera regular y periódica, los programas diarios de televisión. Hemos elegido estas dos fechas para proclamar así los dos principios básicos, fundamentales, que han de presidir, sostener y enmarcar todo desarrollo futuro de la televisión en España: la ortodoxia y rigor desde el punto de vista religioso y moral, con obediencia a las normas que, en tal materia, dicte la Iglesia Católica, y la intención de servicio y el servicio mismo a los principios fundamentales y a los grandes ideales del Movimiento Nacional”.


  [“La televisión en España: los retos del medio ante su 50 aniversario”, María Dolores Rodríguez Barba, Informe Anual de la Profesión Periodística 2005, APM].


  Era evidente lo que el Gobierno de Franco pretendía con la nueva televisión, que naturalmente nacía bajo el yugo del monopolio: una caja con imágenes y sonidos al servicio exclusivo del régimen y de su principios fundacionales. Un nuevo y poderoso objeto de propaganda que se sumaba a los ya existentes: la radiodifusión, con el control directo de Radio Nacional de España y Radiocadena Española y el indirecto del resto de emisoras que debían pasar bajo el arco de la censura, y la prensa escrita, con la existencia de los medios de comunicación del Estado, o cadena azul del Movimiento.


  Así que TVE 1 y TVE 2 fueron los únicos canales televisivos de los que pudimos disfrutar los españoles hasta que el 31 de diciembre de 1982 nació la cadena de televisión vasca ETB, la primera de las sucesivas ofertas que las comunidades autónomas iban a poner en marcha y que en 1989 se agruparon en la Federación de Organismos de Radio y Televisión Autonómicos (FORTA). Pero el fin del monopolio que ejercía el Ente Radiotelevisión Española como televisión nacional no se produjo hasta enero de 1990, año en el que iniciaron sus emisiones en abierto Antena 3 TV y Telecinco, y en emisión codificada (con seis horas en abierto) la tercera cadena privada, Canal +. Esta última, propiedad de Prisa, la editora de El País, empezó a emitir totalmente en abierto con su nuevo identificativo (Cuatro, merced al gobierno socialista de José Luis Rodríguez Zapatero) en noviembre de 2005, hasta su posterior acuerdo con Tele 5 muchos años después para reordenar el mapa televisivo español y conjugar las pérdidas que el Grupo Prisa acumulaba con sus diversas experiencias comunicacionales fallidas.


  La competencia era grande, pero todo parecía ir sobre ruedas. Sin embargo, en 2006, cincuenta años después del nacimiento de la televisión en España, se produjo un lento pero imparable avance de las “otras”, concepto en el que se engloban las cadenas municipales, autonómicas, locales y los canales temáticos, con un 2 por ciento en 2005, que resultaba ser también la media anual de crecimiento máximo desde que, en el ejercicio del año 2000, comenzaron a medirse estas audiencias por separado.


  Pasado el primer decenio se produjo el ‘apagón analógico’, y en ese momento, cada uno de los concesionarios privados dispondría de un canal múltiple digital. Es decir, la oferta televisiva en España llegó a conformar a partir de 2010 una maraña de tal magnitud que muchos se preguntaban en esos momentos si habría mercado para todos. Algunos más avanzados volvieron su mirada hacia experiencias como Current TV, el entonces nuevo concepto puesto en marcha en Estados Unidos por Al Gore, o incluso otras experiencias más ‘familiares’ y a través de la banda ancha de Internet, como youtube.com. Desentrañar esa maraña (televisiones generalistas, municipales, autonómicas, locales, digitales, temáticas, por Internet, etcétera) conforma en parte la síntesis de este libro.


   


   


   


  Los retos de la televisión pública en el siglo XXI


   


  A partir de 2007 la televisión en España entró en una etapa decisiva marcada por las nuevas tecnologías, que avanzaban a niveles meteóricos; pero también por cambios económicos y legales que necesariamente iban a determinar en los siguientes años un desarrollo inimaginable del instrumento más poderoso de todos los que operan en el sistema de medios de comunicación.


  En España, el sector de lo audiovisual arrastraba -y aún arrastra- problemas históricos, que arrancan de 1980, año en el que se aprobó el Estatuto de Radio Televisión Española –la única presente en el mercado nacional hasta 1990- y se acrecentaron en la década de los noventa con la entrada en funcionamiento de las televisiones privadas, concedidas en 1989 con gran polémica por el Gobierno socialista de Felipe González. Las nuevas televisiones privadas que empezaron a emitir en el 90 –Antena 3 y Telecinco, en abierto, y Canal +, de pago- ampliaron e introdujeron competencia en el mercado, sin duda; pero también provocaron inevitables distorsiones en un panorama dominado hasta entonces por el gigantismo de una televisión pública financiada por el Estado; es decir, sin límites.


  Desde la concesión de los canales privados en 1989, poco se había hecho para la reordenación del sector, que se había ido complicando con la multiplicación de las emisoras locales – ‘ilegales’ y ‘alegales’ en la mayoría de los casos- y con la aparición de los canales autonómicos. La oferta para el espectador se iba ampliando, pero, por un lado, disminuía la ‘tarta publicitaria’ y, por otro, crecían los problemas en un sector que los sucesivos gobiernos no fueron capaces de regular como precisaba, y no sólo en el campo de la financiación, sino tampoco en términos conceptuales: la exacta definición del concepto de ‘televisión pública’ frente a la numerosa oferta privada.


  En 2004, con la alternancia en el poder y la llegada de nuevo del Partido Socialista a La Moncloa, las primeras medidas que adoptó el gobierno de José Luis Rodríguez Zapatero en este campo se concretaron en dos acciones: la formación de un Consejo Independiente para la Reforma de los Medios Públicos de Comunicación –al que la vicepresidenta María Teresa Fernández de la Vega denominó pomposamente ‘comité de sabios’- y en el cambio en la Dirección General de Radiotelevisión Española, en la que Carmen Caffarel Serra (Barcelona, 1953, doctora en Lingüística Hispánica y catedrática de Comunicación Audiovisual en la Universidad Rey Juan Carlos de Madrid) heredó de su antecesor, el periodista José Antonio Sánchez – ligado durante muchos años a ABC -, una deuda de 6.200 millones de euros y el compromiso de desarrollar un modelo de servicio público lejos de consignas partidas y gubernamentales.


  El llamado ‘comité de sabios’ estaba integrado por cinco expertos procedentes de las áreas académica y profesional: Emilio Lledó, presidente, y como vocales Enrique Bustamante Ramírez, Victoria Camps Cervera, Fernando Fernández Savater y Fernando González Urbaneja, no todos familiarizados con el mundo audiovisual. El comité se creó en virtud del Real Decreto 744/2004, de 23 de abril, y el Gobierno le concedió un plazo hasta febrero de 2005 para entregar sus conclusiones; es decir, proponer un nuevo modelo de medios de comunicación pública, en especial para RTVE. Y, efectivamente, en febrero de 2005 el comité entregó sus 229 folios de conclusiones, aunque con fuertes discrepancias y consideraciones particulares del vocal González Urbaneja y del asesor económico Miguel Ángel Arnedo, como veremos en otro epígrafe.


  Aunque tardía, la empresa no era baladí, porque aún hoy los españoles consumimos de forma masiva contenidos televisivos por los que no hay que pagar –salvo la vía de los Presupuestos Generales del Estado-, y que se supone que están financiados por la publicidad. Según un estudio de www.red.es de esas fechas, el 79,7 por ciento de los hogares consumía entonces televisión en abierto y sólo el 20,3 por ciento veía la de pago. Dentro de esta última categoría, 1.244.000 hogares accedían a la televisión digital por satélite; 889.000 lo hacían por el cable y 565.000 a la analógica terrestre, mientras que otros 249.000 se apuntaban a la televisión local de pago o al vídeo comunitario. Respecto al reparto de recepción de televisión por modalidades tecnológicas sobresalía la recepción terrestre, que coincidía con la televisión en abierto, seguida a distancia por el satélite y, por último, por el cable.


  En 2004 –fecha tomada como referencia por el cambio de Gobierno y lo que conllevó de revolución en el mundo audiovisual- las cifras del negocio eran extraordinarias, pero muy desiguales: el sector público seguía acumulando deudas (TVE llegó ese año a un déficit de 7.000 millones de euros, mientras que el de las televisiones autonómicas -públicas- se acercaba a los 2.000 millones), pero las cadenas privadas en abierto (Antena 3 y Telecinco) conseguían cifras récord de beneficios. Sogecable (la operadora de Prisa), sin embargo, trataba de recuperarse de las pérdidas ocasionadas por la fusión de las dos plataformas de televisión digital por satélite, Vía Digital y Canal Satélite Digital, operación a la que, inopinadamente, había dado el visto bueno el último gobierno del Partido Popular de José María Aznar.


  Estos datos, a los que podrían añadirse otros menos transparentes referidos a mercados anexos al audiovisual -producción, derechos de emisión y retransmisión de películas y acontecimientos deportivos, canales de pago, producción y distribución de canales temáticos, servicios mayoristas de transporte y difusión de la señal audiovisual…-, indican que, desde el punto de vista de las cifras y pese a todo, el sector audiovisual se encontraba bien apuntalado. Sin embargo, las cosas no eran lo mismo desde el punto de vista de la regulación o desde los contenidos, como ya entonces señalaba José Fernández Beaumont en “Los retos de la televisión en 2004: realidades y tendencias” (Anuario de la profesión periodística 2005, editado por la Asociación de la Prensa de Madrid).


  De hecho, el sector apenas empezaba a salir de una especie de túnel, según reconocía unos meses antes el presidente de Telecinco y entonces también de la Unión de Televisiones Comerciales Asociadas (UTECA), Alejandro Echevarría (presidente de Tele 5 desde 1996, año en el que sucedió a Miguel Durán), en el I Encuentro de las televisiones: El modelo televisivo español en la Unión Europea, en El Escorial, 2 de septiembre de 2003, en la mesa redonda “La posición de los operadores españoles de televisión”:


  “Es buen momento para hacer balance de un sector que ha sufrido una profunda transformación, consecuencia de las condiciones del mercado y de la ausencia, una legislatura más y a pesar de las promesas, las buenas palabras y los firmes propósitos del Gobierno [de José María Aznar, del PP], de una ley general de televisión que alumbre un nuevo modelo televisivo español. Este es el propósito que nos trae a estas aulas y lo que necesita España y el sector para acabar con la maraña de leyes que ahogan en una selva cada vez más impenetrable a un sector en profunda crisis y en pérdidas”.


  Esa ‘profunda crisis’ de la que hablaba Echevarría casaba mal con las cifras que él mismo reconocía para el sector audiovisual: en muy pocos años la televisión se había convertido en el más poderoso de los medios de comunicación. Después de trabajar y dormir, ver la televisión era ya entonces la tercera actividad de nuestro modelo de vida. En España teníamos un televisor en cada casa; en un 70 % de los hogares había ya entonces dos o más televisores y el incremento continuaba porque la tendencia era que cada una de las personas de la casa dispusiera de su propia pantalla. El informe del presidente de Tele 5 reconocía que cada español pasaba más de tres horas y media diarias frente al televisor; el consumo de televisión era de 53 días al año; dos millones y medio de españoles pasaban frente al televisor más de diez horas al día, y los niños están frente a la pantalla más horas que las lectivas del curso escolar. ¿Cómo era posible hablar de crisis en el sector teniendo en cuenta tanto consumo?


  La paradoja tenía una explicación, ya que aún entonces nos encontrábamos ante un sector con una oferta demasiado amplia, constantemente sometido a un esfuerzo inversor para acompasarse a los cambios tecnológicos y siempre pendiente de una fuente de financiación, la publicidad, que garantizaba su viabilidad económica. Pero desde 1990, además de las tres grandes cadenas privadas analógicas de cobertura estatal (Antena 3TV, Gestevisión Telecinco y Canal +, citadas por el orden en el que iniciaron sus emisiones), nacieron innumerables canales, tantos que su suma constituyó una tupida malla de señales audiovisuales que no se parecía absolutamente en nada a la que había al inicio de la década de 1990. Televisiones públicas y privadas, analógicas y digitales, locales, autonómicas, estatales, por cable, satélite o hertzianas entraron en las casas hasta hacer de ellas el hogar digital de la actual sociedad de la información.


  En 2004, a la llegada de los socialistas al poder, la oferta televisiva era ya amplísima, y eso que no se habían concedido las licencias de Televisión Digital Terrestre (TDT) a niveles nacional y local. Pero conllevaba también otra peculiaridad: la aparición de nuevas ofertas televisivas en los años anteriores y la progresiva pérdida de influencia de los canales públicos favorecieron el decrecimiento de los índices de concentración, los cuales tendían a decrecer todavía más ante la ampliación del número de difusores.


  En España competían entonces los siguientes operadores:


  Emisión en abierto: dos cadenas públicas nacionales (TVE1 y la 2, conjuntamente TVE), gestionados por el Ente Público Radio Televisión Española; dos cadenas comerciales generalistas en abierto (Antena 3 y Telecinco); un canal nacional que emitía buena parte del día en forma codificada (Canal +); dos canales nacionales y dos regionales en televisión digital terrestre, así como catorce canales públicos generalistas, explotados por nueve comunidades autónomas, con una cobertura de aproximadamente el 77,6 por ciento de la población nacional: gestionados por sus respectivos entes autonómicos, se agrupaban en la Federación de Organismos de Radio y Televisión Autonómicos –FORTA- y eran Canal 9, Canal Sur, Castilla-La Mancha Televisión, ETB, Telemadrid, TV3, TV Canarias, TVG y Aragón Televisión, emitiendo tanto en castellano como en catalán. euskera y gallego).


  A ese entramado había que sumar 897 cadenas locales, según el censo realizado por la Asociación para la Investigación de Medios de Comunicación (AIMC) en 2002, de ámbito municipal y gratuitas; una plataforma multicanal por satélite (varios canales digitales de cadenas nacionales, algunas autonómicas públicas y cuatro de nueva concesión: Net TV y Veo TV, ambas comerciales privadas nacionales, y Onda 6 y Onda Digital), y dos grandes operadores de cable, con más de 100 canales telemáticos. Todo ese conjunto necesitaba, lógicamente, de una financiación que, salvo en el caso de las públicas, se obtenía fundamentalmente a través de la publicidad, o de otros sistemas que se empezaron a poner en marcha como el tarot y videncia, los chat y páginas de contactos a través de los canales, o la venta.


  En el otro lado se situaba la Televisión de pago: operadores de televisión por cable como Auna y Ono, en varias demarcaciones territoriales; televisión a través de ADSL prestada por Telefónica a través de su servicio Imagenio; una televisión de pago analógica y digital de ámbito nacional: Canal + (luego, Cuatro, con la televisión digital terrestre) y una plataforma de satélite de pago: Digital + (de la fusión de Canal Satélite Digital y Vía Digital).


  Complicando esa maraña televisiva, se producía un nuevo factor de distorsión, que también señalaba el propio Echevarría en su intervención en El Escorial: que las televisiones públicas (TVE y las autonómicas) habían dejado de ser ‘publicas’ -entendiendo éstas como las que emiten programas de servicio público y se financian básicamente con recursos públicos o a través de un canon-, para pasar a ser también unas televisiones comerciales como las privadas en los contenidos y glotonas y acaparadoras en lo económico, ya que se financiaban por tres vías: mercado, subvención y deuda.


  Por si fuera poco, y como tercer elemento a tener en cuenta, si la televisión pública había cambiado, también lo habían hecho los programas y los gustos de los telespectadores. Habían surgido nuevos y preocupantes problemas que ensombrecían el futuro si los políticos no lo aclaraban con una Ley General Audiovisual que ordenara y regulara la maraña legislativa existente “y el camaleónico comportamiento de las emisoras públicas, que invaden el mercado publicitario de las privadas, carecen de autenticas obligaciones de servicio público y generan déficit de explotación cada vez mas insostenibles para las siempre escasas arcas públicas”, se quejaba Echevarría en su informe.


  Era evidente la herida por la que respiraba el responsable de Telecinco y en ese momento de UTECA. Y eso sin tener en cuenta que aún no se habían materializado experiencias ‘napterizantes’ –descarga gratuita de vídeos-, como las que desarrollarían webs como youtube.com y current.tv.


  No obstante, la situación no resultaba tan crítica como el presidente de Telecinco hacía notar. Según los datos recogidos en los Anuarios de la profesión periodística relativos a 2004 y 2005, editados por la Asociación de la Prensa de Madrid, las televisiones en abierto obtuvieron en 2003 unos resultados ‘razonables’, tras aplicar una serie de ajustes económicos y financieros para sanear sus ejercicios. Antena 3 salió a Bolsa en octubre de 2003 y Telecinco lo hizo el 24 de junio de 2004. Por su parte, el Ente Público RTVE siguió aplicando el plan de saneamiento parcial marcado por la Sociedad Estatal de Participaciones Industriales (SEPI).


  El Anuario de la APM recogía también los datos del primer semestre de 2004, que resultaban todavía más contundentes en este capítulo financiero: Antena 3 registró en ese periodo un beneficio neto de 62 millones de euros, frente a las pérdidas de 98,5 millones del mismo periodo de 2003. Telecinco obtuvo en el primer semestre de ese año un beneficio neto de 111,31 millones de euros, un 72,4 por ciento más que en el mismo periodo del año anterior.


  El reverso de la moneda lo constituía Sogecable, del grupo Prisa, que seguía ofreciendo pérdidas en ese primer semestre de 2004. En contraste, la situación de la televisión pública era cada vez más preocupante, y no sólo por la acumulación de la deuda -7.000 millones en la estatal y 2.000 millones en las autonómicas, como ya hemos señalado-, sino también por la progresiva degradación de algunos de sus programas y la pérdida de audiencia, en especial en TVE.


   


   


  La ordenación del modelo audiovisual: el concepto de lo público


   


  Con la alternancia en el poder, el nuevo gobierno presidido por Rodríguez Zapatero tenía ante sí un gran reto: la ordenación del modelo audiovisual español existente y dar paso a las nuevas tecnologías. Ya hemos apuntado que la oferta audiovisual había quedado conformada mediante la regulación de manera separada e inconexa de diferentes formas de distribución de las señales de televisión: los operadores públicos y privados habían ido apareciendo y consolidando su oferta como respuesta a cambios de muy variada naturaleza –la política, entre otros-. Así que en 2004 el modelo audiovisual presentaba deficiencias que era preciso corregir con un planteamiento global de reformas del sector.


  En el Anuario de la profesión periodística de la APM, una encuesta entre expertos sobre el actual modelo audiovisual español y las reformas necesarias arrojó datos que, en parte, seguiría el nuevo gobierno socialista. Los expertos apuntaron deficiencias en los siguientes aspectos: falta de independencia de las televisiones públicas y excesiva politización del medio; ausencia de pluralidad y diversidad en la oferta audiovisual; escasa transparencia en la regulación de la televisión local; programación de baja calidad, con contenidos que no se adecuaban al concepto de servicio público y con escasa atención a la responsabilidad social que afecta a los medios; falta de un modelo de televisión pública y escasa diferenciación de ésta con respecto a las televisiones privadas; bajos resultados en el proceso de digitalización; carencia de una autoridad independiente con capacidad para controlar el cumplimiento de la normativa sobre contenidos –punto éste muy controvertido, porque fácilmente se puede caer en la censura o en el dirigismo político-; inadecuada y obsoleta normativa; escasa capacidad de autorregulación del sector, y elevado nivel de deuda y deficiente modelo de financiación de la televisión pública.


  Los expertos sostenían que esas deficiencias podían ser corregidas con una serie de actuaciones, tales como: nueva Ley de lo Audiovisual; creación de un Consejo Audiovisual independiente –punto muy controvertido, como hemos señalamos-, aplicación de la normativa que afecta a la emisión de contenidos; desarrollo de un Plan de Digitalización liderado por los medios de titularidad pública, y definición de un nuevo modelo de televisión pública.


  En ese último punto de los expertos nos encontramos con uno de los problemas de los que hablábamos al inicio de este libro: desarrollar el concepto de ‘televisión pública’.


  Pero agrupando las respuestas de los expertos en esta materia, el informe de la APM –dirigido por Bernardo Díaz Nosty y coordinado por Pedro Farias- especificaba algunas ‘obligaciones’ que deberían conformar ese concepto de ‘lo público’:


  - impulsar el conocimiento de los valores constitucionales;


  - promover el pluralismo, con pleno respeto a las minorías, mediante el debate democrático, la información objetiva y plural y la libre expresión de opiniones;


  - promover el respeto de la dignidad humana y, especialmente, los derechos de los menores, la igualdad de sexos, la no discriminación por motivos de raza, ideología, religión y cualquier otra circunstancia personal o social;


  - impulsar la diversidad cultural y lingüística;


  - ofrecer calidad, diversidad, innovación y exigencia ética;


  - propiciar el acceso de todos a los distintos géneros de programación;


  - favorecer la educación, la difusión intelectual y artística y de los conocimientos cívicos, económicos, sociales, científicos y técnicos, y su desarrollo por medios audiovisuales;


  - asegurar la protección de los derechos del consumidor,


  - y fomentar la producción audiovisual española y europea.


   


  En definitiva, una oferta que integrara programas diversificados con el fin de atender las necesidades democráticas, cívicas y culturales de la sociedad y que garantizara el acceso a la información, la cultura, la educación y el entretenimiento.


  Podría parecer un debate estéril, pero no lo era si tenemos en cuenta el cambio que se iba a operar en el modelo televisivo con la introducción de las nuevas tecnologías, el desarrollo de la banda ancha y el adelantamiento del ‘parón analógico’. En cierta forma, se trataba de abrir un debate que posibilitara un cambio sustancial en el Ente Público RTVE y en los autonómicos –también de carácter público- de cara a la reordenación del sector resultante.


  Desde sus inicios, la televisión fue considerada como un medio de servicio público, según ha quedado reflejado en distintos textos legislativos. Así, la Ley de Medidas Fiscales, Administrativas y de Orden Social (de 2001, durante el gobierno de Aznar) modificó determinados artículos del Estatuto de la Radio y la Televisión (de 1980), encomendando a RTVE la función de servicio público derivada de la gestión directa de los servicios de radiodifusión sonora y televisión. Al mismo tiempo, se establecía el control parlamentario de las televisiones públicas autonómicas según lo dispuesto para la estatal y se ofrecían una serie de principios o criterios generales que debía cumplir toda televisión pública para compatibilizar la rentabilidad social con la eficiencia económica.


  Esa polémica ha estado siempre presente en la política española. Por ejemplo, un año después de la aprobación de la citada Ley de Medidas Fiscales, el entonces vicepresidente del Gobierno, Mariano Rajoy, en la sesión de control parlamentario del 2 de noviembre de 2002 respondió con sarcasmos a las acusaciones de la oposición sobre manipulación informativa en la televisión pública, pero acabó aceptando debatir sobre un nuevo modelo audiovisual, como le había solicitado por carta el secretario de organización del PSOE, José Blanco. El asunto tenía derivaciones políticas y económicas importantes y, de hecho, se convirtió en el tema esencial de debate de los dos años siguientes, tanto en el ámbito nacional como en el de las comunidades con canales autonómicos.


  Independientemente de quién ejerza el poder, gobierno y oposición se acusan siempre de manipular las cadenas que controlan, y ambas partes tienen cierta razón. Tal y como está organizado el sistema, resulta muy difícil que quienes cuentan con mayoría política renuncien a utilizar de manera partidista o sectaria los medios públicos de comunicación, y en particular la televisión. Las promesas hechas al respecto desde la oposición se olvidan al pasar al gobierno (y viceversa).


  En ese sentido, un ejemplo paradigmático lo constituye el caso del exdirector de los servicios informativos de TVE y presentador de la 2ª Edición del Telediario (1998-2004), Alfredo Urdaci, por la información emitida por TVE durante la huelga general del 20 de junio de 2002. La inclusión de este caso en este libro se justifica porque nunca antes en una actuación informativa en la televisión pública se había dictado una sentencia tan ejemplar sobre la falta de objetividad en el tratamiento de la información. Los sindicatos denunciaron al Ente y Urdaci se vio obligado a leer en pantalla, en la 2ª Edición del Telediario, una nota de rectificación –en la que incluyó su ya famoso “cece oo” para referirse al sindicato Comisiones Obreras-. Claro, que eso ocurría bastante tiempo después de acontecidos los hechos.


  Pero la actuación de RTVE respecto a aquella huelga general resultó de antología, no sólo por lo que acabamos de comentar, sino por la actitud y criterio del Gobierno de entonces (del PP) y del director general del ente, el antiguo periodista de ABC José Antonio Sánchez, a la hora de atribuir los servicios mínimos. Por esas actuaciones y por primera vez en el Ente, el Tribunal Constitucional declaró vulnerado el derecho de huelga en RTVE por la emisión de programas grabados.


  Efectivamente, el 29 de junio de 2006, el Constitucional dictó una sentencia por la que consideraba vulnerado el derecho de huelga de los trabajadores de Radiotelevisión española durante la huelga general de 2002. El Constitucional dejaba sin efecto, por medio de una sentencia no recurrible, el Real Decreto que entonces fijó los servicios mínimos y que contemplaba, entre ellos, la prestación de un servicio basado en programas grabados y la cobertura informativa del Consejo Europeo celebrado entonces en Madrid, algo de vital importancia para el Gobierno de José María Aznar.


  En el fallo del Alto Tribunal se establecía que la programación habitual previamente grabada “no protege ningún interés constitucionalmente relevante dado que no tiene una repercusión en el ejercicio de los derechos fundamentales de comunicar y recibir información veraz” y, sin embargo, “se priva de la eficacia de la acción huelguística, obstruyéndola más allá de lo que podía exigir la preservación de derechos fundamentales”, una libertad pública constitucionalmente protegida.


  Según el Constitucional, que corregía una sentencia anterior del Tribunal Supremo, la emisión de programas grabados “excede notoriamente de las previsiones de la definición de servicios esenciales”, según entiende la jurisprudencia constitucional, ya que “coinciden en la práctica con la prestación normal del servicio”. En referencia a la prestación “normal” de la programación informativa, el Alto Tribunal “entiende que la fijación de unos servicios que coinciden plenamente con los prestados habitualmente implica la lesión del derecho de huelga”.


  Entre los fundamentos jurídicos, se señalaba que la limitación del derecho de huelga no puede “hacerlo impracticable ni obstruirlo más allá de lo razonable”: “En las huelgas que se produzcan en servicios esenciales de la comunidad debe existir una razonable proporción entre los sacrificios que se impongan a los huelguistas y los que padezcan los usuarios de aquellos. Las medidas a adoptar han de encaminarse a garantizar mínimos indispensables para el mantenimiento de los servicios, en tanto que dicho mantenimiento no puede significar en principio que se exija alcanzar el nivel de rendimiento habitual ni asegurar el funcionamiento normal de los servicios”.


  Pero, volviendo a la intervención de Mariano Rajoy en la sesión de control al Gobierno en el Congreso de los Diputados a la que hacíamos referencia más arriba, el diario El País aprovechó para publicar un editorial bajo el expresivo título “Democratizar las televisiones” (El País, 3 de noviembre de 2002) que dejaba ver claramente cuál era la posición del grupo Prisa –con fortísimos intereses en el sector televisivo- frente a lo ya existente y lo que se vislumbraba que iba a llegar. Esto es lo que pedía en el editorial:


  “Una reforma del actual Estatuto de RTVE -redactado hace más de dos décadas, cuando no existían cadenas privadas [Prisa tenía Canal +, en codificado]- debería contemplar la desgubernamentalización de la televisión pública, el nombramiento de su director general por el Parlamento (y por mayoría cualificada) y la sustitución del actual sistema de cuotas políticas en la designación del Consejo de Administración por otro en que prime la cualificación técnica de los candidatos. Así vienen aconsejándolo hace años todos los expertos, como vía para garantizar el respeto a la pluralidad”.


  Parecían criterios objetivos y asumibles, pero el editorial de El País añadía una petición con la que intentaba acercar los huevos a la cesta de la deficitaria Canal +:


  “También es urgente definir un sistema viable de financiación. Lo que no resulta aceptable es que siga creciendo la deuda de RTVE -hasta los 6.000 millones de euros en 2003- al mismo tiempo que continúa haciendo competencia desleal a las privadas con la ventaja de la doble financiación, presupuestaria y publicitaria. Seguramente habrá que poner a cero esa cuenta, pero a cambio de una adecuación de la dimensión y los contenidos propios de una televisión pública. Ese pozo sin fondo detrae recursos públicos de otras necesidades con mayor incidencia en el crecimiento futuro, como la enseñanza o la innovación tecnológica”.


  No es posible insinuar más cosas en menos palabras. Y es que los ‘entes públicos’ representaban una durísima competencia en la tarta publicitaria, y naturalmente que también en la caja de Canal +.


  Sin embargo, no le faltaba cierta razón a Prisa en su argumentario. La justificación de la existencia de un medio de televisión público radica en la prestación de un servicio público y el Tratado de Ámsterdam (1999) apremia a los países comunitarios a cumplir con “la obligación inexcusable de establecer y definir el servicio público televisivo específicamente encomendado a aquellas empresas públicas a las que se otorga financiación, de tal modo que dicha financiación pueda justificarse plena y detalladamente en las concretas cargas y obligaciones encomendadas a esas específicas empresas”.


  En ese sentido iban las recomendaciones de los expertos publicadas en el Anuario de la APM a las que hemos hecho referencia. Pero también van unidos otros conceptos que a partir de 2004 comenzó a acometer el gobierno socialista de Rodríguez Zapatero, conceptos englobados en la estructura organizativa, en los órganos de gobierno y control: desde las fórmulas para el nombramiento del director general de RTVE, hasta el de los miembros del Consejo de Administración, y, por añadidura y en sentido más amplio, la creación y funciones del Consejo Audiovisual con el control de las programaciones y los contenidos emitidos por los operadores de televisión, un aspecto que resulta enormemente controvertido.


   


   


  El discutido –y discutible- informe de los ‘sabios’ para RTVE


   


  Así las cosas, el 4 de febrero de 2005, el Consejo para la Reforma de los Medios de Comunicación de Titularidad Estatal –o ‘comité de sabios’- aprobó un voluminoso informe de 229 folios que entregó al Ministerio de la Presidencia regido por María Teresa Fernández de la Vega. De lo complejo del temario y de las discrepancias que generaron las soluciones aportadas da cuenta el hecho de que este informe fue aprobado con el voto favorable de Emilio Lledó (presidente), Enrique Bustamante, Victoria Camps y Fernando Fernández, pero con la reserva de voto y consideraciones particulares de Fernando González Urbaneja -quien consideraba que “cabía esperar más ambición en las propuestas financieras y de gestión y más rigor en el diagnóstico”- y con las serias discrepancias sobre las propuestas financieras para RTVE manifestadas por el experto en temas de financiación, Miguel Ángel Arnedo Orbañanos, propuesto por el ministro de Economía, Pedro Solbes.


  Según el informe, Radiotelevisión Española debería mantener un sistema mixto de financiación, apoyado en subvenciones estatales y recursos publicitarios. El documento establecía las bases de una radiotelevisión pública fuerte -integrada por dos canales-, independiente del Gobierno, con una programación de calidad y un director general elegido por el Consejo de Administración (en ese momento lo hacía el Gobierno). Para cubrir las necesidades financieras de la compañía, los expertos proponían que el Estado aportara entre el 45% y el 50% del gasto total (1.301 millones de euros para 2005, sin contar los gastos financieros, que alcanzaban 256 millones. En ese momento, la subvención pública se reducía a 82 millones de euros, apenas un 5% del presupuesto total de Ente).


  El informe especificaba que la subvención estatal debería ser aportada “en función de los gastos necesarios y de la proporcionalidad y transparencia en la cobertura de los costes netos del servicio público”, basándose en un modelo de financiación estable y sostenido y prohibiendo expresamente el endeudamiento financiero (el agujero negro sobrepasó en 2005 los 7.500 millones de euros). El comité rechazaba la opción del canon porque ese sistema de financiación “presenta diversos inconvenientes” por su carácter “fiscalmente regresivo” y porque acarrearía “graves problemas” de gestión a la Administración pública.


  Para los ‘sabios’ del comité, los ingresos publicitarios no deberían superar el techo del 40 % del presupuesto y para justificar las inevitables subvenciones RTVE debería reducir la captación de recursos procedentes de los anuncios de forma paulatina -durante cuatro años- en un 25%, hasta un máximo de 9 minutos de publicidad por hora de emisión frente a los 12 que tenía en ese momento. El tope diario de anuncios tradicionales de TVE-1 debería ser del 10% de la emisión; el 15% si se contabilizaba la autopromoción, el patrocinio o la televenta. En 2005, ese porcentaje era del 20% de la emisión, que seguiría vigente en el resto de operadores.


  La 2, sin embargo, debería ir abandonando la publicidad de forma progresiva en cuatro años. Instituciones públicas, fundaciones y empresas privadas podrían colaborar en la financiación de una programación de espacios culturales, educativos, documentales, deportes y espacios sobre la construcción europea. El resto de los ingresos (entre el 10% y el 15%) debería proceder de la venta de programas, derechos de emisión y comercialización del archivo audiovisual de la compañía.


  En cuanto a la programación, el informe de los ‘sabios’ determinaba que RTVE sería un “elemento clave” de la industria audiovisual, para lo que debería invertir anualmente en telefilmes y películas para televisión el equivalente al 7% de los ingresos, dos puntos más que en 2005. El 60% de ese porcentaje debería ir a producciones en alguna lengua oficial del Estado; el 50% del cine que emitiera debería ser europeo, y el 30% de las películas serían en castellano o en otras lenguas oficiales. Sobre toda la emisión, excluidos los informativos, los concursos, la publicidad y el teletexto, se debería reservar un 15% a la programación de obras europeas (series, documentales y dibujos) de “producción independiente”.


  Respecto a las nuevas tecnologías, el comité estimaba que la nueva sociedad RTVE Digital y Multimedia debería impulsar el desarrollo de la televisión digital terrestre a través de una plataforma que fuera “punta de lanza” de la digitalización. TVE tendría que desplegar canales temáticos dedicados a la información continua (Canal 24 Horas y Parlamento), educación, cultura, infancia y juventud, deporte e Iberoamérica.


  Por otro lado, estimaban los expertos que el Canal Interregional debería construirse con la aportación de los centros territoriales y que RTVE necesitaría dos canales múltiples (cada uno con capacidad para cuatro ofertas) y uno de ellos con posibilidades de desconexión. La televisión pública debería sentar las bases para ofrecer servicios adaptados a telefonía móvil, cable, satélite o Internet. Y para RNE se recomendaba la puesta en marcha de canales digitales con contenidos y objetivos públicos, como inmigración o educación.


  En el orden organizativo, el informe establecía que el director general de RTVE debería dejar de ser un “apéndice” del Gobierno: el sistema de elección debería corresponder a un consejo de administración profesionalizado, tras una convocatoria pública. Esta medida se alejaba, sin embargo, de la propuesta contenida en el programa electoral del PSOE para las elecciones de marzo de 2004, que pedía que el director fuera elegido por el Congreso. En la propuesta de los ‘sabios’, cuatro de los ocho miembros del nuevo Consejo de Administración de RTVE deberían ser elegidos por el Congreso de los Diputados, a propuesta de al menos la mitad de los grupos parlamentarios y por una mayoría cualificada de dos tercios; pero otros dos vocales deberían ser designados por el Consejo Audiovisual y otros dos por las centrales sindicales mayoritarias. En 2006, los 12 miembros que componían el Consejo de Administración eran elegidos a partes iguales por el Congreso y el Senado mediante mayoría de dos tercios de las cámaras “entre personas de relevantes méritos profesionales”. Y en cuanto a la duración, el comité apostaba por un mandato superior al de una legislatura. Era ése Consejo de Administración el que tendría que elegir al director general para un periodo de cinco años sin posibilidad de reelección.


  En orden al funcionamiento interno de RTVE, el comité consideraba necesaria la creación de consejos de información para garantizar la independencia de los periodistas y su participación en la línea editorial, aunque no ejercerían funciones sindicales. Y en cuanto al Consejo Audiovisual –autoridad reguladora que sería elegida por una mayoría de dos tercios del Congreso de los Diputados y por un periodo de seis años-, en ese órgano debería recaer la vigilancia del cumplimiento del servicio público y la ejecución del gasto.


  Por lo que se refiere al modelo organizativo del holding RTVE, los ‘sabios’ estimaban que debería quedar integrado por cuatro sociedades diferenciadas: TVE (producción y gestión de los programas generalistas de televisión), RNE (producción y difusión de los programas de radio), RTVE Digital y Multimedia (dedicada a los canales temáticos digitales e Internet) y RTVE Comercialización y Publicidad (gestión de las ventas del grupo). Estas sociedades no podrían ser enajenadas “en forma alguna” ni cedidas a terceros en ninguna de sus funciones fundamentales.


  Sin embargo, el dictamen del ‘comité de sabios’ sobre RTVE eludió, como señalábamos al principio, recoger las principales recomendaciones efectuadas por el experto en temas económicos, Miguel Ángel Arnedo Orbañanos, que discrepaba del análisis y de las propuestas financieras sobre RTVE. Arnedo, nombrado por el Ministerio de Economía y Hacienda pero sin derecho a voto, defendía la desaparición del ente público RTVE por considerar que era una “figura jurídica no sometida al derecho privado”, lo que habría permitido trasladar las pérdidas de TVE y RNE a RTVE gracias al aval del Estado. En su lugar, Arnedo propuso la creación de dos sociedades: una comercial, financiada con publicidad y venta de programas, y otra dedicada al servicio público estricto, financiada mediante subvenciones. Ésta última cubriría el mandato concertado por el Estado mientras que la primera se regiría por la ley de sociedades anónimas, “al igual que cualquier televisión, como Antena 3 o Tele 5” (El País, 22.02.2005).


  En realidad, Arnedo anticipaba al diario El País lo que en 2006 constituiría la oferta de la SEPI para la reorganización del ente público: “Yo creo que la plantilla es alta”, declaraba Arnedo al diario de Prisa, “pero hay informes que dicen que es muy alta”. Así, el informe proponía una reorganización de las categorías profesionales (en RTVE había más de 150 en esos momentos) y la renuncia a planes de prejubilación, mediante expedientes de regulación de empleo, por criterios exclusivamente de edad. Justamente lo que intentó hacer la SEPI en 2006.


  También Fernando González Urbaneja, presidente de la Asociación de la Prensa de Madrid y uno de los cinco ‘sabios’, discrepaba del informe y estableció un voto particular de nueve folios contrario al dictamen en el que afirmaba que el texto “no es respetuoso con el contribuyente español” y que “apenas modifica el modelo jurídico actual pese a su inoperancia”. Según González Urbaneja, “la raíz del problema está en una gestión deficiente que conduce al descontrol y el despilfarro”, mientras el informe aprobado “reinventa el mismo modelo aliviándole la deuda engendrada durante estos años”. González Urbaneja se posicionaba del lado del experto económico designado por el ministro de Economía, Pedro Solbes.


   


   


  La nueva Ley de la Radio y la Televisión de Titularidad Estatal


   


  Un año después del informe de los expertos, las palabras de la vicepresidenta y portavoz del Gobierno, María Teresa Fernández de la Vega, sobre que el Ejecutivo haría en el ente público RTVE lo que aconsejaran los ‘sabios’ quedaron en papel mojado. El 26 de febrero de 2006, el presidente de la Sociedad Estatal de Participaciones Industriales (SEPI), Enrique Martínez Robles, y la directora general de RTVE, Carmen Caffarel, anunciaban las primeras medidas que acarrearía el plan de saneamiento, centrado en devolver la “eficacia” al ente público: entre otras, cierre de la emisora en catalán Ràdio 4 y del centro de producción de Canarias, así como la reducción de la actividad de los centros territoriales a la elaboración de un informativo territorial de media hora y su labor como corresponsalía de los servicios informativos centrales. La 2 y Radio 5 perderían sus desconexiones territoriales.


  Según esos planes, sindicalmente muy contestados, la reducción afectaría a toda la producción territorial que no fuera el informativo diario de media hora previsto en cada comunidad autónoma y su actividad informativa subsidiaria de los servicios centrales, tanto para la televisión como para la radio públicas. “Es absurdo que sigamos compitiendo en programas con escaso éxito con televisiones autonómicas, porque ahora la oferta de programación regional no es la que había en los 70”, apuntaba Caffarel (El País, 27.02.2006).


  Tras los recortes anunciados, la actividad de los centros territoriales quedaría reducida en televisión al informativo de media hora de la primera cadena, ya que de La 2 desaparecería toda desconexión territorial. El plan de saneamiento homologaría al centro territorial canario al resto de los españoles, tras decidir la desaparición del centro de producción de las islas, que abastecía de contenidos únicamente a la emisión canaria. En cambio, la SEPI apostaba por la continuidad de los centros de Madrid y Sant Cugat del Vallés (Barcelona), donde no estaba previsto un recorte de su actividad.


  Los centros territoriales de televisión se mantendrían en 16 en el caso de la televisión y 18 para la radio (sumando a Ceuta y Melilla) junto con 35 unidades provinciales, todos ellos constituidos en función de su “dimensión territorial e importancia informativa”, pero las unidades locales desaparecerían.


  De igual manera, el plan de saneamiento también preveía objetivos en cuanto a la programación por géneros, con una apuesta por incrementar el peso de los informativos hasta el 27,4 por ciento del tiempo (desde el 21,5% en 2006), y la programación infantil hasta el 12,1 por ciento frente al 3,7 programado. El objetivo para los contenidos culturales era de mantenerlos en el 36,7%. En esos momentos, la deuda acumulada de RTVE ascendía ya a 7.551 millones de euros y su plantilla sumaba 9.212 trabajadores, 6.021 en TVE, 2.122 en RNE y 1.069 en el ente público.


  Si en febrero de 2006 era la SEPI la que se saltaba el informe de los ‘sabios’, sólo un mes después (el 5 de marzo) el Congreso de los Diputados desmontaba sus principales sugerencias: en esa fecha, el proyecto de ley de reforma de RTVE superaba su primer trámite en el Congreso e iniciaba el camino en el Senado. A su paso por la Cámara Baja, los grupos parlamentarios desmontaban algunas de las principales recomendaciones recogidas en el dictamen del comité de sabios: la composición del Consejo de Administración de RTVE, el sistema de elección del director general, el diseño territorial, la producción audiovisual y los límites publicitarios. Así se vio que la palabra de la vicepresidenta del Gobierno no tenía valor alguno.


  Una de las principales modificaciones en el Congreso afectó al sistema de nombramiento del director general: el proyecto de ley otorgaba a la Cámara Baja la función de nombrar al director general. El candidato tendría que ser forzosamente uno de los 12 miembros del Consejo de Administración de RTVE, debería lograr el respaldo de dos tercios de los diputados, su mandato sería de seis años y, además, también presidiría la Corporación RTVE y su Consejo de Administración. Respecto a éste, los ‘sabios’ habían propuesto un organismo de ocho miembros: dos nombrados por el Congreso y dos por el Senado (por mayoría de dos tercios en ambos casos); dos por los sindicatos más representativos de RTVE y dos por el Consejo Audiovisual. El mandato sería de seis años y se renovaría la mitad de los miembros cada tres años. Pero los grupos parlamentarios pactaron un consejo de 12 miembros: ocho designados por el Congreso (dos de ellos, a propuesta de “los dos sindicatos más representativos a nivel estatal con implantación en la Corporación RTVE y sus sociedades”) y cuatro por el Senado. Todos los candidatos deberían obtener el respaldo de una mayoría de dos tercios. ¿Por qué ese cambio? Porque con la ampliación del número de consejeros, grupos minoritarios como CiU e IU podrían tener representación en el Consejo. Es decir, más puestos políticos a distribuir entre la militancia de los partidos.


  Por otro lado, el proyecto de ley tampoco respetaba el criterio de los ‘sabios’ sobre la publicidad en la televisión estatal: los grupos políticos pactaron que la reducción publicitaria fuera “cualitativa” y afectara a determinados programas (infantiles o películas españolas, que se emitirían sin cortes). Y en lo que se refería a la estructura empresarial de RTVE, el proyecto sólo tomaba de los ‘sabios’ la estructuración en dos sociedades (en vez de las cuatro propuestas): TVE y RNE, aunque los catalanes de Convergència i Unió (CiU) defendieron la creación de una tercera encargada de la producción de programas y noticias.


  El proyecto mantenía la titularidad pública de RTVE, reforzaba su independencia, establecía un sistema que garantizase una gestión económica viable e impulsaba los Consejos de Informativos. Pero también abría la puerta a que TVE pudiera emitir productos en pago por visión en sus canales de digital terrestre, no se pronunciaba sobre el futuro de la Orquesta y Coro y pasaba de puntillas sobre los centros territoriales.


  Finalmente, la Ley de la Radio y la Televisión de Titularidad Estatal quedó definitivamente aprobada el 11 de mayo de 2006 –con el rechazo del PP-, liquidando el modelo de RTVE que había permanecido hasta ese momento. La reforma final ponía fin a la designación de un director general por el Gobierno (potestad que quedó en manos del Parlamento), creó un modelo de financiación estable (recursos publicitarios y subvención) y prohibió privatizar la producción de los informativos. Durante el periodo transitorio, y tras el cese –cuando se produjera- de la actual directora general, Carmen Caffarel, y del Consejo de Administración, RTVE estaría regida por un administrador único y en manos del Consejo de Liquidación, que se encargaría de transformar el Ente Público en una corporación.


  El problema radicaba, no obstante, en que los grupos parlamentarios no habían logrado el consenso que en 1980 obtuvo el Estatuto de RTVE. El PP se opuso a la ley, lo que anticipaba que la misma podría ser convenientemente retocada si se producía la alternancia en el Gobierno y los populares sucedían a los socialistas en el poder.


  En todo caso, la puesta en marcha de esa ley debía circular en paralelo a la reestructuración del modelo de la producción y del recorte de plantilla que estaba llevando a cabo la Sociedad Estatal de Participaciones Industriales (SEPI): se trataba de un complejo y farragoso periodo transitorio en el que se modificaría el régimen jurídico de RTVE y se sustituirían sus órganos directivos. Las previsiones gubernamentales eran que la nueva RTVE estuviera operativa el 1 de enero de 2007.


  He aquí algunos de los aspectos más importantes de la nueva ley:


  - Corporación RTVE. El Ente Público pasará a ser una corporación con carácter de sociedad anónima y capital íntegramente estatal. Estará constituida por dos sociedades: TVE y RNE.


  - Consejo de Liquidación. El Ente Público entrará en un proceso de disolución-liquidación. El Consejo de Ministros aprobará los estatutos sociales de la nueva entidad y en el plazo de 10 días se constituirá la corporación. A partir de entonces se designará un administrador provisional único y cesarán la directora general, Carmen Caffarel, y los miembros de Consejo de Administración. Sus funciones serán asumidas por un Consejo de Liquidación del Ente Público compuesto por cinco miembros nombrados por la SEPI.


  - Presidente. Finaliza la etapa en la que el nombramiento del director general corre a cargo del Ejecutivo. El futuro presidente de RTVE (que asume las funciones que ahora ejerce el director) será elegido por el Parlamento. Será uno de los 12 consejeros.


  - Consejo de Administración. Estará compuesto por 12 miembros: 4 elegidos por el Senado y 8 por el Congreso, por una mayoría de dos tercios. El Senado introdujo una enmienda para que el principal partido de la oposición no pueda bloquear esta elección. De esta manera, si en el plazo de dos meses desde la primera votación no se alcanza la mayoría de dos tercios requerida, será suficiente una mayoría absoluta (la mitad más uno de los diputados). Esta cláusula de “desbloqueo” sólo se aplicará en esta ocasión.


  - Producción. RTVE desempeñará las funciones de servicio público y fomentará el plurilingüismo en los centros territoriales con lengua propia. Se prohíbe la posibilidad de privatizar la producción y edición de los programas informativos y tampoco se podrán ceder a terceros aquellos programas previstos en el mandato-marco: el conjunto de objetivos generales aprobados en Cortes. RTVE impulsará la producción propia de su programación de forma que abarque la mayoría de los programas difundidos en las cadenas generalistas.


  - Financiación. La ley acaba con el recurso ilimitado al endeudamiento. Habrá un modelo mixto de financiación: recursos procedentes del mercado publicitario, ingresos por la comercialización de productos y subvenciones a cargo de los Presupuestos Generales del Estado.


   


   


  El controvertido Plan de Saneamiento de la SEPI


   


  La nueva Ley de la Radio y la Televisión de Titularidad Estatal venía acompañada, lógicamente, de un Plan de Saneamiento elaborado por la SEPI, organismo dependiente del Ministerio de Economía y Hacienda que debía llevar a cabo el plan de reconversión de RTVE. En mayo de 2006, la SEPI presentó una detallada documentación sobre la dimensión que tendrían los centros territoriales y las corresponsalías y cómo afectarían los recortes laborales a la producción de programas de la radio y la televisión públicas estatales.


  El reajuste de plantillas inicial preveía una reducción de 3.133 empleos fijos, que representaban el 39% del total (alrededor de 8.000). Contabilizados también los 1.200 contratados, el porcentaje de puestos de trabajo en juego se elevaba al 44%. Si el corte de edad se situaba, como querían en la SEPI, en los 52 años, se verían afectados por el expediente de regulación de empleo 3.505 trabajadores, y si se elevaba un año la edad de las prejubilaciones, afectaría a 3.162. Según este plan, las bajas no serían “lineales”, sino que se tendrían en cuenta las categorías profesionales para evitar que la maquinaria de producción se resienta en un ente reconvertido.


   


   


  La contrarreforma del PP por decreto ley en 2012


   


  Dado que Televisión Española siempre ha mantenido un alto nivel de penetración en la audiencia, todos los gobiernos han intentado controlar el Ente público de una o de otra manera. Así, tras la reforma de Rodríguez Zapatero en 2006, el 20 de abril de 2012, apenas cinco meses después de las elecciones generales del 20 de noviembre de 2011, el nuevo gobierno del Partido Popular presidido por Mariano Rajoy reformó por decreto ley la forma de elección del Consejo de Administración de la radiotelevisión pública, que exigía desde 2006 el consenso de dos tercios de la Cámara de los Diputados. A partir de esta nueva reforma bastaría con la mayoría absoluta con la que contaba el PP en el Congreso.


  La noticia saltaba a los medios de comunicación desde el Consejo de Ministros de ese 20 de abril de 2012. La vicepresidenta del Gobierno, Soraya Sáenz de Santamaría, anunciaba lo que todo el mundo se temía desde tiempo atrás: el ejecutivo había procedido a modificar por decreto la Ley de Radiotelevisión Española para, entre otras cosas, elegir sin consenso al presidente de RTVE.


  En ese decreto ley aprobado por el Consejo de Ministros, el gobierno de Rajoy modificaba la forma de elección del Consejo de Administración de la radiotelevisión pública, que exigía desde 2006 el consenso de dos tercios de la Cámara de los Diputados. A partir de ese momento bastaría con la mayoría absoluta con la que contaba el PP en el Congreso.


  Además, el gobierno había decidido reducir de doce a nueve el número de miembros del Consejo: se suprimían los consejeros nombrados por los sindicatos -hasta ese momento, UGT y Comisiones Obreras- y, al existir en ese momento tres puestos vacantes, estos se consideraban extinguidos. Por si fuera poco, el ejecutivo les quitó los privilegios: los consejeros no podrían tener dedicación exclusiva como hasta ese momento y sus sueldos, que alcanzaban los 110.000 euros brutos anuales, se suprimían y solo cobrarían dietas por su asistencia a las reuniones.


  Desde su cargo de portavoz del Gobierno, la vicepresidenta Sáenz de Santamaría defendía el decreto ley afirmando que el problema de gestión en RTVE era “muy grave” y que la falta de acuerdo había acelerado que se adoptara esa medida... por decreto ley; es decir, sin consenso. La Corporación carecía de presidente desde la dimisión, en julio de 2011, de Alberto Oliart, y su Consejo de Administración, cuya renovación debería haber comenzado en 2010, solo contaba con nueve de los doce miembros elegidos en diciembre de 2006. De esos doce, faltaban el presidente, el representante de CC.OO. -que dimitió tras el intento del Consejo de controlar la herramienta que se utilizaba para elaborar los telediarios- y uno de los representantes del PP, que recientemente había sido elegido presidente de la Fundación Carolina.


  Por esas razones, Sáenz de Santamaría argumentaba en la rueda de prensa posterior al Consejo de Ministros de ese 20 de abril que la falta del presidente de la entidad originaba que la corporación “no tenga posibilidad de aprobar sus cuentas anuales” ni “tampoco de aprobar el anteproyecto de los presupuestos”, que tenían que soportar un recorte de 203 millones de euros ese año de 2012.


  Lo cierto es que en la primera reunión entre Mariano Rajoy y el entonces líder socialista, Alfredo Pérez Rubalcaba, después de la victoria del PP en las elecciones del 20N, ambos se comprometieron a alcanzar un acuerdo para renovar por consenso los órganos institucionales pendientes, entre ellos, la radiotelevisión pública. Sin embargo, en las últimos fechas, el PP y el PSOE se habían acusado mutuamente de bloquear el acuerdo para nombrar al presidente de RTVE.


  La ley así cambiada databa de 2006, cuando la aprobó el gobierno socialista de José Luis Rodríguez Zapatero sin el consenso con el PP, el principal partido de la oposición, lo que auguraba que cuando éste llegara al poder volvería a cambiar la norma, como así ocurrió. A través de su entonces vicesecretaria general, Elena Valenciano, los socialistas acusaron al gobierno de Rajoy de perpetrar un “golpe institucional” al reformar por decreto ley el sistema de renovación del Consejo de RTVE y de “inventarse” un “bloqueo” en las negociaciones con el PSOE para cambiar el “modelo” de televisión.


  No obstante, cinco años después, el jueves 22 de junio de 2017, aprovechando la debilidad del gobierno en minoría de Rajoy tras las elecciones de junio de 2016, el pleno del Congreso aprobó la reforma de RTVE para que la dirección de la radiotelevisión pública tuviera que ser elegida por consenso en el Parlamento en tres meses. La renovación se haría por concurso público si daba tiempo a ponerla en marcha y, en todo caso, ese sistema se aplicaría en futuros nombramientos de presidente y consejo del ente. En la votación global final solo hubo una abstención, el resto fueron votos a favor. El origen era una proposición de ley del PSOE, sobre la que luego llegó a un acuerdo con Podemos, al que se sumó justo antes de la votación Ciudadanos, el partido de Albert Rivera.


  El acuerdo tenía el valor simbólico y político de ser la primera reforma pactada para revertir decisiones de la legislatura de la mayoría absoluta del PP y también para cambiar instituciones y organismos clave. Era también el primer acuerdo entre PSOE y Podemos que llegaba al final de su trámite y el primero cerrado por la nueva dirección socialista, a la que había regresado como secretario general Pedro Sánchez.


  La modificación legal, aprobada sin votos en contra, se basaba en un acuerdo entre PSOE y Podemos, negociado durante semanas y hasta el último momento antes de la votación con otros partidos, especialmente con PP y Ciudadanos. El partido de Albert Rivera y el PNV se sumaron al acuerdo minutos antes del debate, lo que permitió su aprobación. Y el PP terminó por sumarse a regañadientes a la transacción pactada por todos los demás.


  La aprobación de la norma que serviría para renovar RTVE, realizada en lectura única y con trámite de urgencia, necesitó de una quincena de votaciones en el pleno, en algunos casos ajustadas, de cada una de las enmiendas y algunas transaccionadas. Así, se rechazó la enmienda que elevaba de nueve a 12 el número de miembros del Consejo de Administración de RTVE y, al tiempo, se aprobaba otro artículo que preveía la elección de ocho miembros por el Congreso y cuatro por el Senado, es decir, 12 miembros. Esa incoherencia legal podría ser corregida en el Senado si el PP lo aceptaba con su mayoría absoluta, pero bajando en todo caso a nueve miembros como querían los populares.


  La modificación suponía la renovación inmediata y volver al modelo de la etapa del Gobierno de Rodríguez Zapatero en la que el presidente y los miembros del Consejo de Administración de RTVE debían ser elegidos por mayoría de dos tercios del Congreso y el Senado, para obligar al acuerdo. El PP lo modificó en la legislatura de la mayoría absoluta, para rebajar esa mayoría y poder elegir a los actuales responsables del ente solo con sus votos.


  Para evitar bloqueos, si no se alcanzan esos dos tercios, la elección se hará por mayoría absoluta, pero siempre que tenga aval de la mitad de los grupos parlamentarios, es decir, con exigencia de consenso. De esa forma, ningún partido podrá bloquear la renovación que, además, se pondría en marcha sin esperar al fin del mandato del actual consejo que terminaría en junio de 2018.


  La novedad también era que los partidos habían pactado un sistema para el futuro de concurso público para la designación de esos cargos y buscar así un modelo de desgubernamentalización y despolitización de la televisión pública. La propuesta de concurso público procedía de Podemos y Ciudadanos y, finalmente, fue pactada entre todos.


  Los profesionales que aspiren al Consejo de RTVE deberán presentar un proyecto para la Corporación. El texto pactado señalaba que los candidatos se someterán a “un comité de expertos formado por personas de reconocido prestigio profesional cuyos miembros serán designados para cada ocasión por sorteo de entre los propuestos proporcionalmente por los grupos parlamentarios. Este Comité hará públicos sus informes de evaluación y serán remitidos a la comisión competente para la correspondiente audiencia con los candidatos”.


   


   



    


  CAPÍTULO 2


   


  LAS TELEVISIONES AUTONÓMICAS CAMBIAN EL MAPA AUDIOVISUAL


   


   


  Completando la escena audiovisual que provenía del modelo franquista, el 31 de diciembre de 1982 nació la cadena de televisión vasca Euskal Telebista (ETB), la primera de las sucesivas ofertas que las comunidades autónomas iban a poner en marcha y que en 1989 se agruparon en la Federación de Organismos de Radio y Televisión Autonómicos (FORTA). De esta forma, a la televisión pública estatal se fueron uniendo las televisiones públicas regionales al amparo de la Ley 46/1983, de 26 de diciembre, Reguladora del Tercer Canal de Televisión, que amplió las posibilidades de desarrollo de la televisión pública en España.


  Con ese marco legal, pero dentro de sus respectivos espacios territoriales, comenzaron a emitir hasta diecisiete canales públicos generalistas, explotados por doce comunidades autónomas –hasta 2006-, con una cobertura próxima al 80 por ciento de la población nacional.


  Esos canales autonómicos, gestionados por sus respectivos entes públicos, se agruparon en torno a la FORTA para hacer viables los proyectos y hacerse fuertes en el mercado audiovisual nacional. Se trataba de Canal Nou (1989, cerrada en 2013 y en vías de abrirse de nuevo) y Punt 2 (1990, ambos en la Comunidad Valenciana); Canal Sur (1989, y su Canal 2, en 1998, en Andalucía); Castilla-La Mancha Televisión (2001); ETB (1982) y su segundo canal ETB2 (en 1986, en el País Vasco); Telemadrid (1989) y su segundo canal La Otra (en 2001, en Madrid); TV3 (1984) y K33 (1989, ambos en Cataluña); TV Canarias (1999); TVG (1985, Galicia); IB3 (TV Baleares, 2005) y Aragón Televisión, TV Asturias y TV Extremadura que iniciaron sus emisiones en pruebas en 2006. Según su comunidad autónoma, emiten tanto en castellano como en catalán, euskera y gallego, es decir, en las lenguas cooficiales.


   


   


  Euskal Telebista


   


  Euskal Telebista (ETB, Televisión Vasca), es el ente televisivo de Euskal Irrati Telebista (EiTB, Radio Televisión Vasca), consorcio dependiente del Parlamento Vasco. Es un ente público con la figura jurídica de Sociedad Anónima. Con el tiempo, Euskal Telebista se fue desarrollando y en la actualidad cuenta con dos canales principales, ETB 1, generalista en euskera que comenzó sus emisiones el 31 de diciembre de 1982, y ETB 2, generalista en castellano que comenzó a emitir el 31 de mayo de 1986, y dos canales más, ETB 3, dedicado al mundo infantil y juvenil en euskera que comenzó a emitir el 10 de octubre de 2008, y ETB 4, centrado en el mundo de las series, películas y el deporte, que comenzó a emitir el 29 de octubre de 2014. Estos cuatro canales conforman el “mux” (ancho de banda) de TDT (televisión digital terrestre). Por medio de las webs eitb.eus y eitb.tv y ciertas redes de cable nacionales e internacionales emite el canal ETB Sat, y a través del satélite Hispasat para América emite Canal Vasco. El 21 de diciembre de 2016 incluyó en el “mux” de TDT las versiones en alta definición de ETB 1 y ETB 2.


  ETB cubre el territorio de la Comunidad Autónoma del País Vasco y mediante acuerdos, la Comunidad Foral de Navarra y el País Vasco francés. También se llega a ver en Cantabria, la Rioja y en áreas de Burgos. En la actualidad consta de un centro de emisión y producción de informativos situado en la sede del grupo EiTB en Bilbao y de un centro de producción de programas en San Sebastián. Mantiene corresponsalías en Vitoria, Bayona, Pamplona, Barcelona, Madrid, París, Londres, Berlín, Nueva York, Oriente Medio, Bruselas y China.


   


   


  La catalana TV3


   


  Por su parte, TV3 se ha situado como el principal canal de televisión de Cataluña y forma parte de la radiodifusora pública CCMA (en catalán, Corporació Catalana de Mitjans Audiovisuals). Fue el segundo canal autonómico instaurado en España tras ETB 1 de Euskal Telebista, y el primero en emitir toda su programación exclusivamente en catalán. Su primera emisión en pruebas tuvo lugar el 10 de septiembre de 1983, aunque la programación no comenzó hasta el 16 de enero de 1984. Desde entonces ha contado con una programación generalista para todos los públicos, que se ha caracterizado por una apuesta por la producción propia y el desarrollo de la cultura y lengua catalanas. Históricamente, TV3 ha sido uno de los canales con más espectadores en Cataluña: fue líder de audiencia en un total de 13 años no consecutivos, desde 1997 hasta 2003 y desde 2009 hasta 2016.


  Aunque la cobertura de TV3 está en principio delimitada para Cataluña, puede sintonizarse también en otros puntos a través de acuerdos con otras administraciones, como el Principado de Andorra o el departamento de Pirineos Orientales (Francia). La Generalitat de Cataluña ha llegado a acuerdos de reciprocidad con las Islas Baleares y Aragón (en la Franja de Poniente) para emitir TV3CAT, la versión internacional del canal. También podía sintonizarse en algunos puntos de la Comunidad Valenciana a través de repetidores gestionados por ACPV, pero la asociación dejó de hacerlo en 2011 tras varias sanciones económicas del gobierno valenciano, que las consideraba ilegales.


  En la década del 2000, TV3 mantuvo su posición de liderazgo con contenidos como la docuserie Veterinaris, el estreno del magacín de tarde La columna, presentado por Julia Otero, la serie Temps de silenci, el late night Set de Nit y el estreno de la telenovela El cor de la ciutat, que se mantuvo en emisión durante diez años con un total de 1.906 capítulos. Algunos de los presentadores de la cadena dieron el salto a la televisión nacional: Andreu Buenafuente fichó por Antena 3 tras los buenos resultados de su programa Una altra cosa, mientras que José Corbacho y Santi Millán también aparecieron en otros canales tras A pèl.


  En los siguientes años, TV3 ha introducido novedades en su emisión. En 2002 comenzó a emitir en televisión digital terrestre, mientras que en 2004 abrió en internet el servicio 3alacarta, siendo la primera televisión en España que disponía de un servicio de video bajo demanda en la red. En 2005, TV3 renovó su imagen corporativa, dando un mayor protagonismo al triángulo y al número “3”. En cuanto a la programación, se mantuvo un estilo generalista en un momento que Televisió de Catalunya comenzó a estrenar canales temáticos, como 3/24 (informativos) o Canal 300 (series). El 23 de abril de 2007 se inauguró el canal en alta definición, TV3 HD, y la programación se adaptó al formato panorámico 16:9, proceso que se completó en 2010.


  En los últimos años, a pesar de mantenerse como una de las cadenas de referencia en Cataluña con la llegada de programas como Alguna pregunta més?, Els matins, Polònia, Crackovia o Ventdelplà, TV3 perdió el liderazgo de las audiencias. No obstante, en el año 2009 y con el apagón analógico un año después, la cadena se convirtió en la cadena más vista en 2010, perdiéndolo en 2017.


   


   


  La valenciana Canal Nou


   


  La tercera autonómica en importancia era Canal Nou (o simplemente Nou, desde el 9 de octubre de 2013 hasta su desaparición). Se trataba del primer canal de televisión pública de la Comunidad Valenciana, con sede en Burjasot.


  Las emisiones regulares se iniciaron el 9 de octubre de 1989 de la mano de Diego Braguinsky y fue propiedad del ente público Radiotelevisión Valenciana. Pero el 5 de noviembre de 2013, la Generalitat Valenciana, gobernada por el PP y presidida por Alberto Fabra, anunció el cierre del ente tras acumular hasta 1.200 millones de euros en deuda, la imposibilidad de recolocar a los casi 1.000 empleados despedidos en un ERE ilegal y, en consecuencia, la desaparición de Nou. La ley que lo permitiría se aprobó el 27 de noviembre y dos días después, en el mediodía del 29 de noviembre, la Policía Nacional y los liquidadores nombrados por el Consell ocuparon el Centro de Programas de Burjasot para desconectar la emisión. Pese a todo, la empresa no pudo ser liquidada inmediatamente, ya que los encargados de hacerlo fueron dimitiendo consecutivamente sin lograr realizar el cierre definitivo de la misma.


  Tras el cierre de Canal Nou se realizaron numerosas concentraciones a favor de la reapertura del ente público. El 13 de noviembre de 2014, se admitió a trámite una ILP (iniciativa legislativa popular) que pedía la reapertura de RTVV. El entonces presidente valenciano, Alberto Fabra, afirmó que estaba a favor de la reapertura de la cadena y “si las circunstancias cambian, se puede hablar de una nueva televisión” siempre que esta sea “partiendo de cero” y “una vez que se cumpla la extinción de la cadena y se den las condiciones necesarias”.


  Pero el 24 de mayo de 2015, una vez celebradas las elecciones a las Cortes Valencianas y formado gobierno por PSPV y Compromís que sucedió al del Partido Popular, el nuevo ejecutivo presidido por el socialista Ximo Puig prometió reabrir RTVV y creó la figura de un Alto Comisionado. No obstante, la fecha de dicha apertura no quedó definida debido a los problemas judiciales derivados del cierre y la deuda acumulada. Aunque el deseo del gobierno era abrir el 9 de octubre de 2015, día de la Comunidad Valenciana, el propio ejecutivo calificó esa fecha de “demasiado optimista”, debido a la gran complejidad del problema y a la falta de acuerdos entre el Comisionado y el Comité de Empresa.


  En todo caso, el 22 de diciembre de 2015 fue aprobada la ley que derogaba el cierre de Canal Nou, con los votos favorables de socialistas, Compromís y Podemos y la abstención del Partido Popular y Ciudadanos. El nuevo gobierno de la Comunidad Valenciana se fijó entonces como posible día para la reapertura de Radiotelevisión Valenciana el 9 de octubre de 2017, día de la Comunidad Valenciana, y el nuevo ente se llamaría Corporación Valenciana de Medios de Comunicación.


   


   


  A Galega, la televisión de Galicia


   


  Televisión de Galicia (TVG, conocida habitualmente como A Galega) forma parte de la Corporación Radio y Televisión de Galicia (CRTVG) junto con la emisora Radio Galega. Inició sus emisiones regulares el 24 de julio de 1985, aunque no comenzó su andadura real hasta el 29 de septiembre del mismo año con 39 horas de emisión a la semana tras un periodo de pruebas para hacer los ajustes técnicos. El 31 de diciembre de 1996 empezó sus emisiones por vía satélite del canal TVG América, y el 17 de mayo de 1997 comenzó a emitir en Internet, siendo uno de los primeros canales europeos en hacerlo. El 1 de febrero de 2009 entró en funcionamiento el segundo canal autonómico de Galicia, tvG2.


  Desde los estudios centrales que la CRTVG posee en San Marcos, a las afueras de Santiago de Compostela, emiten una programación totalmente en gallego, exceptuando ciertos anuncios que se mantienen en castellano, así como los informativos destinados a su emisión en el canal Galicia TV América. Cuentan con corresponsalías desde las que emiten dos informativos, en formato de desconexión provincial, diarios para las cuatro provincias gallegas. Hasta 2010, TVG contaba también con delegaciones en Ferrol, Pontevedra, Burela, Oporto y Bruselas.


  La Televisión de Galicia alcanza toda la geografía gallega, además de cubrir una franja de territorio de varios kilómetros alrededor de la frontera con Portugal, Zamora, León y Asturias en sus emisiones en digital (TDT). Además, sus dos canales internacionales, Galicia Televisión Europa y Galicia Televisión América, llegan respectivamente a toda la Unión Europea y al continente americano gracias al satélite español Hispasat.


   


   


  Canal Sur TV, en Andalucía


   


  Canal Sur TV es el canal principal de Radio y Televisión de Andalucía (RTVA), la radiotelevisión autonómica andaluza. La señal fue lanzada el 28 de febrero de 1989, coincidiendo con la festividad del día de Andalucía. Entonces, la oferta televisiva en España se reducía a las dos cadenas públicas del estado (TVE), excepto en algunas Comunidades Autónomas como Cataluña, País Vasco o Galicia, que ya contaban con su canal autonómico. La televisión andaluza nació con la intención de servir como instrumento de información y participación para los andaluces en la sociedad, la cultura y la política regional. Además, pretendía ser un medio de difusión de los valores históricos, culturales y lingüísticos de Andalucía.


  Canal Sur 2 apareció en junio de 1998, con lo que la oferta televisiva de RTVA se desdobló, quedando Canal Sur 1 (Canal Sur TV) como una televisión de carácter general y entretenimiento, mientras que Canal 2 Andalucía se centraría más en una programación cultural y divulgativa, con especial atención a las franjas infantil y deportiva. Pero el 1 de octubre de 2012, Canal Sur 1 y Canal Sur 2 fusionaron sus contenidos de mayor éxito y pasaron a emitir ambas frecuencias la misma señal, adaptando Canal Sur 2 la programación a personas con discapacidad sonora y visual, subtitulando el total de la programación con unos caracteres más visibles que los emitidos por el subtitulado de teletexto tradicional, traducción en directo a lengua de signos y canal audiodescrito.


  Paralelamente, Canal Sur TV HD inició sus emisiones en pruebas el 26 de febrero de 2010. Comenzó como un único canal, en resolución 1080i, y con presencia en el ámbito de la provincia de Sevilla, para más tarde extenderse a toda Andalucía. Su programación en pruebas se basaba en repetición continua de contenidos de producción propia de la RTVA y emisión en HD de eventos deportivos. Luego, el 30 de septiembre de 2013, Canal Sur TV HD comenzó sus emisiones regulares.


  Pero el 28 de febrero de 2015, RTVA decidió darle un cambio a su oferta televisiva, transformando Canal Sur TV HD en Andalucía Televisión, mientras que la antigua Andalucía Televisión (versión en satélite de Canal Sur TV) pasó a llamarse Canal Sur Andalucía. Se trataba de un canal temático en alta definición basado en la emisión de programas informativos y divulgativos que tendría como objetivo reforzar la identidad andaluza a través de una oferta de contenidos de actualidad.


  Desde el 15 de septiembre de 2016 cuenta con una señal en HD que emite en simultáneo con Canal Sur TV, en un principio sin las desconexiones provinciales de esta última, las cuales fueron finalmente integradas el 16 de enero de 2017. El 28 de abril de 2017 comenzaron las emisiones en pruebas de Canal Sur 4K, pero este canal solo está disponible en Sevilla.


   


  Consideradas en su conjunto, las ‘autonómicas’ han conseguido situarse en puestos destacados dentro de sus respectivos ámbitos de difusión, salvo en el caso de Castilla-La Mancha, Canarias, Aragón, Asturias y Extremadura (las últimas en iniciar sus emisiones y en sumarse, por tanto, a la FORTA). La de mayor aceptación la ha tenido la oferta catalana, compuesta por TV3 y K3-33 (segundo canal autonómico), que ya en 2003 obtuvo un 27,9% de audiencia en su espacio territorial.


  En el resto de Comunidades los porcentajes han venido variando, pero se sitúan en torno a los 18 puntos en los que se han hallado los primeros canales de Canal Sur Televisión (Andalucía), Canal 9 (Comunidad Valenciana, hasta su desaparición), Televisión Galega y Telemadrid. En cuanto a los segundos canales autonómicos -en aquellas Comunidades que los tienen y modelados a imagen de la 2 de TVE, como Euskal Telebista 2-, han oscilado entre el 6,8 % de K3-33 y el 2,0 % de Punt 2. En algunos territorios, como el de Castilla-La Mancha, se dio una curiosa convergencia de canales, ya que por su situación geográfica era posible sintonizar, además del canal propio, el andaluz, el valenciano y el madrileño. Esa particular ‘convergencia’ se da también en Cataluña y en la Comunidad Valenciana.


  En términos generales, la situación financiera de las televisiones autonómicas ha sido menos crítica en términos absolutos que la del ente RTVE, pero ha resultado en cierta forma mimética y, en todo caso, no deja de ser preocupante, ya que las pérdidas acumuladas en 2004 ascendían a unos 2.000 millones de euros. Según las estimaciones de la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones, las televisiones públicas percibían unos ingresos en subvenciones oficiales de entre 1.500 y 1.800 millones de euros al año, pero de forma progresiva, pese a que los ingresos por publicidad también se incrementaron en ese periodo.


  Esas cifras ponen de manifiesto la dependencia de las subvenciones que caracteriza a los entes públicos españoles, que no contaban con capacidad para consolidar líneas de financiación alternativas. Del presupuesto total de los ocho organismos asociados en la FORTA en 2004, más de 1.700 millones de euros – según las cifras que facilitaba el Anuario de la Profesión Periodística de 2004 -, casi tres cuartas partes (1.222) provenía de las arcas públicas. Sólo Telemadrid y TV3·se mostraban más solventes en este apartado, que constituía ‘sólo’ el 42,6 por ciento del total de su presupuesto en el caso madrileño, y la cuarta parte de los ingresos de los anunciantes en el caso catalán.


  La situación no era nada nueva. Por ejemplo, en 2003, las cadenas autonómicas de televisión consumieron más de 1.200 millones de euros y casi la mitad del presupuesto de los ocho públicos regionales (alrededor de 550 millones de euros) sería cubierto por las arcas públicas, lo que convertía a los respectivos gobiernos autonómicos en el balón de oxígeno de un sector altamente deficitario. El desembolso público más abultado correspondía a la televisión andaluza, aunque proporcionalmente eran Canarias y Castilla-La Mancha las que recibían mayores subvenciones.


  Dentro del modelo autonómico, los mecanismos de financiación no son uniformes, pero existe un común denominador: todas las cadenas integradas en la FORTA se nutren de subvenciones mediante aportaciones directas o a través del llamado contrato-programa. Algunas compañías arrastran una fuerte deuda, como la Corporación Catalana de Radio y Televisión, que en el ejercicio de 2003 ‘engordó’ en 83 millones de euros y su deuda acumulada rozó los 800 millones de euros.


  La Radiotelevisión Valenciana no se quedaba atrás. Para 2003 se tuvo que prever una partida de 14,9 millones de euros para enjugar el lastre de la deuda acumulada –de unos 400 millones de euros entonces- y de los intereses. Para ese ejercicio, el proyecto de presupuestos de Canal 9 ascendía a 254 millones de euros, de los que la Generalitat valenciana aportaría 26.


  La radiotelevisión andaluza situaba su presupuesto en 195,9 millones de euros (un 3 % más que en 2002), de los que 129 correrían a cargo de la Junta del entonces socialista Manuel Chaves.


  En ese mismo año, Telemadrid presupuestaba obtener recursos publicitarios por 64,1 millones de euros para cubrir la mitad de sus ingresos, pero la otra mitad debería proceder del contrato-programa suscrito con la Asamblea de Madrid (63,2 millones). En conjunto, los ingresos de la autonómica madrileña ascendían a 137 millones, una cifra que, para el ente que entonces dirigía Francisco Giménez-Alemán, representaba un incremento del 4,5 % respecto a 2002.


  Pese a todo, y contando como base ese año de 2003, más saneadas estaban las cuentas del ente vasco ETB, el único que en dos décadas de funcionamiento –la autonómica más antigua de todas- no había acumulado deuda hasta ese momento. Claro, que las ‘generosas aportaciones’ del Gobierno vasco explicaban el milagro: de un presupuesto de 129 millones de euros, recibía 93 del Ejecutivo autonómico. Para ese ejercicio, los ingresos por recaudación publicitaria y venta de productos se situaron en torno a los 36 millones de euros, una cuarta parte de los gastos.


  En cualquier caso, la televisión vasca tenía garantizada una parte sustancial de sus ingresos a través del contrato-programa suscrito en noviembre de 2002, por el cual recibiría hasta 2005 un total de 417 millones de euros de los presupuestos autonómicos. Esta situación creaba una curiosa paradoja: que, si bien era la autonómica mejor saneada, en coste por ciudadano y año la televisión vasca era la más cara de todas, con 45 euros frente a los 11 de Telemadrid en 2002. En la zona media, TV3 les costaba a los catalanes 30 euros al año, pese a agrupar el mayor porcentaje de audiencia (21,3% de cuota de pantalla en noviembre de 2002.


  Para ese mismo ejercicio, la televisión gallega presentó un presupuesto consolidado de explotación y capital de 108 millones de euros (un 2,4% superior al del año anterior); pero el entonces gobierno autonómico de Manuel Fraga tendría que inyectar 81,6 millones, parte de los cuales se destinarían a paliar la deuda y reducirla de 55 a 16 millones de euros.


  Con un presupuesto de 50 millones de euros el primer año, un equipo de 300 personas y bajo la dirección de José Quílez, el de abril de 2006 inició sus emisiones la última televisión autonómica en salir por antena: Aragón Televisión. La nueva autonómica, dependiente de la Corporación de la Radio y Televisión Aragonesa, ente público que estaba dirigido por Jesús López Cabeza, surgió con la idea de una programación con contenidos externalizados. De hecho, la plantilla de la cadena la formaban sólo 26 personas, incluidos los cargos directivos. La productora CHIP -participada por Caja Inmaculada, Heraldo de Aragón, Ibercaja y Grupo Prisa-, con 110 personas, tenía encomendada la realización de hasta 2.000 horas de programación anuales, incluidos los programas estrella y un espacio juvenil.


  Los responsables del nuevo ente se habían reservado para producción propia la ficción, como en el caso del contenedor infantil, donde los muñecos estaban basados en animales de los orígenes de la comunidad -como dinosaurios y dragones-, pero lo realmente novedoso es que los informativos serían realizados por la productora Mediapro, para la que trabajaban 70 personas, mientras que Telefónica Servicios Audiovisuales empleaba a 98 técnicos. La mayoría de las caras de las noticias proceden de televisiones de otras comunidades, con una edad media de 30 años.


   


   


  El perfil de la audiencia y los programas


   


  Un análisis en profundidad de la parrilla ofrecida por las televisiones autonómicas revelaría de manera clara cómo han variado los gustos de los telespectadores a niveles regionales. En 2004, la ficción concentraba el mayor promedio de difusión (29,3 por ciento), seguida por espacios -que la agencia Sofres denomina “de miscelánea”- de contenido heterogéneo y variedad de secciones, tales como los magazines de tarde y los contenedores infantiles (20,9%). A distancia se sitúan los informativos (alrededor de 17 puntos) y los espacios de temática cultural (sobre el 13,5), mientras que géneros como deportes, concursos, musicales o show quedan prácticamente relegados a los segundos operadores de cada demarcación y no alcanzaban la cota del 10 por ciento. En definitiva, algo similar a lo que ocurría en la pública estatal y, de la misma manera, en la televisión generalista en abierto.


  En relación al perfil de las audiencias autonómicas, es curioso constatar cómo en esa etapa, sólo en ETB1, K3-33 y Punt 2, se constataba un predominio de público masculino –sobre todo al dedicar una parcela considerable de su programación a los acontecimientos deportivos-. Pero el resto de las cadenas regionales presentaba un mayor porcentaje femenino, especialmente fuerte en Canal Sur (Andalucía, con un 57,7%) y ETB2 (País Vasco, con el 56,9%).


  En cuanto a la procedencia social de sus telespectadores, era muy variada: algunas tenían escasa penetración entre las clases acomodadas (como Castilla-La Mancha Televisión, donde este segmento alcanzaba sólo el 10,3% del total de la audiencia), pero otras, como TV3 y EITV1 conseguían una representación estable. En el caso del País Vasco, Cataluña y Madrid, la mitad de su público pertenecía al estrato intermedio, una franja que disminuía ostensiblemente en el caso andaluz, cuyos telespectadores presentan de modo mayoritario una extracción social baja o media-baja (59,1%).


  Referente a la temática, se ha podido constatar cómo las autonómicas han realizado un seguidismo de las generalistas estatales en los gustos por determinados espacios, sobre todo en Telemadrid, Canal 9, Canal Sur y TV Canaria, que coprodujeron determinados formatos para hacerlos rentables en sus respectivos medios. No se trata sólo del abominable “Tómbola”, que dejó de emitirse en Telemadrid tras recibir fuertes presiones políticas y sociales, sino de otro tipo de espacios como el coproducido también por esas cadenas en colaboración con la productora andaluza ZZJ -responsable, entre otros espacios, del concurso Números rojos-, denominado “Flash back: regreso al pasado”. Presentado por Inés Ballester a partir de abril de 2002, se trataba de un bodrio-espectáculo en el que los invitados rememoraban sucesos de su vida a través de métodos hipnóticos.


  No era ésa la primera vez que las cadenas autonómicas se embarcaban en proyectos comunes como una forma de compartir gastos para reducir costes de producción. Algunos ejemplos de colaboración fueron la serie de sketches cómicos “Él y ella” (Telemadrid y Canal 9), con los actores Josep Julien y Cristina Solá; la telenovela “Arrayán” (TV Canaria y Canal Sur), y el programa de testimonios “Ésta es mi gente” (Telemadrid y ETB), que en el canal madrileño presentó Jesús Vázquez, y en el vasco, Izaro Iraeta. De todos ellos, sólo, quizá, “Tómbola” fue el más rentable, y también el que más podría entrar en el calificativo de ‘tele-basura’, lo cual confirma el seguidismo de las autonómicas hacia la programación de las generalistas con el objetivo de arrancar cuotas de audiencia. Este tipo de espacios en la parrilla autonómica casaban francamente mal con el código ético que los expertos proponían para la redefinición de la televisión pública.


  Y todo para unas audiencias que en el conjunto autonómico no han sobrepasado el 17%, como puede observarse en el siguiente cuadro extraído del Informe de la APM de 2010. En el informe se observa cómo, entre 1991 y 2009, la cuota de las autonómicas fue aumentando desde un 15,5% para estabilizarse en torno al 17% y luego descender hasta el 13,6% de 2009. Una tendencia a la baja que ha permanecido invariable.


  Algo similar ha ocurrido con TVE, tanto la 1 como la 2, donde la tendencia ha sido a la baja con la aparición de las privadas y, luego, de las locales, la TDT, de pago, etc. TVE-1 partía en 1991 con un 43,0% de audiencia, pero fue bajando año por año según se incrementaba la oferta de las privadas: 32,6% en 1992; 29,8 en 1993; 27,6 en 1994... y así sucesivamente hasta el 16,9% de 2008 y el 16,4% de 2009.
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  Cuando los políticos entran en acción


   


  En otro orden de cosas también muy ilustrativo, se hace necesario resaltar que la apertura de determinados canales autonómicos no ha estado exenta de los avatares de la lucha política. Dicho de otra manera, el enfrentamiento político a nivel estatal se trasló al ámbito autonómico también en lo relativo a la puesta en marcha de nuevas cadenas autonómicas... en su funcionamiento, organigrama, informativos, programas y control. Un ejemplo claro de esta situación es la disputa que mantuvieron en 2002 el Gobierno central, regido por el PP de José María Aznar, y el gobierno autonómico extremeño, presidido por el socialista Juan Carlos Rodríguez Ibarra.


  La polémica por Canal Sur Extremadura, producto entonces de un convenio firmado entre los Gobiernos de Andalucía –con el también socialista Manuel Chaves- y Extremadura para la puesta en marcha de una programación específica de esta última región acabó en la Audiencia Nacional. En abril de 2002, la Audiencia denegó la suspensión cautelar de los efectos del citado convenio que había sido solicitada por el Gobierno central de Aznar, si bien con anterioridad el Tribunal Superior de Justicia de Extremadura había ordenado la suspensión de las emisiones, después de que hubiera judicializado el caso el Ministerio de Ciencia y Tecnología.


  Parece muy creíble que en la polémica política desatada en este caso tuviera algo que ver el hecho de que las emisiones de Canal Sur Extremadura fuera realizada por la productora PETSA, participada por el grupo Prisa, editora del diario El País. Pocos años antes, el Gobierno de Aznar había llevado a los tribunales al presidente de Prisa, Jesús de Polanco, por el denominado ‘caso Sogecable’, y que, a la postre, acabó con la victoria de Prisa y con la carrera del juez Javier Gómez de Liaño.


  En realidad, casi todas las televisiones autonómicas, precisamente por su carácter de entes públicos y sometidos al poder político, han tenido que arrostrar en su propio seno la pelea partidista. Es decir, la repetición de un modelo en cierta forma similar al ente RTVE. Por ejemplo, en noviembre de 1995, cuando el dirigente del PP Eduardo Zaplana presidía la Generalitat valenciana, las tensiones llegaron a un punto álgido tras su decisión de mantener como jefe de recursos humanos de RTVV –el ente que gestionaba Canal Nou- a Vicente Sanz, expresidente del PP de Valencia que había sido apartado de su puesto en 1994 al difundirse una cinta en la que afirmaba que estaba en política “para forrarse” (El País, 24.09.1995).


  El caso relatado no deja de ser una cuestión política, pero ofrece una idea de cómo las malas fórmulas del Ente RTVE fueron traspasadas a los modelos territoriales. Por esas mismas fechas, la dirección del PP valenciano se vio obligada a ‘sacrificar’ a José Vicente Villaescusa, un diputado autonómico del PP que había sido nombrado jefe de informativos de Canal Nou, tras las protestas de los partidos de la oposición y de las organizaciones de periodistas, que le calificaron de “comisario político” (El País, op. cit.). Acusaciones ésas –las de ‘comisario político’- que se han repetido en prácticamente todos los entes públicos, independientemente del color político en el poder, y que refuerzan lo que más arriba señalábamos sobre la necesidad de articular un sistema de profesionalización real de los servicios públicos para evitar que se configuren como correa de transmisión del poder político de turno.


  Ahora bien, en otro orden de cosas, ¿es posible la privatización de las televisiones públicas? La posición privatizadora mantenida en 2003 por la Generalitat Valenciana con respecto a Canal Nou motivó una fuerte polémica social y política que, en julio de 2006, terminó de dirimir el Tribunal Supremo con un fallo que ratificaba una sentencia anterior de la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Valencia que anulaba la decisión del Consejo de Administración de Radio Televisión Valenciana (RTV), el 25 de marzo de 2003, de aprobar los pliegos de condiciones para la privatización del ente público. Fue un pleno tormentoso, donde los consejeros del PP salieron escoltados por la policía ante las protestas de los trabajadores (Las Provincias, 09.05.2003).


  En realidad, el acuerdo del Consejo de Administración de RTV se tomó para dar cumplimiento a otros anteriores del gobierno regional y de las Cortes Valencianas (de 12 de febrero de 2003), para proceder a la privatización parcial de la gestión del ente público, acuerdos todos ellos que fueron recurridos por la izquierda política (PSPV y Esquerra Unida-IU) y por los sindicatos (FES-UGT y Comisiones Obreras), por vulnerar supuestamente la Ley reguladora del Tercer Canal de Televisión y la Ley de creación de Radiotelevisión Valenciana.


  Pese a todo, el Consejo de Administración de RTV decidió “licitar la prestación por parte de la iniciativa privada de las siguientes actividades que, por su carácter accesorio sobre el servicio público que se presta por la Televisión Valenciana, resultan acordes con el régimen jurídico del mismo: el suministro de contenidos audiovisuales destinados a la parrilla de programación de Canal 9; el servicio de promoción e intermediación en la venta de espacios publicitarios y derechos de emisión de programas de TVV SA y el servicio de edición de los programas informativos de Canal 9 y suministro de noticias”.


  La oferta del Gobierno valenciano era tan golosa, que en el apartado de informativos llegaron a presentar ofertas Unedisa (empresa editorial del periódico El Mundo), Plataforma Audiovisual Valenciana, Pretesa (filial del Grupo Prisa, propietario del diario El País y la cadena SER) y Atlas (productora de contenidos informativos de Telecinco).


  En el apartado de programas, la concurrencia de firmas fue aún más numerosa y se presentaron seis aspirantes: Unedisa, Prisa, Plataforma Audiovisual Valenciana, Producciones 52 (responsable del programa Tómbola); la unión temporal de empresas (UTE) compuesta por ZZJ, Createle, Doblebanda 10 y Nisa, y la UTE compuesta por Abanda Media, Boca a Boca, Cartel (productora de la serie Cuéntame) Media Pro, La Boleta y Europroducciones. Para el concurso de gestión de publicidad se presentaron cuatro firmas correspondientes a Novo media, Publi9, Unedisa (El Mundo) y Argomedia.


  Como en otros casos, del campo político se pasó al judicial y el tribunal fundamentó en su momento que el ente público RTV tenía encomendada por la Generalitat Valenciana “la prestación de los servicios públicos de radiodifusión y televisión”, obligación que tendría que cumplir “con los principios de eficacia y eficiencia que son consustanciales a la gestión de los servicios públicos”, y esa encomienda no autorizaba al Consejo de Administración a privatizar la gestión de publicidad y los contenidos informativos.


  Los tribunales han venido criticando que el Consejo de Administración de RTV considerara “accesorios” los elementos de gestión que quería privatizar en materia de información, ya que respondían al mandato expresado en el artículo 20.3 de la Constitución en materia de libertad de expresión. Es obvia la importancia de este fallo como aviso a futuros intentos privatizadores de entes públicos.


   


   


  Telemadrid, un pulso al poder central


   


  Si los casos extremeño y valenciano sirven de ejemplo ilustrativo en lo relativo a las diferentes presiones políticas sobre el desarrollo y control de los medios audiovisuales públicos, el caso madrileño con La Otra –la segunda cadena de la autonómica Telemadrid- resulta igual de paradigmático: la puesta en marcha de este segundo canal en la Comunidad madrileña dio lugar a un agrio enfrentamiento entre el Ministerio de Fomento –entonces bajo el mandato ya del socialista José Montilla- y la Comunidad de Madrid –bajo la Presidencia de la popular Esperanza Aguirre-. Un enfrentamiento similar, salvando las distancias, al que mantuvo Rodríguez Ibarra con el Gobierno de Aznar, sólo que políticamente a la inversa.


  El ente público RTM, que explota la autonómica Telemadrid, cerró la cuenta de pérdidas y ganancias de 2005 con un resultado positivo de 1,9 millones de euros tras cuatro años de resultados negativos, según certificación de la empresa KPMG tras auditar sus cuentas. El Gobierno regional pudo así destacar que esos buenos resultados permitían dar estabilidad económica a una televisión pública de “calidad” para todos los madrileños al más bajo coste posible.


  Según esa auditoría, los ingresos propios obtenidos por la cadena madrileña en 2005 cubrieron el 52% de los gastos, siendo la única televisión pública que lograba ese ratio de suficiencia financiera. En ese ejercicio, las ventas se ajustaron al presupuesto y se facturó casi 6 millones de euros más en publicidad que en 2004. Aunque el share medio bajó de 14,9 a 14,4%, los ratios de ventas de publicidad tanto por punto de audiencia como por punto de ocupación publicitaria mejoraron un 12% y un 3,4% respectivamente respecto a 2004.


  En cuanto al endeudamiento de Telemadrid a finales de 2005, los datos a largo plazo fueron similares en términos reales a los de 1999 e inferiores a los de 1994 y 1995. Unos datos que permitieron al gobierno regional de Esperanza Aguirre proclamar que Telemadrid era la televisión autonómica que menos costaba a sus ciudadanos: al madrileño le supuso la cadena regional 13,5 euros al año, mientras que el coste medio de las televisiones autonómicas fue de 33,7 euros/año. En el apartado de los gastos de explotación por habitante, Telemadrid fue también la cadena autonómica que logró el dato más reducido (27,5 euros).


  En realidad, Telemadrid había renunciado a formatos audiovisuales de un coste muy elevado –en otro punto comentamos cómo el entonces director general del Ente, Francisco Jiménez Alemán, hizo caer de la parrilla el espacio de ‘telebasura’ “Tómbola”- y había impulsado un modelo de televisión basado en la información y en los contenidos cercanos a los madrileños, con una amplia oferta de espacios de actualidad, divulgativos y documentales y un entretenimiento que apostaba fundamentalmente por el cine, los concursos y los magazines diarios.


  La ‘bondad’ de los datos de explotación del ejercicio de 2005 propiciaron, en el fondo, que la presidenta regional madrileña echara un pulso al ministro de Industria con la puesta en marcha del segundo canal, La Otra, que ya emitía exclusivamente en digital desde 2001, pero que el Gobierno regional quería elevar a categoría de una auténtica segunda cadena –como en las Comunidades Autónomas con dos o más canales de televisión analógica: Cataluña, País Vasco, Andalucía y Comunidad Valenciana-.


  Así, La Otra comenzó sus emisiones en analógico y en pruebas el 15 de septiembre de 2005, sintonizando el Canal 40 y con una programación marcada por la cultura, el deporte y los espacios destinados al público infantil y juvenil. En realidad, La Otra en analógico se puso en marcha dos meses después de que el Gobierno socialista aprobara –el 29 de julio- el Plan Técnico Nacional de Televisión Digital Terrestre (TDT) y dos meses antes de que se concedieran los nuevos canales estatales de TDT, se dejara operar en abierto a Sogecable –con La Cuatro- y se concediera un nuevo canal analógico a la Sociedad Gestora de Inversiones Audiovisuales La Sexta.


  Pero la puesta en marcha de La Otra es la historia, en realidad, de una fuerte polémica entre poderes públicos. El 5 de noviembre de 2004, Telemadrid solicitó permiso al Ministerio de Industria para que La Otra -que emitía en digital desde 2001, como decimos- lo hiciera en analógico para hacerla “más rentable” dada “la escasa implantación de la TDT en los hogares”. Telemadrid recibió el 3 de agosto de 2005 una comunicación del Ministerio de Industria -fechada el 29 de julio anterior- trasladando la indicación de la Abogacía del Estado acerca de la “imposibilidad legal” de que las Comunidades Autónomas obtuvieran licencia para un segundo canal analógico, si no la tenían antes de que entrara en vigor la ley de 15 de junio de 2005 sobre medidas urgentes para el impulso de la TDT. En ese momento, el director general de Telemadrid, el periodista Manuel Soriano, aduciendo “razones jurídicas sin fundamento”, denunció que el Ministerio de Industria había “bloqueado” la emisión “gratuita y accesible” de La Otra y que Telemadrid realizaría “todos los esfuerzos jurídicos” contra esa decisión.


  Frente al informe esgrimido por el ministro Montilla, el gobierno autonómico respondió con otro informe jurídico, en el que lo más destacable era que se sentía legitimado para emitir por un segundo canal toda vez que la solicitud al ministro de Industria, Turismo y Comercio se formuló el 5 de noviembre de 2004, nueve meses antes de la aprobación de la TDT.


  El gobierno de Aguirre reconocía que, en efecto, la resolución ministerial dictada con fecha 25 de febrero de 2005, en relación con la solicitud formulada por Telemadrid, condicionaba la estimación de la petición a la conclusión del Plan Técnico Nacional de la Televisión Digital Terrestre y poder comprobar si un segundo canal analógico para el ámbito territorial de la Comunidad de Madrid obstaculizaba el desarrollo de la TDT. Pero en la citada Resolución no se formuló observación jurídica respecto al derecho de Telemadrid para la puesta en funcionamiento de un segundo canal de televisión autonómica siempre que existiera disponibilidad del espectro radioeléctrico y no obstaculizara el desarrollo del Plan Técnico Nacional de la TDT.


  Realizados los correspondientes estudios técnicos en colaboración con Retevisión, Telemadrid comprobó la existencia de disponibilidad del espectro radioeléctrico para la puesta en marcha de su segundo canal, y así lo puso de manifiesto en el Recurso de Reposición, de fecha 31 de marzo de 2005. Ante la no contestación del gobierno del Estado, el autonómico decidió ‘saltarse’ al Ministerio de Industria y poner en marcha su segundo canal.


  El Gobierno socialista recogió el guante y, en septiembre de 2005, el Ministerio de Industria prohibió a Retevisión –empresa privada- que emitiera la señal en analógico de La Otra, cuya emisión en pruebas iba a comenzar a finales de agosto de ese año. La presión no dio resultado porque La Otra consiguió emitir y el asunto se judicializó.


  Con el tiempo, el pulso con el Estado lo ganaría la Comunidad madrileña. En noviembre de 2005, el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo número 6 de Madrid desestimó la solicitud del Ministerio de Industria, Turismo y Comercio de entrar en las instalaciones del Canal de Isabel II, desde donde se emitía La Otra, con el objetivo de precintar los equipos instalados por Telemadrid. La solicitud ante el juez había sido presentada por la Abogacía del Estado el 19 de septiembre, al no haber podido ejecutar la orden de Industria de cese inmediato de las emisiones y precintado de los equipos. En julio de 2006, los tribunales impidieron por tercera vez el cierre de La Otra al desestimar el recurso de apelación interpuesto por Industria contra la denegación de acceso a las instalaciones del Canal de Isabel II, esta vez por sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Madrid.


  El caso de La Otra es paradigmático del enfrentamiento político, pero tiene una segunda vertiente que puede afectar –como es el caso- a intereses privados. En medio de esta pelea política en Madrid, dos televisiones locales ‘alegales’, la televisión del populoso barrio de Vallecas Tele K y el Canal 33 –no adjudicatarias de las licencias que otorgó la Comunidad de Madrid- comenzaron a emitir en septiembre de 2005 por el canal 40, el mismo por el que emitía La Otra, entorpeciendo las emisiones de la pública. La filosofía de los promotores de Canal 33 y de Tele K –no adjudicatarios de licencias de TDT concedidas por el gobierno regional- era que si la Comunidad emitía de forma ‘ilegal’ (refiriéndose a La Otra), las privadas podían saltarse igualmente la ley. Era la respuesta de ambos canales al expediente de cierre a 21 televisiones locales por emitir sin licencia.


  Tele K, presidida por Francisco Pérez, operaba en Madrid desde 1993 con una programación enfocada al desarrollo social, cultural y educativo del populoso barrio de Vallecas. Había venido utilizando el canal 30 del UHF, pero el 21 de septiembre de 2005 amplió su señal al 40, el mismo que invadió Telemadrid seis días antes tras expulsar de esa frecuencia a Duson TV, gestionada por un ciudadano coreano. Pérez invocó la Ley de Televisión Local, de 1995, y subrayó que Tele K tenía “mayor derecho” a utilizar una frecuencia vacante (el canal 40), al menos en los próximos meses, ya que desde el momento en que se dictara un fallo firme sobre el concurso que adjudicó las televisiones locales en Madrid, los operadores que no obtuvieron una licencia podrían seguir en el aire durante seis meses. Sobre aquel concurso, que fue resuelto por Esperanza Aguirre el 5 de agosto, pesaba un recurso de alzada y dos contencioso-administrativos, presentados por Tele K y Localia (participada por el Grupo PRISA) (El País, 22.09.2005).


  En el trasfondo de este contencioso se encontraba la petición de nulidad del concurso público de TV local digital, que culminó, como hemos señalado, el 5 de agosto de 2005 con una concesión de licencias por parte del gobierno regional con criterios políticamente distintos a los del gobierno central cuando concedió los canales digitales y analógicos nacionales.


  Gobierno central y autonómico se lanzaron entonces acusaciones mutuas de “amiguismo” y “partidismo” en el reparto de frecuencias. Así, ante el ‘asalto’ de su frecuencia, Telemadrid emitió un comunicado en el que aseguraba que “todo parece indicar que se trata de una maniobra más del ministro de Industria [José Montilla] para impedir la normalidad de las emisiones de La Otra tras el intento del cierre del pasado lunes”. La Dirección de la cadena pública recordaba el apoyo “que el secretario general del Partido Socialista de Madrid (PSM), Rafael Simancas, viene dando a esta emisora ilegal, en todas sus actuaciones contra la Comunidad de Madrid, dado que no fue adjudicataria de una televisión digital local”.


   


   


  TVG- ETB-TV3: una cooperación fallida


   


  En el entramado audiovisual autonómico, el grupo vasco EiTB (Euskal Irrati Telebista) se confirmó como el primer grupo de comunicación de Euskadi con cuatro cadenas de televisión y cinco emisoras de radio. Desde sus primeras emisiones en 1982, la actual EiTB se ha consolidado como un medio de comunicación moderno y eficaz que conecta diariamente con muchos ciudadanos, a quienes ofrece, principalmente, información cercana y entretenimiento.


  El nacimiento de Euskal Irrati Telebista se produjo a partir del 20 de mayo de 1982, fecha en la que el Parlamento autónomo aprobó por unanimidad la ley que permitía su creación, y el 23 de noviembre comenzaron las emisiones en Euskadi Irratia. ETB, por su parte, llegó a los hogares vascos el 31 de diciembre de 1982 y a partir del 16 de febrero del siguiente año se regularizaron totalmente sus emisiones. Entonces trabajaban en el centro de ETB en Iurreta alrededor de 30 personas para ofrecer una programación íntegramente en euskera.


  El 31 de mayo de 1986 nació ETB-2 para sus emisiones en castellano y luego dos canales más de carácter internacional: ETB Sat, que a partir de mayo de 2001 se podía recibir en abierto a través del satélite ASTRA en 87 millones de hogares en Europa y en España a través de la plataforma Digital +. La cuarta cadena de televisión del grupo EiTB fue Canal Vasco, un medio específicamente pensado para América, que llegaba, principalmente, a los televidentes a través de empresas de cable y DTH americanos, y a todo el mundo a través de internet, gracias a la empresa canadiense JumpTV, que comercializaba señales de televisión por internet desde Montreal.


  El grupo EiTB contaba, además, con cinco emisoras de radio que superaban los 300.000 oyentes diarios: Euskadi Irratia, Radio Euskadi, Radio Vitoria, Euskadi Gaztea y Radio EiTB Irratia. Esta última comenzó su andadura en junio de 2001 y ofrecía principalmente música y eventos culturales de interés general.


  El primer canal de la autonómica vasca, ETB-1, equilibró su oferta con todo tipo de programas: desde magazines, entrevistas, teleseries y cine en euskera hasta documentales, si bien dedicó especial atención al bloque de programación infantil y juvenil. El deporte en todas sus modalidades, fútbol, pelota, baloncesto, ciclismo, boxeo o rural fue otra de las grandes apuestas de ETB-1. Además, debido al carácter de servicio público del canal, los espacios informativos tuvieron un peso específico en la programación. ETB-1 completaba su oferta de televisión en euskera emitiendo las 24 horas del día.


  El segundo canal, ETB-2, fue el encargado de ofrecer la programación en castellano. Al igual que ETB-1, la información constituyó uno de sus grandes pilares, con más de cuatro horas diarias dedicadas a temas de actualidad. Además de los informativos diarios, ETB-2 ofrecía informativos especiales y semanalmente una decena de programas especializados en diferentes ámbitos.


  ETB Sat (Euskadi TV) era la oferta de la radiotelevisión pública vasca para los televidentes europeos. Su programación resumía los contenidos de los canales ETB-1 (en lengua vasca) y ETB-2 (en castellano). Desde mayo de 2001, gracias al acuerdo entre Canal Satélite Digital (entonces del grupo Prisa) y EiTB, ETB Sat se podía recibir en abierto en Europa a través del satélite ASTRA y en España a través de la plataforma Digital +. La programación de ETB Sat, que se empezó a emitir ininterrumpidamente durante las 24 horas del día, era generalista, pegada a la realidad vasca.


  La última oferta de la EiTB la constituyó el Canal Vasco, proyectado al mundo americano. Su programación, en castellano y euskera subtitulado, era generalista y dirigida a un público más amplio que el que se reconocía como de origen o simpatía vasca. Constituían los tres grandes ejes de su programación el informativo -tres grandes noticieros por día-, el deportivo y el cultural-recreativo. La señal del Canal Vasco llegó a América a través de Hispasat.


  En el caso catalán, Televisió de Catalunya (TVC), la televisión pública de la Generalitat, inició las emisiones de TDT en fase de prueba en 1998, desde la barcelonesa torre de Collserola. La emisión regular, sin embargo, no llegó hasta mayo de 2002. El múltiplex de la televisión pública catalana comprendía las tres cadenas analógicas más una de prueba. Las analógicas eran: TV3, la más antigua, que durante mucho tiempo mantuvo la hegemonía de la audiencia en Cataluña; 33/K3, con programación infantil, deportiva y cultura, similar a La 2 de TVE, y 3/34, un canal de noticias de emisión ininterrumpida.


  La Generalitat estuvo negociando con el gobierno central una segunda frecuencia digital para Televisió de Catalunya y para las cadenas de la llamada Euroregión (Comunidad Valenciana, Baleares y Languedoc-Rosellón) tenía previsto otro.


  Las llamadas ‘comunidades históricas’ –Euskadi, Galicia y Cataluña, sobre todo- pusieron un especial énfasis en el ámbito internacional, donde el peso de la política no ha sido ajeno a los avatares de esas cadenas autonómicas. Cabe recordar la experiencia puesta en marcha por ETB (País Vasco), TV-3 (Cataluña) y TVG (Galicia) para la creación de Galeusca, el canal de televisión por satélite que emitió a los países americanos programas autonómicos desde 1996 –año de su puesta en funcionamiento- hasta septiembre de 1998, fecha en la que dejó de emitir por acuerdo de las tres autonómicas.


  A partir de 1998, ETB y TV-3 iniciaron de forma independiente sus emisiones por satélite dirigidas a las mismas áreas geográficas que Galeusca: TV-3 comenzó las emisiones de TVC-Internacional para América (11 de septiembre de 1998) utilizando el satélite Hispasat –con acuerdo con TVE y Televisió de Catalunya-; la televisión vasca creó el ya comentado canal ETB sat.


   


   


  Navarra y Canarias, anverso y reverso de la moneda


   


  Dos casos curiosos fueron la lucha por las televisiones autonómicas en Navarra y en Canarias, cuyas concesiones finales provocaron un enfrentamiento con el Ministerio de Fomento (1998), acompañado de una gran polémica. En diciembre de 1998, el gobierno de Navarra y el Ministerio de Fomento permitieron que una televisión local privada de Pamplona emitiera su programación con carácter autonómico para toda la Comunidad Foral. Era una práctica no acorde con la ley reguladora del Tercer Canal de Televisión, y que provocó la apertura de un acta de infracción por parte de Fomento, que no fue acompañada de acción judicial. Se trataba de un caso diametralmente opuesto al de Canarias, donde Fomento había intentado parar judicialmente un concurso para adjudicar la programación del canal autonómico.


  Para convertirse en la televisión de Navarra, la empresa privada propietaria de Canal 4 contó con la permisividad del gobierno foral, en manos de UPN-PP, en varios de cuyos terrenos e infraestructuras Canal 4 había instalado equipos técnicos para ampliar la difusión de su programación, que era vista no sólo en Navarra, sino en diez localidades de La Rioja y dieciocho de Aragón. La empresa Telecuatro Televisión Cuatrovientos, SL, propietaria de Canal 4 –cuyo director general era el periodista Joaquín Echenique-, difundía su programación desde el 7 de julio de 1998 para la práctica totalidad del territorio (a excepción de la zona norte de Navarra) a través del canal 26 de la banda de VHF, que era precisamente el asignado por Fomento a Navarra como canal autonómico.


  Los contenidos y el alcance territorial de Canal 4 se daban incluso públicamente a través de la página web que Canal 4 poseía en Internet, donde sus responsables lo presentaban como “la televisión de Navarra”. La Comunidad Foral nunca había tenido una televisión autonómica propia, aunque años atrás se había constituido el ente público Radiotelevisión Navarra (RTVN).


  La empresa Telecuatro Televisión Cuatrovientos, SL se inscribió en el Registro Mercantil de Navarra el 4 de mayo de 1993, con un capital social inicial suscrito y desembolsado de un millón de pesetas. El accionariado original sufrió sustanciales transformaciones y en 1998, año de la concesión, estaba configurado en su mayor parte por empresarios navarros, algunos de ellos afines a Unión del Pueblo Navarro (UPN), el partido que gobernaba en la comunidad en un pacto con el PP. Sus emisiones con el nombre de Canal 4 comenzaron en marzo de 1997.


  Para convertirse de hecho en emisora autonómica, Canal 4 había contratado los servicios de una empresa gallega especializada, Egatel, que instaló la infraestructura técnica necesaria en la cima del monte Higa de Monreal, ubicado a 20 kilómetros de Pamplona, y desde el cual se domina gran parte del territorio de la comunidad. Los postes y equipamientos existentes en la Higa eran propiedad de Retevisión, con la que se había contratado el mantenimiento de la emisora. Además, Canal 4 aprovechaba terrenos e instalaciones de la red de telecomunicaciones propiedad del Gobierno de Navarra.


  El firme apoyo del gobierno regional de UPN-PP a la expansión de Canal 4 se explicaba entonces como un intento del ejecutivo navarro para contrarrestar el creciente trabajo informativo de la televisión vasca (ETB) en la comunidad foral. Esta última había reforzado sus equipos redaccionales y técnicos en Pamplona, lo que le había permitido iniciar una desconexión específica de contenido informativo navarro de media hora diaria de duración.


  Respecto al archipiélago canario, tras fuertes encontronazos entre el Gobierno del Estado y el autonómico, el 19 de octubre de 1999 comenzó a emitir su programación completa la Televisión Autonómica de Canarias (TVA). La polémica volvió a estallar porque Coalición Canaria (CC), formación gobernante en las islas, concedió la producción -informativos incluidos- a una empresa privada en la que participaba el Grupo Prisa (40%) y diversas sociedades canarias. Esa ‘privatización real’ sembró una polémica de trascendencia nacional.


  Tras las elecciones del 13 de junio de 1999, uno de los primeros actos de Román Rodríguez (CC) como nuevo presidente de la Comunidad de Canarias fue el de inaugurar la TVA. Terminaba así una aventura que había comenzado con el intento del anterior presidente canario, Manuel Antonio Hermoso (CC), de crear una televisión autonómica para las islas y que había causado conflictos reiterados con el Ministerio de Fomento, con las televisiones locales, con algún medio de comunicación canario –como el diario La Gaceta de Canarias- y con el sindicato UGT.


  Ya en el verano de 1998, la concesión de la licencia de emisión de la TVA por parte de Fomento enfrentó a los dos socios del Gobierno insular, CC y PP. El ente público Radio Televisión Canaria (RTVC) abrió un concurso para encargar la producción y el suministro de programas a una empresa aparte y el 4 de agosto de 1998 el Estado interpuso un recurso ante el Tribunal Superior de Justicia canario contra ese concurso, por considerar que podía producir daños y perjuicios de difícil reparación, al invadirse una competencia sobre un servicio público de titularidad estatal. El recurso fue admitido a trámite y los diputados de CC José Carlos Mauricio y Paulino Rivero tuvieron que acudir personalmente al ministro Rafael Arias-Salgada para que les concediese la licencia de emisión.


  Una vez conseguida la licencia (23.12.1998), los planes del partido canario para la adjudicación de los servicios de producción y suministro de programas a otra empresa siguieron su camino. Al concurso acudieron dos grupos de bien diferente afinidad política: Sogecable -perteneciente al Grupo Prisa- y la mexicana Televisa -socia de Telefónica en Vía Digital- además de Radio Televisión Islas Canarias (RTVC) y 1998 Telecanarias, integradas ambas por empresarios insulares.


  La adjudicataria resultó ser la Productora Canaria de Televisión, SA, que agrupaba a Sogecable (40%) y a un conjunto de empresas insulares que integraban Visión Canaria (60%). Los votos del director del ente, Jorge Bethencourt, y de los consejeros de CC y PSOE fueron decisivos para la adjudicación. La actuación del PSOE sorprendió a los miembros del PP en el Consejo de Administración del ente público, que acudieron a los tribunales con el fin de impugnar la votación al entender que la licencia obtenida sólo permitía la adjudicación de la autonómica a empresas de titularidad pública y no a un operador privado.


  Pese a las polémicas con el Ministerio de Fomento, Coalición Canaria había atado bien los cabos políticos en lo que respecta a la TVA. Por ejemplo, en 1996 PP y CC habían pactado los nombramientos de los máximos responsables de la TVE en Canarias y la futura televisión autonómica. Gracias a este pacto, a CC le correspondía elegir al director de Televisión Española (TVE) en las islas. El primer paso de Coalición Canaria hacia la toma de control de la cadena autonómica fue cambiar el citado pacto para poder asignar al que sería su director autonómico. De esta forma, el hombre de CC en la TVA, Jorge Bethencourt, sería designado como director del ente público Radio Televisión Canaria (RTVC), antes incluso de que ésta se hubiera constituido. La jugada resultaría perfecta, como hemos visto a la hora de votar la concesión de la producción a la empresa vinculada a Sogecable.


  Posteriormente, el Tribunal Supremo declaró el derecho de Radiotelevisión Canaria (RTVC) a explotar dos programas dentro del canal digital terrestre (mayo de 2001). Así lo determinó en una sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo que daba la razón al ente público canario y anulaba la denegación, por silencio administrativo, de la solicitud formulada al gobierno para la explotación, en régimen de gestión directa, de dos programas del canal múltiple para el ámbito de Canarias.


  Según el Supremo, cada una de las entidades públicas que explotaban el tercer canal de televisión, de cobertura autonómica, accedería a dos programas dentro de un canal múltiple digital de la misma cobertura. Recordaba que el Consejo de Ministros (11 de junio de 1999) autorizó la explotación de estos dos programas a los entes autonómicos de Galicia, Madrid, Andalucía, País Vasco, Valencia y Cataluña.


   


   


  Crece la familia televisiva autonómica


   


  En 2005, se produce el lanzamiento de cinco nuevas emisoras de ámbito regional en las comunidades de Aragón, Baleares, Extremadura, Asturias y Murcia, cinco canales públicos a sumar a los ocho que en esos momentos integraban la Federación de Organismos de Radio y Televisión Autonómicos (FORTA), que en 2004 consiguió una audiencia del 17,7%. Cada una de las cinco emisoras de radio y cadenas de televisión autonómicas que ese año salieron al aire atravesaban por una fase de desarrollo diferente. Baleares y Aragón eran las más avanzadas: al frente del consorcio balear estaba la periodista María Umbert, exjefa del gabinete técnico del presidente regional, Jaume Matas (del PP), mientras que el economista Jesús López Cabeza, exsubdirector del Instituto Aragonés de Fomento (del PSOE), fue designado en diciembre de 2004 director general de la corporación audiovisual aragonesa con el visto bueno de todos los grupos políticos representados en el Parlamento regional.


  Más atrasada iba Asturias, que en enero de 2005 nombraba al periodista José Ramón Pérez Ornia (Asturias, 1946) como director general del ente público de Comunicación del Principado, que iba a englobar la futura televisión y radio autonómicas y un diario electrónico. El Principado pretendía que la televisión autonómica arrancara sus emisiones a lo largo de 2005, con un modelo caracterizado por la austeridad, con un coste anual de 15 millones de euros.


  Más modesto era el presupuesto de la televisión murciana, que en 2005 contaba con sólo cinco millones de euros. Extremadura, por su parte, recibió autorización para desarrollar su propia radio y televisión el 12 de marzo de 2004, dos días antes de las elecciones generales.


   


   


   



    


  CAPÍTULO 3


   


  LAS CADENAS PRIVADAS ROMPEN EL MONOPOLIO DE TVE


   


   


  La historia de los diversos intentos de poner en marcha la televisión privada en España se remonta a julio de 1981, cuatro meses después del intento de golpe de Estado del 23-F, cuando el gobierno de Unión de Centro Democrático (UCD) de Leopoldo Calvo-Sotelo estudió un anteproyecto de ley redactado por el ministro de la Presidencia, Pío Cabanillas. En ese documento se establecía que las autorizaciones para la gestión por empresas privadas del servicio público de televisión se realizarían previa convocatoria pública acordada en Consejo de Ministros. El proyecto de decreto, de veintitrés artículos, promulgaba el régimen correspondiente a la gestión indirecta de los “servicios públicos esenciales” de la radiodifusión y la televisión. Las autorizaciones de emisoras se concederían por un plazo mínimo de cinco años y en el texto se regulaba el derecho de réplica.


  No estaba aún decidido si la norma de autorización sería por un decreto-ley, ya que las disensiones en el gobierno de UCD eran paralelas a las que existían en la oposición respecto a una cuestión tan compleja e, incluso, el ministro de Justicia, Francisco Fernández Ordóñez, defendió la vía parlamentaria para el proyecto, por lo que el anteproyecto no fue aprobado por el gobierno. Sobre ese punto, en septiembre se conoció un dictamen del Consejo de Estado dando la razón a los que pedían una regulación de la televisión privada por decreto; en diciembre, el nuevo ministro de la Presidencia, Matías Rodríguez Inciarte, insistió en el proyecto de Cabanillas, que el gobierno de Calvo-Sotelo volvió a rechazar.


  La presión empresarial y mediática era muy fuerte, y en septiembre de 1981 se conoció que habían sido solicitadas de forma oficial 28 emisoras de televisión privada de cobertura nacional, regional y local por distintos grupos, ligados casi todos ellos a personas o empresas relacionadas con el mundo de la comunicación. La empresa Promotora de Emisoras, Sociedad Anónima (Presa), filial de Prisa, editora del diario El País, por ejemplo, cursó una solicitud para dos centros: uno en Madrid y otro en Barcelona.


  Otros solicitantes fueron la Sociedad Española de Radiodifusión (SER), que promovía la cadena Teleser, dirigida por Joaquín Peláez; Antena 3, presidida por el catedrático Rafael Jiménez de Parga y cuyo director general era Manuel Martín Ferrand, formada por un grupo de empresas editoras de La Vanguardia, Abc y el Grupo Z, además de la agencia Europa Press; Tele 80, dirigida por Luis Ángel de la Viuda y formada por Editorial Católica, editora del diario Ya, y diversos periódicos de provincias; Teleunión, integrada por una treintena de profesionales de Radiotelevisión Española que pretendían producir programas para venderlos a otras emisoras y emitir su propia programación; Telecolor, que contaba entre sus promotores con importantes empresarios valencianos y un profesional del medio, José Palau, agrupados en torno a Sistemas Independientes de Comunicación S.A., y Radiotelevisión 16, del Grupo 16, que había solicitado la concesión de cinco emisoras de televisión privada. Anteriormente, dos cadenas privadas habían sido solicitadas por Televisión Independiente, presidida por la financiera de Alejandro Muns, y Tele Cuatro, en la que participaban las editoras de las revistas Semana, Lecturas, Hola y Diez Minutos.


  El proyecto más audaz era el de RTV-16, sociedad constituida por 25 personas físicas y tres jurídicas, repartidas las acciones en el 45% a nombre de Información y Publicaciones (Impulsa), 25% a Información y Revistas (Inrevisa), 25% a Información y prensa (Inpresa), y el 5% restante, a nombre de los 16 accionistas y los directores y subdirectores de las publicaciones Diario 16, Cambio 16 e Historia 16. El consejo de administración estaba presidido por Juan Tomás de Salas, con Alejandro Muñoz Alonso de secretario y con Iñaki Gabilondo de vocal, a quien se pretendía nombrar director general de la nueva sociedad. Sus planes iban tan avanzados, que la televisión privada del Grupo 16 decía estar en condiciones de empezar a emitir a partir de enero de 1982, y en radio a partir de septiembre de 1981.


  En marzo de 1982, el Tribunal Constitucional resolvía el recurso de amparo interpuesto por el catedrático y abogado Manuel Jiménez de Parga, en representación de Antena 3, la sociedad que presidía su hermano, Rafael Jiménez de Parga, sentenciando que las televisiones privadas eran compatibles con el orden que la Constitución establece. Esa resolución daba vía libre a la televisión privada en España, de acuerdo con el artículo 20 de la Constitución, que reconoce la libertad de información, y con el artículo 38 del mismo conjunto legal, en el que se consagra la libertad de empresa. Para poner en marcha la televisión privada era preciso, sin embargo, que el Gobierno sancionara el plan técnico que, preparado por ingenieros del Ente Público RTVE y de la Secretaría Técnica de Régimen Jurídico de Radiodifusión y Televisión, recogía aspectos relativos a la potencia de las emisoras, bandas y emplazamientos.


  Antena 3, SA, fue la primera empresa peticionaria de un canal privado de televisión: solicitó la correspondiente petición ante el Ministerio de Cultura en diciembre de 1980, pero, transcurridos los plazos legales sin respuesta, inició los trámites previos a la demanda de amparo ante el Tribunal Constitucional, recurso que dicho tribunal declaró admitido en octubre de 1981 y sentenciado a finales de marzo de 1982, como hemos señalado.


  Con esa sentencia del Constitucional, en abril de 1982 el Consejo de Ministros acordó enviar a las Cortes una ley ordinaria para regular la gestión indirecta del servicio público de la radiodifusión y televisión, que establecía las condiciones para otorgar las concesiones de televisión privada. La decisión del Gobierno fue acogida con alborozo por directores y promotores de diferentes emisoras privadas de televisión pendientes de concesiones, pero la disolución anticipada de las Cortes Generales –en agosto de ese año, motivada por la ruptura de UCD, partido que sustentaba al gobierno de Calvo-Sotelo- impidió su tramitación parlamentaria.


  Sin embargo, las expectativas se habían levantado en todo el territorio nacional. En Galicia, por ejemplo, con un capital inicial de cuarenta millones de pesetas, en agosto de 1982 quedaba constituida una nueva sociedad dedicada a la promoción de actividades relacionadas con los medios de comunicación en la región gallega: Ondas Galicia, que pretendía instalar una red de emisoras de radio gallegas de FM y crear la cobertura para un futuro proyecto de televisión privada en esa comunidad autónoma. Con sede en Orense, la integraban la Cadena SER y sus emisoras en Pontevedra, Orense, Vigo, La Coruña y Lugo; los periódicos La Región, de Orense; El Progreso, de Lugo, y el Faro de Vigo, y otros empresarios particulares vinculados al mundo de la información gallega. El presidente del consejo de administración era José Luis Outeiriño Rodríguez, a su vez consejero delegado del diario orensano La Región, y como vicepresidente aparecía Eugenio Fontán, director general de la Cadena SER.


  Durante la campaña electoral, el entonces líder de la oposición y quien barrería en las urnas el 28 de octubre de 1982, el socialista Felipe González, se comprometió a establecer la televisión privada en España si llegaba a la Presidencia del Gobierno. Pero las fuertes tensiones políticas y empresariales para regular ese espacio retrasaron sine die los planes socialistas. Incluso, el pleno del Congreso de los Diputados rechazó en mayo de 1984, con la mayoría socialista, una proposición de la Alianza Popular de Manuel Fraga –luego Partido Popular- para regular la televisión privada. El Grupo Parlamentario Socialista argumentó entonces que el Gobierno presentaría a no tardar mucho un proyecto de ley.


  Los trabajos gubernamentales, sin embargo, caminaron a ralentí. No sería hasta febrero de 1985 cuando el Gobierno de Felipe González solicitara informes sobre televisión privada a las asociaciones de editores de diarios, revistas y empresas de radiodifusión. En octubre de ese año, el presidente del Gobierno y el jefe de la oposición, Manuel Fraga, alcanzaron un acuerdo para proceder a la reforma del estatuto de RTVE y buscar el consenso respecto a la regulación de la televisión privada.


  Finalmente, la creación de la televisión privada en España fue autorizada por el Consejo de Ministros del 4 de abril de 1986, a través de un anteproyecto de ley por el que se permitía la creación de tres canales de televisión por diez años renovables y revocables en el caso de que se les imputara sanción máxima. En los tres canales coexistirán emisiones nacionales y regionales. La consideración que ese proyecto mereció a los principales partidos políticos fue negativa, excepción hecha por el Partido Nacionalista Vasco (PNV) y del PSOE. Los partidos de la derecha y el centro estimaron que era intervencionista y temeroso de la libertad. El Partido Comunista de España consideró que favorecía el proceso de concentración de los medios informativos en manos privadas. Y hasta las empresas interesadas consideraron insuficientes los tres canales que propiciaba el proyecto del Gobierno. A pesar de ello, unos y otros lo dieron por suficiente como base de inicio de discusión.


  Paralelamente, el 28 de julio de 1986 el Tribunal Constitucional eludía pronunciarse sobre la constitucionalidad del artículo 1.2 del Estatuto de RTVE, que señalaba que la Radio y la TV eran servicios públicos cuya titularidad correspondía al Estado, y sobre si atentaba o no contra el articulo 20.l de la Constitución que consagra el derecho a la libertad de expresión “mediante la palabra, el escrito o cualquier otro medio de reproducción” y el derecho a comunicar o recibir libremente información veraz por cualquier medio de difusión. El Tribunal señaló, sin embargo, que “la declaración de la actividad de la radiodifusión -y la televisión- como servicio público no supone, por si sola, un obstáculo insalvable para la gestión por los particulares de esa actividad”.


  En esos momentos, seis consorcios estaban a la espera de la concesión de los tres canales de televisión privada autorizados por el Gobierno. Eran los siguientes:


   


  - Tevisa, Televisión Independiente, SA, que agrupaba a La Vanguardia, de Barcelona; Actualidad Económica, de Madrid; El Correo Español-El Pueblo Vasco; de Bilbao; Diario Vasco, de San Sebastián; La Voz de Galicia; El Heraldo de Aragón; Diario de Navarra; Última Hora, de Palma de Mallorca, Diario de Cádiz; Diario de Jerez; Diario Montañés, de Santander; Las Provincias, de Valencia; El Norte de Castilla, de Valladolid, y El Diario de Burgos, junto a las cadenas de Radio Antena-3 y Radio-80, Radio Heraldo y la Editorial Espasa-Calpe. Esta sociedad estaba presidida por el director de La Vanguardia, Javier de Godó y Muntañola.


  - Univisión. Empresa promovida por el Grupo Z, que comprendía las publicaciones Interviú, Tiempo, El Periódico de Catalunya y siete revistas más, además de la agencia OTR Press. El proyecto Univisión requería una inversión de entre 10.000 y 15.000 millones de pesetas y preveía la programación de doce horas diarias de emisión.


  - Grupo 16. El grupo editorial formado por las revistas Cambio 16, Motor 16 e Historia 16, por el rotativo Diario 16 y por la cadena Radio Minuto Cadena-16. Este grupo solicitó la concesión de una cadena de ámbito nacional.


  - SOGETEL. Sociedad que tenía como accionistas principales a la cadena SER de emisoras y Prisa, editora del diario El País, con el 20 por ciento cada una, más de un 10 por ciento para la empresa del Diario de Mallorca, que contaba con el respaldo financiero de Banca March.


  - Canal 7. Sociedad compuesta por Prensa Española, editora del diario ABC, y las productoras de cine Ízaro Films y José Frade, así como la empresa Televisión Independiente (Tevisa). Estaba presidida por el editor de ABC, Guillermo Luca de Tena.


  - Tele 4. Agrupaba a las editoras de las revistas Semana, Lecturas, Hola y Diez Minutos.


   


  La polémica y las expectativas eran grandes, como vemos, pero dos semanas después de la aprobación del proyecto, el gobierno de Felipe González anunciaba la disolución de las Cámaras legislativas y la convocatoria de elecciones para junio de ese mismo año de 1986. El anteproyecto, por tanto, decayó sin llegar a pasar por las Cortes Generales.


   


   


  El Gobierno rompe el monopolio televisivo


   


  En las elecciones generales de 1986 Felipe González revalidó mayoría absoluta, inaugurando la III Legislatura. Tras dos años de tumultuosa tramitación parlamentaria, en 1988 se aprobó la ley sobre televisión privada, pero no sería hasta prácticamente el final de ese mandato, el 25 de agosto de 1989, cuando el Gobierno socialista rompiera el monopolio audiovisual mantenido por Televisión Española durante 33 años con la adjudicación de los tres canales de televisión privada prometidos, que recayeron en las sociedades Antena 3, Canal Plus y Telecinco. La portavoz del Gobierno, Rosa Conde, que anunció las adjudicaciones después de la reunión del Consejo de Ministros que abría el nuevo curso político, destacó que la decisión “dura y difícil” fue adoptada por unanimidad (El País, 26.08.1989). Los nuevos canales deberían comenzar a emitir antes del 25 de marzo de 1990, aunque la red pública Retevisión les permitiría hacerlo a partir de diciembre de 1989.


  La decisión gubernamental dejó fuera a Antonio Asensio, presidente de Univisión Canal 1, la oferta rechazada junto a la de Canal C, promovido por 25 empresarios catalanes y con Josep María Forn como portavoz. Asensio anunció que recurriría “ante todas las instancias posibles”.


  El Grupo Zeta emitió un durísimo comunicado en el que propio Asensio indicaba que un día antes de la reunión del Consejo de Ministros para decidir las concesiones “la ministra portavoz del Gobierno me transmitió la oferta de integrarme con un porcentaje en la candidatura de Telecinco, sugerencia que rechacé tajantemente en consideración a los socios nacionales e internacionales del proyecto”. Asensio insistió en que su grupo descartaba cualquier posibilidad futura de integrarse en alguno de los grupos concesionarios y concretó que la ministra sólo le había ofrecido la posibilidad de integrarse en Telecinco. Asensio anunció también que en el recurso contra la decisión del Gobierno solicitarían que se suspendiera la concesión de los canales mientras no resolvieran los tribunales, y que pedirían daños y perjuicios.


  El comunicado de Grupo Zeta consideraba que “el Gobierno ha cometido una ilegalidad jurídica y una arbitrariedad política, al dejarse llevar en su decisión por intereses particulares de dudosa moralidad de algunos ministros y de sus poderosos amigos, y por intereses económicos y estratégicos partidistas, no por inconfesables menos ciertos” (El País, 26.08.1989).


  Jesús de Polanco, presidente de Prisa y de Canal Plus, ya anticipó ese mismo día que su cadena consistirá en un servicio a la carta dirigido a la familia española y complementario de las demás existentes. El proyecto de Canal Plus se sustentaba sobre la participación, además de Prisa (un 25%) y Canal Plus de Francia (otro 25%), del Banco Bilbao Vizcaya (15%), Grupo March (15%), Cajamadrid (5%), Bankinter (5%), Grucycsa (5%) y Eventos (5%). Entre todos habían aportado un capital de 1.000 millones de pesetas para acudir al concurso. Ese capital se ampliaría hasta 10.000 millones de pesetas de la época para la puesta en marcha, y posteriormente habría una segunda ampliación de otros 10.000 millones de pesetas según el compromiso adquirido por los socios. El Consejo de Administración de Canal Plus estaba integrado en sus inicios por Jesús de Polanco, presidente; Juan Luis Cebrián y Marc Tessier, consejeros delegados, y como consejeros figuraban Alberto Alcocer, Ignacio Bayón, Ángel Diez de Ulzurrun, Ricardo Luis Egea, José María García Alonso, Pierre Lescure, Antonio López Fernández, Gregorio Marañón y Bertrán de Lis, Carlos March, Ramón Mendoza, Francisco Pérez González, Leopoldo Rodes, André Rousselet, Rafael Suárez de Lezo y Pablo Vallbona.


  Por su parte, Antena 3 de Televisión ofrecería “un producto diferente, con una creatividad muy a la española”, dirigido a un público familiar, según Javier de Godó, presidente del Consejo de Administración del nuevo canal, que contaba con Rafael Jiménez de Parga como vicepresidente del Consejo, y con el periodista Manuel Martín Ferrand como consejero-director general. El nuevo canal no sería de pago, como Canal +, opción en la que Godó no creía como alternativa válida para España, entre otras razones “porque el espectador tiene cinco o seis canales gratuitos para elegir y porque el canal de pago tiene que hacerlo muy bien”.


  Antena 3 contaba con un capital social de 10.000 millones de pesetas y preveía 6.800 millones de inversión para el primer año, destinada a equipamiento y a los estudios. La sociedad no admitiría participación de los aspirantes a los que no se les había concedido la licencia. El capital de la sociedad era español en un 80%: un 25% pertenecía a La Vanguardia y Antena 3 de Radio y un 10% era propiedad de trabajadores de estas empresas. Prensa Española, editora del diario ABC, participaba en Antena 3 de Radio. Un 10% más se repartía entre 16 publicaciones diarias y semanales y un 35% entre industrias españolas, entre ellas, Lladró, Zara y Unipapel. El 20% de capital extranjero era aportado por propiedades financieras internacionales, como Rothschild (Francia) o Fidelity International (Estados Unidos).


  Miguel Durán, director general de la ONCE -organización que poseía el 25% de Gestevisión-Telecinco, porcentaje similar a Ediciones Anaya y a Fininvest, la sociedad del italiano Silvio Berlusconi-, insistió en que su canal tendría un carácter social y negó categóricamente desde el inicio cualquier contacto o mediación para integrar al Grupo Zeta en Telecinco. Gestevisión invertiría en su proyecto 60.000 millones de pesetas en cinco años. La sociedad fue promovida por el Grupo Anaya, que tenía un 25% del capital. Los otros dos socios eran la ONCE, con otro 25%, y Fininvest, de Silvio Berlusconi, con la misma inversión inicial. El empresario Juan Fernández Montreal (Chocolates Trapa) participaba con otro 15%. El 10% restante lo ostentaba el industrial Ángel Medrano y otros empresarios extremeños.


   


   


  Televisión privada, pero después de las elecciones


   


  Lo realmente curioso de todo este asunto es que, como ocurriría en otros centros de poder –por ejemplo, en la autonomía gallega regida por Manuel Fraga, que concedió licencias cuando había perdido las elecciones y tenía que dejar la Presidencia de la Xunta-, la decisión de conceder los tres canales de televisión analógica privada se adoptó el mismo día en que el gobierno de Felipe González decidía anticipar la convocatoria de elecciones generales. Efectivamente, en ese mismo Consejo de Ministros, Felipe González se decantaba por anticipar las elecciones legislativas al domingo 29 de octubre de 1989, y así lo comunicaría al Consejo de Ministros del 1 de septiembre.


  Era un dato que no pasó desapercibido para nadie. Bajo el título “El final de un monopolio”, así se expresaba el editorial de El País (26.06.1989) al día siguiente de la concesión de las licencias y de la noticia de la anticipación electoral (26.08.1989):


  “El final del monopolio público televisivo en España comenzó ayer: el Consejo de Ministros decidió los nombres de los concesionarios de las tres nuevas redes privadas. Antena 3, Telecinco y Canal Plus tienen la obligación de emitir a pleno rendimiento, todo lo más, dentro de siete meses. Pero tampoco en esta ocasión se celebrarán unas elecciones generales bajo el signo de la pluralidad televisiva. Los agraciados por la decisión gubernamental -entre los que se encuentra una empresa, Canal Plus, participada al 25% por la sociedad editora de El País- han mostrado su satisfacción, como es lógico”.


  En ese mismo editorial, el periódico de Jesús Polanco admitía que el marco legal era muy restrictivo:


  “Los excluidos se sienten, también lógicamente, defraudados. Y uno de ellos, Univisión -participada al 25% por el grupo de prensa Zeta-, ha anunciado recursos contra la decisión gubernamental. Por encima del agrado de unos y el disgusto de otros, lo cierto es que todos se han visto abocados a competir en un marco legal restrictivo y que constituye una carrera de obstáculos para los aspirantes, primero, y para los que han obtenido la concesión, después: reducción a no más de tres canales privados; concesión por plazo determinado -10 años- de la utilización de una red que sigue siendo gestionada por el Gobierno; límites a la participación del capital; fijación de cuotas para la emisión de producciones extranjeras; determinación de los espacios destinados a la publicidad; obligatoriedad de emitir para una determinada extensión territorial con el objeto de impedir la formación de televisiones locales o regionales, etcétera. Con el agravante de que, además, permanecen dos varas de medir; la televisión pública, que es tan comercial o más que la privada, y que se nutre también de los Presupuestos del Estado o de las comunidades autónomas, sigue estando regida por una legislación distinta en la que no se establecen las mismas limitaciones (...)”.


  Más de diez años después, esas concesiones fueron objeto de renovación por el “Acuerdo del Consejo de Ministros de 10 de marzo de 2000, sobre renovación a las sociedades Antena 3 de Televisión, Sociedad Anónima, Gestevisión Telecinco, Sociedad Anónima y Sogecable, Sociedad Anónima, de las concesiones para la prestación, en régimen de gestión indirecta, del servicio público de televisión”. En ese Acuerdo, adicionalmente a la citada renovación de las concesiones, se recogieron como condiciones añadidas, entre otras, la obligación de emitir empleando la tecnología digital en un plazo no superior a dos años desde la renovación.


  A lo largo de los años, los tres canales privados han pasado por diversos avatares, como importantes cambios accionariales, que provocaron pequeños terremotos en el sector –en el caso de Antena 3-, o procesos sumariales abiertos en la Audiencia Nacional, en el caso de Tele 5. Por lo que respecta a Canal +, la concesión por el Gobierno socialista de poder emitir en abierto –creación y puesta en funcionamiento de Cuatro-, determinó la inclusión del canal de pago de Prisa en la oferta de Digital +.


   


   


   



  CAPÍTULO 4


   


  LAS TELEVISIONES LOCALES: UN ENTRAMADO MEDIÁTICO, POLÍTICO Y EMPRESARIAL


   


   


  Si el mapa audiovisual español era exageradamente simple en los inicios de la transición política, la ausencia de un verdadero desarrollo legislativo para regular todas las posibilidades del espectro audiovisual dio lugar a una paradoja: se pasó de tan sólo dos canales nacionales a una maraña de televisiones locales –algunas públicas y la mayoría privadas- que durante años estuvieron emitiendo -y en algunos casos aún lo están- con un carácter ‘alegal’. La trayectoria de las televisiones locales en España ha sido muy accidentada, porque simplemente no existían para la ley. Sin embargo, según datos de la Asociación para la Investigación de los Medios de Comunicación, en 2004 se estimaba que emitían cerca de 900 televisiones locales repartidas entre 600 municipios. Se trataba de unas televisiones que en su mayoría habían sido instaladas por pequeños empresarios y profesionales.


  El desarrollo de este sector en España ha seguido un peculiar proceso que algunos autores han denominado de ‘desregulación invisible’ (Ángel Badillo, “La desregulación invisible: el caso de la televisión local por ondas en España”, Revista de Economía Política de las Tecnologías de la Información y Comunicación, www.eptic.com.br, vol. VII, nº 1, enero-abril 2005). La primera televisión local, Televisión Cardedeu, nació en Barcelona en 1981 auspiciada por un grupo de amigos dispuestos a romper el monopolio de la televisión pública, aunque dos años antes en Cádiz se habían realizado algunas emisiones experimentales. En Madrid, la primera televisión local se hizo por suscripción popular: para constituir Tele K, los tenderos, los vecinos y las asociaciones del barrio de Vallecas lograron reunir un millón y medio de pesetas. Un comercio de electrodomésticos puso su trastienda como plató, los equipos eran prestados y el personal trabajaba por afición.


  Sólo a partir de la Ley 41/1995, de 22 de diciembre, de Televisión Local por Ondas Terrestres (BOE de 27 de diciembre de 1995), se comenzaron a regular las televisiones locales analógicas que iban apareciendo en una auténtica eclosión. La ley regulaba su existencia, pero dejaba en manos de las comunidades autónomas la concesión del permiso de emisión y en las del gobierno del Estado el reparto del espectro radioeléctrico. Pero mientras el ejecutivo central seguía sin asignar las frecuencias, las televisiones locales brotaban como hongos y los grandes grupos de comunicación comenzaban a entrar en el mercado en el convencimiento de que sería un negocio rentable basado en la publicidad local, aunque sin tener un modelo claro de cómo debía ser esa televisión.


  La tendencia general era emitir varias horas de producción propia con informativos dedicados a las noticias locales y programas de entrevistas y debates, que se complementaban con la emisión de películas, en muchos casos piratas, y series, además de la redifusión de sus propios programas. La mayor parte de los espacios propios se dedicaban a fiestas populares, política municipal, problemas sociales y hasta un accidente de tráfico en la zona podía ser objeto de interés. Algunas televisiones se limitaban a emitir sin cortes y en el más riguroso directo.


  También existían emisoras copadas por grupos religiosos y asociaciones sociales. Pero la insignia de las televisiones locales, que con el tiempo empezaron a abandonar su imagen miserable y poco profesional, fue la de una programación pegada a la calle. Contaban con periodistas jóvenes, que cobraban muy poco y contaban con escasa o nula experiencia pero con mucha fuerza de voluntad y espíritu de sacrificio. También se daba un tipo de televisiones que, con el fin de explotar el negocio al máximo, emitía programas que no guardaban relación con el municipio donde se situaban: estaban copadas por videntes y líneas de contacto a las que los espectadores accedían a través de los números 906, como veremos posteriormente. La pitonisa Lola, por ejemplo, que a finales de la década de los 90 y primeros de los 2000 se hizo famosa a través de “Crónicas marcianas”, en Tele 5, conducía un programa así en Canal 47, en Sevilla.


  En contraposición a esa fórmula barata y sujeta a la improvisación, grandes grupos de comunicación como Correo, Zeta, Prensa Española, Cope o Prisa empezaron a introducir a principios del siglo XXI un nuevo modelo basado en una oferta en la que primaba la información local y la programación de proximidad.


  En el año 2001 el Grupo Correo tenía ya en funcionamiento Bilbovisión, Teledonosti, TV Rioja, Canal Costa del Sol y Telefrontera y había llegado a un acuerdo con la televisión de Castilla y León para participar en el accionariado de otros 18 canales en esa comunidad. Informativos locales y espacios de corazón eran elementos comunes en unas parrillas de programación tan parecidas que se situaban en la frontera de lo clónico.


  El Grupo Zeta –uno de los perdedores en la concesión de canales de 1989, pero que siempre quiso entrar en el mercado audiovisual- se había marcado dos estrategias distintas: una para Cataluña y otra para el resto de España, donde, con sus socios del diario Córdoba, gestionaba ya 2001 Onda Mezquita. En Cataluña participaba en el accionariado de televisiones privadas como la de Gerona y, a través de Antena Local, actuaba como suministrador de contenidos para emisoras municipales, entre ellas BTV (Barcelona).


  Localia, la red que se desarrollaba en colaboración con las emisoras de la cadena SER o de sus asociadas, tenía ya en 2001 una treintena de televisiones en marcha. El objetivo confeso de Localia, en la que participaba el Grupo Prisa junto a empresas de ámbito local, era extender su red a todas las capitales de provincia (El País, 20.05.2001).


  Prensa Española, editora de Abc, emitía en Madrid Onda 6 a través de la antigua frecuencia de Telemadroño y preveía expandirse hacia otras grandes ciudades. El Grupo Godó, editor del diario barcelonés La Vanguardia, controlaba en Barcelona el canal City TV. Incluso la Conferencia Espiscopal Española sentía la llamada de la televisión y, a través de la cadena Cope, optó a un canal nacional (denegado por el Gobierno del PP, como veremos luego), tras lo que se dispuso a gestionar una veintena de emisoras locales.


  En 2002, el mapa de las televisiones locales ya había crecido un 21 % en los últimos tres años hasta completar 897 estaciones. Andalucía concentraba el mayor volumen, con 283, seguida de la Comunidad Valenciana, con 122, y Cataluña con 115, según el censo elaborado por la Asociación de Investigación de Medios de Comunicación (AIMC). Algunas estaciones estaban integradas en redes y gozaban de una estructura sólida, mientras que otras emitían sólo en las fiestas patronales. Las 897 emisoras censadas en 2002 (156 más que en el censo de 1999, lo que implicaba un desmesurado incremento del 21% en sólo dos años) estaban repartidas en 606 municipios. La AIMC destacaba en el informe (presentado a la opinión pública el 08.10.2002) la diversidad de modelos existentes en el mercado y ponía de manifiesto el progresivo agrupamiento de emisoras en torno a redes respaldadas por grandes grupos de comunicación.


  Por número de emisoras, el grupo más numeroso (con 66) era UNE, formado por Publiespaña (que gestionaba la publicidad) y la agencia Atlas (integrada en Tele 5), que aportaba los contenidos. El segundo grupo giraba en torno a Localia (participada por Prisa), con 65. En torno a Canal 47 TV, nacida en Sevilla, figuraban 43 emisoras y su señal se distribuía vía satélite a través de Hispasat.


  Correo-Prensa Española contaba, según el censo de la AIMC, con 30 emisoras, integradas en su mayor parte en UNE. La red creada alrededor de Televisión de Castilla y León (18 emisoras) estaban también agrupadas en UNE y en el grupo Correo-Prensa Española. A través de Popular TV, la Cope tenía tres emisoras (dos en propiedad y una asociada) y repetidores repartidos por todo el territorio nacional para difundir la señal. La Cope, que anunció su intención de poner en marcha una veintena de televisiones, contaba también con una licencia de televisión digital terrestre en La Rioja. Flaix TV, del grupo Zeta, operaba con tres emisoras en catalán que tenían cobertura en gran parte de Cataluña.


  Barcelona era la provincia con más estaciones locales (69), seguida de Alicante (55) y Sevilla (53). Por audiencia, la que más espectadores concentraba era la madrileña Canal 7, con 1,2 millones, seguida de Giralda TV, con 801.000 (El País, 09.10.2002).


  Junto a esas televisiones analógicas locales emanadas desde un ámbito empresarial privado coexistían las televisiones municipales, y en este punto debemos prestar nuevamente atención a la experiencia catalana. Cataluña era la única comunidad autónoma donde los grandes grupos de comunicación –en buena medida por la cuestión lingüística- no habían logrado desmantelar un tejido de televisiones locales en el que los ayuntamientos jugaban un papel muy significativo al gestionar aproximadamente la mitad del centenar que se contabilizaban en esos momentos.


  En junio de 2003, en una contestación parlamentaria del gobierno de Aznar al senador socialista Arturo González, el ejecutivo reconoció que las comunidades autónomas habían solicitado al menos 481 canales digitales múltiples -sin contar a Castilla y León, que no respondió a tiempo-. Con esta cifra se alcanzarían las 2.000 emisoras digitales, casi el triple de las que venían funcionando con tecnología analógica. En realidad, el gobierno del PP iba con retraso respecto a la regulación de este sector.


   


   


  La eclosión audiovisual local provincia por provincia


   


  Ya hemos señalado que existían no menos de un millar de televisiones locales que emitían fundamentalmente en analógico; emisoras muy pequeñas que -casi todas en la ilegalidad- copaban el mapa televisivo español. A fecha de 2006, el mapa aproximado de lo audiovisual local era el siguiente.


   


  - Álava: TeleVitoria (47 UHF, generalista y comercial en Vitoria); Canal Localia Gasteiz Televisión (en Vitoria); Alto Nervión Televisión (51, Untzueta. Televisión comarcal privada del Alto Nervión, Álava y Vizcaya, en Llodio); Álava 7 Televisión (en Vitoria).


  - Albacete: Visión Seis Televisión (canal 48, TV local y producción, en Albacete); Televisión Villarrobledo (Canal 45, vídeo, producción, alquiler de equipos de vídeo edición, en Vallarrobledo); Canal 49 televisión (en Hellín).


  - Alicante: Tele Dama Elche (canal 48 UHF. Emisión de televisión local y comarcal, producción de documentales y promocionales de empresas industriales y comerciales, grabación, edición y traducción a distintos idiomas, en Elche); Canal 34 Vega Baja Televisión (canal 34, producción y emisión audiovisual, en Orihuela); Canal 37 Onda Mariola (presta servicios de emisión a partir de las 16.00 a las 20.00 horas, en Alcoy); Canal 39 Televisión Intercomarcal (retransmisiones de fiestas de las poblaciones de cobertura información, en Castalla); Canal 55 TV Marina Baixa (en Benidorm); Creavisión S.A. (distribución de televisión, televisión Local, producciones audiovisuales y Multimedia, en Crevillent); Movitel (televisión por cable e instalaciones de satélite); 43 TV Comarcal (programación infantil, música, videncia, informativos, tertulias, en Elda); Radio y Televisión Alfaz (televisión Pública de carácter divulgativo y cultural, en L’Alfaz del Pi); Tele Elx (en Elche); Televisión Benidorm (programación variada); Tele Elche; Televisión Villena Canal 28 (en Villena); TV Onil (información sobre Onil); Teleaspe (informativos, programas de debate, deportivos, infantiles y culturales, en Aspe); Televisión de Ibi (acordes a tv broadcast); Cetelmon TV (en Muchamiel); Multichannel Tv (enlaces con canales colaboradores, emisión de películas, documentales y entretenimiento, en Benidorm).


  - Almería: Indalo Televisión (grabación y montaje de spot, publirreportajes, en Cuevas del Almanzora); Almería TV (programación local propia, en Cuevas de Almanzora); Huércal-Overa Televisión (informativos, producciones en directo de diferentes actividades comarcales); Ejido Televisión; Canal SUR Televisión Almería; Canal 28 TV (programación diaria, informativos, cultura, deportes, en Almería).


  - Asturias: Oviedo Televisión; TeleAsturias (Oviedo); Televisión Occidente (producción propia con información sobre el noroccidente de Asturias, en Tapia de Casariego); Televisión Centro (de ámbito comarcal, producción propia y dedicada mayoritariamente a la información, en Pola de Siero); TeleAvilés; Tele Asturias (emisora de televisión, producciones y servicios externos, en Oviedo); Cuencas Mineras Televisión (emisión de programas diversos, publicidad, en Mieres); Corvera Televisión (canal temático Educativo, presencia de la cultura y las manifestaciones artísticas asturianas, en Corvera de Asturias); Canal 6 (en Avilés).


  - Ávila: Cetelmon TV (en Ávila); Canal 4 Ávila (producción y realización de contenidos); La Risquera TV (difusión cultural, en El Hornillo).


  - Badajoz: Telefrontera (en Badajoz); Telerex-Localia (en Don Benito); Tele Mérida (información estrictamente local, de carácter general, cultural, deportivo y empresarial; la programación propia constaba de dos informativos, un magazine y un programa de cotilleo local, en Mérida).


  - Baleares: Clot RTV-Sant Martí (cobertura informativa del distrito de Sant Martí, Barcelona, para BTV).


  - Barcelona: Telecubelles; 25 TV (Hospitalet de Llobregat; Anoia Televisió (Igualada); Canal Blau Informació (Vilanova i la Geltrú); Canal Rubí (información de Rubí); Canal Terrassa TV (TerrassaDial 69 de AunaCable Menta, televisión por cable, televisión local municipal); CityTV (variada, con películas diarias, concursos e informativos, Barcelona); ETV-Llobregat TV (comarcal, Esplugues de Llobregat); Gelida Televió (producción propia, Gelida); La Granada TV (local, La Granada del Penedés); Punt 12 Rubí (Rubí); Canal 50 Vallés (Sabadell); SPTV (Sant Pere de Torelló); TV Sant Cugat; TV20 Televisió de Terrassa; TV4 Rubí; TV4 Sant Cugat; TV Amistad (Sabadell); Piera Televisió (Piera); Televisió Comtal (generalista familiar, Barcelona); Miram TV (Sant Boi de Llobregat); RTV Llinars (Llinars del Vallés).


  - Burgos: Canal 54 Burgos; Canal 4 Miranda (Miranda de Duero); Canal 4 Ribera (Aranda de Duero); Telemedina-Merindades (Medina de Pomar); Canal 4 Burgos (producción y realización de contenidos, Burgos); Anda Onda Lerma TV (zona del Arlanza, Lerma); Ajusco TV (asociación juvenil, Burgos).


  - Cáceres: Canal 7 TV de Plasencia; Localia Trujillo; Localia TV Cáceres (situada en Cáceres capital, desde 1994, año del inicio de sus emisiones regulares, ofrecía a sus telespectadores durante las 24 horas diarias programación variada en la que tenían especial importancia los programas de carácter informativo y social, completando la rejilla la programación de Localia, del Grupo Prisa); Canal 30 Cáceres.


  - Cádiz: Televisión Tarifa; Canal Cádiz Televisión (sociedad privada de comunicación que emitía seis horas de programación propia); Canal Sierra de Cádiz TV (Villamartín); Onda Chipiona Televisión; Onda Jerez TV (Jerez de la Frontera); Ondaluz Televisión (Bahía de Cádiz); Tele Puerto Real (además de programas para el canal local de televisión, Tele Puerto Real producía los programas de actualidad Bahía 7 Días y Antena de Opinión, emitidos en varias televisiones de la provincia); Televisión San Roque (información local y comarcal); Antena Bahía TV (televisión local de El Puerto de Santa María); Popular Televisión Sierra de Cádiz (TV comarcal pionera en la Sierra, de contenidos generalistas y culturales, Villamartín); Isla Televisión-Canal 10 SL (cobertura total de los acontecimientos más relevantes de la ciudad de San Fernando en directo, a través de su red de cable digital, ofertaba hasta 41 canales temáticos, entre los que destacaban Buzz, Natura, ShowTime, Canal 18 y Super Ñ); Onda Bahía Televisión (local por ondas, San Fernando); Telesierra (Villamartín); Localia TV Jerez (Jerez de la Frontera); TV Costa de la Luz (Rota); Televisión Tarifa; Interactiva TV (tarot, videncia, películas X, Villamartín); Cadena Local TV-Sierra de Cádiz (Villamartín); Radio Televisión Municipal La Línea (La Línea de la Concepción).


  - Cantabria: Altamira Televisión (Muriedas); Localia Televisión Cantabria (Santander); Tele Castro (local privada para la zona de Castro-Urdiales).


  - Castellón: Alba TV (Oropesa del Mar); TV 6 (Oropesa del Mar); INTV (musical, ocio y concursos, Vila Real); UixoVisió (Vall D’Uixo); TV de Castellón; TVC Televisio Comarcal (Vinarós); TV La Vall (Vall d´Uixó).


  - Ceuta: Radiotelevisión Ceuta SA (Ceuta).


  - Ciudad Real: Localia TV (Ciudad Real); Manzanares Televisión Municipal (Manzanares); Televaldepeñas (Valdepeñas).


  - A Coruña: Novas Televisión (Ferrol); Canal Tambre (Noia); Código Tv (Santiago de Compostela); Televisión Ferrol Canal 31 (local con 7 horas de producción propia diaria, Ferrol); Telesantiago Canal Galicia (A Coruña); Telecoruña (A Coruña ciudad y área metropolitana, cadena privada orientada a la difusión de las noticias de ámbito local y programas relacionados con las actividades socio-culturales de la región); Localia TV Santiago de Compostela; Canal 41 TV (A Coruña); As Mariñas TV (A Coruña).


  - Córdoba: PTV Córdoba; TeleGenil (TV por cable, Puente Genil); Localia Televisión Córdoba (programación nacional en cadena con desconexiones para programación local, Córdoba); Guadalquivir TV (Fuente Palmera); Canal Sur Televisión (Córdoba); Canal Córdoba; Canal 49 (Puente Genil).


  - Cuenca: no había constancia de televisiones locales.


  - Gerona: Canal Nord Catalunya TV (Figueras); Televisió de Lloret (LLoret de Mar); Televisió Palamós; Televisió Figueres Alt Empordá (Figueras); Empordà Televisió (cadena privada orientada a la difusión de las noticias de ámbito local, Roses).


  - Granada: Azul TV (Cajar); Teleideal (Granada); TV Atarfe SL (Atarfe); Mira TV (Granada); Telenieve SL Digital RTV (Granada); Telenieve (Gójar); Perla Digital RTV Granada; Metropolitana RTV (Albolote); Localia RTV (Granada); Canal 21 (Granada).


  - Guadalajara: Tele Arriaca (Marchamalo).


  - Guipúzcoa: Zarauzko Telebista (ZTB, Zarautz); Altza TV-La Televisión de Altza en Internet (San Sebastián); UTB-Urola Telebista (noticias locales, Zumárraga); Txingudi Telebista/Television del Bidasoa SL (comarcal transfronteriza, Irún); Teledonosti (San Sebastián); Jaitxiki Telebista JTB (Zarauz); Goierri Telebista (Ordizia); Goiena Telebista (pertenecía al grupo de comunicación multimedia Goiena Komunikazio Zerbiztuak, TV comercial en euskera para el Alto Deba, Arrasate).


  - Huelva: Ayamonte Televisión SL; TVO Televisión Onubense (Huelva); TV Local de Aracena (cable-operador); Telemonzón (Monzón).


  - Huesca: Canal 45- TV del Bajo Cinca (Mirasolt de Fraga); Canal 25- TV de Barbastro); Antena Aragón (Huesca).


  - Jaén: Teleúbeda; RTV Municipal (Marmolejo); Radiotelevisión de Andújar; Tele Tosiria (gestión indirecta del servicio de televisión local por ondas terrestres, Torredonjimeno); Canal Baeza TV; Andújar Televisión (ATV).


  - León: Cetelmon TV (León); Canal 4 Bierzo (Ponferrada); Teleón (León); Canal 4 León.


  - Lérida: Lleida TV; Z3 Televisión (Les Escaldes Andorra); Segriá Televisió (Alcarràs).


  - Lugo: TeleLugo; Televinte Chantada.


   


  - Madrid: Navalvisión (Navalcarnero); Canal 53 (explotación de TV local en la Comunidad de Madrid, Aravaca); Duson TV (televisión temática de Medicina Natural y convencional); Canal Norte Televisión (San Sebastián de los Reyes); Onda 6 (canal 29, Quiero TV y Madritel, con información de actualidad y ocio de la Comunidad de Madrid, 100% de producción propia); Tele 4 Caminos (Madrid); Tele Estudio (Alcobendas); Telemadroño (Madrid); Telepozuelo (programación exclusivamente local, Pozuelo); Televisión del Corredor (Coslada); TMT Canal de Televisión del Arzobispado de Madrid (documentales, informativos, dibujos animados, programas de debate, cine clásico, tercera edad, infantiles, jóvenes, comentario del evangelio diario, Santa Misa diaria, Madrid); TMT Canal de Televisión del Arzobispado de Madrid (Noroeste de Madrid); TVERBO; TVT Los Peñascales (televisión juvenil, Madrid); Canal 33 TV Local (Madrid); Teleganés (TVL, Leganés); Televisión Noroeste SL (Collado Villalba); Canal Nueva Era (esoterismo y erótico, San Sebastián de los Reyes); Canal 53 Madrid (estudios de doblaje y líneas 806, Aravaca); TVL Canal 39 Madrid (Tres Cantos); Tu Pueblo TV (Madrid); Canal 7 Televisión (propiedad de José Frade); Telelinea TV (por satélite, emisión y producción propia, alcance Nacional con frecuencias en 22 ciudades españolas); Móstoles Televisión; TeleCoslada; TeleRivas (Rivas Vaciamadrid); Tele Ocio (Madrid); Tele K (Vallecas, Madrid); Tele Alcalá (Alcalá de Henares); Pokémon Channel (Valle Primavera); Telesureste (Rivas Vaciamadrid).


  - Málaga: VTV Axarquia TV (Vélez-Málaga); Siempre TV (Benalmadena); Canal 24 Televisión (Vélez-Málaga); Radio Televisión Estepona; Zona Turística Televisión (Torremolinos); SOHAIL TV (gestión indirecta del servicio de TV local por ondas terrestres, Fuengirola); RTV 3.40 Costa del Sol (Mijas); Ronda TV (Ronda); Málaga Costavisión TV (Málaga); Fuengirola Televisión-FTV (Fuengirola); Canal Fuengirola Televisión).


  - Melilla: no existía constatación de emisoras locales.


  - Murcia: TV Murciana (Murcia); Info TV Sureste (Murcia); Telepeñón Canal 21 (Águilas); L’Aguilica TV (Águilas); Televisión Totana; Televisión Alcantarilla-TVA (Alcantarilla); Canal 6 (Murcia).


  - Navarra: Popular Televisión Navarra (Pamplona); Navarra TV (Pamplona); Canal 6 Navarra (Berrioplano); Canal 4 Navarra (Cordovilla).


  - Orense: Ourense Televisión Benposta (Orense); TeleMiño (Orense).


  - Palencia: Cetelmon TV (Palencia); Canal 4 Palencia; Televisión Palencia 2000 (formaba parte de una red de emisoras integradas en Televisión Castilla y León, Palencia).


  - Palmas, Las: Gran Canal Televisión (Tablero); Canal Norte TV (Santa María de Guía); Fuerteventura Televisión (Puerto del Rosario); Televisión Carrizal (Carrizal); Radio Televisión Insular (RTI, Las Palmas de Gran Canaria); Canal 6 Gran Canaria (Las Palmas de Gran Canaria).


  - Pontevedra: Tv Salnes (Ribadumia); Televisión do Morrazo, SL (Cangas de Morrazo); Televigo; Canal Deza (Lalín).


  - Rioja, La: Tv Rioja (Logroño); Nassica Televisión (Calahorra); Sintonía Televisión Rioja (Arnedo); Rioja 4 Televisión (Logroño); Arnedo Televisión Cable (Arnedo).


  - Salamanca: Cetelmon TV (Salamanca); Televisión Comarcal Peñaranda (Peñaranda de Bracamonte); Iris Televisión (Salamanca); Canal 4.


  - Santa Cruz de Tenerife: ACD Televisión (cultural, Icod de los Vinos); Canal 4 Tenerife; Azul Televisión SL (Puerto de la Cruz).


  - Segovia: Canal 4 Segovia.


  - Sevilla: Canal 4 Televisión (por cable, Morón de la Frontera); Televisión Local de Carmona; Giralda Televisión (Sevilla); Lebrija Televisión; Televisión Marinaleda; Marismas Televisión (Los Palacios); RTV Los Palacios; San Juan TV (San Juan de Aznalfarache); Sevilla TV; Antena Oromana Televisión (Alcalá de Guadaira); Teleutrera SL (Utrera); Marismas Televisión; Villafranca TV (video comunitario, Los Palacios y Villafranca); Get Lucky TV (Sevilla); tQr (Sevilla); Cetelmon TV (Sevilla); Hispalis TV (productora, Valencina); Aljarafe Televisión (municipal de San Juan de Aznalfarache); Popular TV (Sevilla); Marismas TV (servicio público, Los Palacios y Villafranca); Telécija (Écija).


  - Soria: Canal 4 Soria.


  - Tarragona: TV Alcanar (fiestas locales y actos importantes, Alcanar); TeleVida (Tarragona); Canal Reus TV.


  - Teruel: La Comarca Te Ve (Alcañiz).


  - Toledo: no había constancia de emisoras locales.


  - Valencia: Telehorta Silla (programas culturales, Silla); Canal 25 TV (Mislata); Canal 3 TV (Puerto de Sagunto); Canal 30 TV (Torrent); Canal 31 digital (emisión de anuncios entre particulares e información puntual seccionada en 6 mercados principales, Valencia); Digital Valencia-Canal 30 (Valencia); La Mega Radio-Televisión (Valencia); Ribera TV (Valencia); Canal 13 RadioTelevisión (Valencia); Gandía Televisio; TV Navarres (conectaba con Popular TV cuando no realizaba emisiones propias; TeleValencia (Paterna); TVN-Tele Navarrés; Valencia Te Ve; Xirivella Televisió canal 48; XTV La Televisión Musical (Valencia); Sala 6 Radiotelevisión (Valencia); Mediterráneo TV (Canet d’En Berenguer); Punto 7 Televisión (Rafelguaraf); Sueca TV.


  - Valladolid: Cetelmon TV (Valladolid); Canal 4 Valladolid.


  - Vizcaya: Urdaibai Telebista-UTB (radio y TV comercial, Gernika); Quatro TV Uribe Kosta (Leioa); Uribe Kosta Telebista (Sopelana); Tele 7 (Barakaldo); Plentzia Telebista-PTB (vídeos informativos, Plentzia); Durango Telebista (Durango); Canal Bizkaia (TV regional, productora, Bilbao).


  - Zamora: Cetelmon TV (Zamora); Televisión Zamora; Iris Televisión Zamora; Canal 4 Zamora (la programación se completaba con la oferta regional que les proporcionaba la pertenencia a un grupo como Canal 4 Castilla y León, Zamora).


  - Zaragoza: Canal 6 TV (Zaragoza); Zaragoza Televisión; Teleillueca (Zaragoza); Canal 44 (Zaragoza); Cadena Canal Televisión Calatayud.


   


   


  El PP aprueba la ley de la TDT local, el PSOE la cambia


   


  Como señalábamos anteriormente, era cierto que el gobierno del PP iba con retraso respecto a la regulación del mercado audiovisual en el ámbito local –también en el nacional-; sin embargo, tan solo dos días antes de las elecciones generales de marzo de 2004, el último gobierno de José María Aznar aprobó en Consejo de Ministros el Real Decreto 439/2004, de 12 de marzo (BOE de 8 de abril), sobre el Plan Técnico Nacional de la Televisión Digital Local; un Plan que sería modificado por el Gobierno socialista que sustituyó al del PP a través del RD 2268/2004, de 3 de diciembre (BOE de 4 de diciembre).


  Esas modificaciones socialistas daban cuenta de la lucha política que afectaba y afecta al sector audiovisual español en su conjunto y, desde luego, en su desarrollo local, tanto público como privado; un sector que siempre se ha visto convulsionado por presiones mediáticas, políticas y empresariales. Es una obviedad, pero cada grupo político –sin distinción de siglas- pretendía situar bajo su órbita al mayor número posible de canales de comunicación, y especialmente los medios audiovisuales, con gran poder de penetración social.


  El Plan Técnico Nacional de Televisión Digital Local aprobado por el gobierno del PP dividía el territorio español en 266 demarcaciones, en las que cada una dispondría de un canal múltiple con capacidad para distribuir cuatro programas distintos cuya cobertura global alcanzaría al 87 % de la población. Es decir, que las comunidades autónomas podrían adjudicar más de mil emisoras de televisión local en tecnología digital, además de aceptar que Extremadura –como ya hemos visto- y Baleares pudieran poner en marcha sus respectivos canales autonómicos.


  El Plan del PP había sido elaborado por el Ministerio de Ciencia y Tecnología atendiendo a las peticiones de las comunidades autónomas, que serían los organismos encargados de convocar los concursos públicos y de adjudicar las licencias en sus respectivas demarcaciones.


  Las capitales de provincia y los municipios con una población superior a 100.000 habitantes tendrían al menos un canal múltiple (es decir, que en el espacio que antes ocupaba un canal analógico se podían ofrecer cuatro canales digitales). A Madrid capital, el plan técnico le adjudicó dos demarcaciones, mientras que a Barcelona le correspondió una. El Plan establecía que en el caso de que existieran frecuencias disponibles, también podrían poner en marcha canales locales los municipios con una población inferior a 100.000 habitantes, así como que los ayuntamientos pudieran ser titulares de uno de los canales de los cuatro que componen el múltiple o dejar todos en manos de la iniciativa privada.


  Por comunidades autónomas, el mayor número de emisoras de televisión local que podría conceder cada gobierno regional correspondía a Andalucía, con 58 demarcaciones (el 25,6 % de las concesiones, entre ellas, las de Álora, Antequera, Estepona, Fuengirola, Málaga, Marbella, Nerja, Ronda y Vélez-Málaga), seguida de Castilla-La Mancha con 25 y Castilla y León con 21. Por ciudades, Madrid, con ocho canales, era la que ocupaba el primer lugar. Esta distribución podría sufrir modificaciones en función de las nuevas peticiones de las comunidades autónomas.


  El gobierno del PP autorizó también la puesta en marcha de canales autonómicos de televisión en Extremadura y Baleares, que deberían emitir simultáneamente en sistema analógico y digital. En el caso de Extremadura, sería titular de la licencia del tercer canal la empresa pública Corporación Extremeña de Medios Audiovisuales. En cuanto a Baleares, la concesión sería explotada por el ente público RTV de las Islas Baleares. Según el plan técnico, los canales autonómicos que operaban con tecnología analógica y estuvieran habilitadas para prestar servicios en digital deberían utilizar esta tecnología antes del 1 de enero de 2005, si bien no estaban obligados a abarcar el 95 % de la población hasta el 31 de diciembre de 2011 –más tarde se rebajó al 2010-.


  Ese plan permitía a las televisiones digitales privadas de cobertura nacional Veo TV y Net TV una moratoria hasta enero de 2007 para mantener tan sólo una cobertura del 25 % de la población (el equivalente prácticamente a Madrid y Barcelona).


  El Plan Técnico de las Televisiones Digitales Locales significaba que antes de que acabara 2004 las comunidades autónomas deberían haber convocado los concursos para la concesión de 1.064 estaciones de televisión digital local por ondas terrestres. De esa manera, la mayor parte de las cadenas de televisión local, que estaban en manos de grandes grupos de comunicación y de empresas familiares y cuya mayoría operaba de forma ‘alegal’, tendrían la oportunidad de normalizar su situación.


  Resulta obvio que el Plan Técnico de las Televisiones Digitales Locales fue aprobado de forma precipitada por el último gobierno del PP, ya que lo hizo en un Consejo de Ministros celebrado un día después de la masacre de Madrid del 11-M y dos días antes de las elecciones generales que dieron la victoria al Partido Socialista. Por ese motivo, el gobierno presidido por el socialista Rodríguez Zapatero, resultante de las urnas y de los pactos postelectorales, modificó el plan del PP y, tras un decreto ley de diciembre de 2004, aprobó la Ley 10/2005, de 14 de junio, (BOE 15 de junio) de Medidas Urgentes para el Impulso de la Televisión Digital Terrestre, de Liberalización de la Televisión por Cable y de Fomento del Pluralismo; una ley que iba a ser aplaudida por unos y denostada por otros.


   


  A partir de esa ley, los gobiernos autonómicos –que habían comenzado a trabajar en la concesión de canales con la ley anterior- tuvieron que adaptar sus criterios para las concesiones de las televisiones locales públicas y privadas en sus respectivos territorios. La Ley 10/2005 preveía que la televisión local cubriría en primer lugar las necesidades de las capitales de provincia y autonómicas y de los municipios con más de 100.000 habitantes, y el posterior Plan Técnico Nacional de Televisión Digital Local (RD 944/2005, de 29 de julio) preveía un total de 281 canales múltiples: hasta 1.124 televisiones locales. Dado que las Comunidades Autónomas debían reservar una televisión para los ayuntamientos, a la cifra de televisiones públicas en España habría que sumarle otras 281.


  A ese número habría que añadir las televisiones que se podían reservar para la gestión pública en los nuevos canales múltiples establecidos para los territorios insulares. Se trataba de diez canales múltiples, tres en la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares y siete en la Comunidad Autónoma de Canarias (RD 944/2005, de 29 de julio, por el que se aprobó el Plan Técnico Nacional de la Televisión Digital Terrestre, disposición final primera). En esos canales se garantizaban dos televisiones para la gestión por los Cabildos o Consejos Insulares. Por tanto, otras veinte televisiones públicas nuevas.


   


   


  La implantación de la TDT local en España


   


  Queda claro que el marco de referencia para la regulación de la televisión local en España era el ya mencionado de la Ley 10/2005, que dejaba, lógicamente, a las Comunidades Autónomas las competencias para otorgar las concesiones de televisión local, puesto que la cobertura de estos servicios quedaba circunscrita a sus respectivos territorios. En el caso de la televisión local, se señalaba un plazo para su implantación; plazo que fue sometido a diversas ampliaciones, pero que quedó finalmente fijado para el 31 de diciembre de 2005. Es decir, antes de esa fecha las autonomías tenían que haber aprobado las nuevas concesiones, que ya serían ‘legales’, rompiendo ese principio de ‘alegalidad’ por el que habían venido funcionando un millar de emisoras.


   


  Bajo los principios de la ley del PP –de marzo de 2004 y entonces en vigor-, Baleares fue la primera Comunidad Autónoma en realizar el proceso de concesiones de las televisiones locales con tecnología digital. Antes de finalizar el año 2004 se publicó el “Anuncio por el que se hace pública la licitación del contrato de gestión de servicio público de televisión digital terrestre en las Illes Balears” (Boletín Oficial de las Illes Balears de 6 de noviembre de 2004). Aunque no se especificaba, esa licitación afectaba a la televisión digital terrestre local, tanto de gestión pública como privada.


   


  A Baleares le siguieron otras Comunidades, especialmente Madrid –el Gobierno regional tuvo que adjudicar de nuevo la autonómica que en su día recayó en Quiero TV, ya que la licencia revirtió a la Comunidad tras su quiebra- y Cataluña. En esta última, y a través de la Dirección General de Mitjans i Serveis de Difusió Audiovisuals, del Departament de la Presidència, dependiente de la Secretaria General del Conseller Primer, el govern catalán decidió cuántos programas se reservaban para las corporaciones locales en los canales múltiples asignados a Cataluña. El 20 de septiembre de 2005, el Consejo de Gobierno aprobó que de los 96 canales que se podrían ver en Cataluña, 37 serían públicos. Hay que recordar que en Cataluña emitían 53 televisiones gestionadas por los municipios.


  A diferencia del proceso seguido en las comunidades gestionadas por el PP, las licencias de televisión local de Cataluña no serían exclusiva competencia del gobierno regional, que quería asignar un papel clave al Consejo Audiovisual de Cataluña (CAC). Este órgano, presidido por Josep Maria Carbonell, se encargaría de emitir un informe previo –y vinculante- a las adjudicaciones. También en Navarra, el gobierno autónomo sometió al informe preceptivo de su Consejo Audiovisual la concesión de licencias locales.


  En Cataluña, el gobierno de CiU ya había adjudicado en 2003 un múltiple digital (con capacidad para cuatro canales) al Grupo Godó (editor de La Vanguardia). Además, desde octubre de 2004, Localia TV, la cadena del Grupo Prisa con 80 emisoras en toda España, llegó a Cataluña cuatro años después de su nacimiento. Localia Catalunya, con una programación propia en catalán, apostó por la información de proximidad y los espacios de calidad, según reconocía entonces su director, Josep Maria Girona, al frente también de Ràdio Barcelona y de las emisoras SER-Catalunya.


   


   


  El reparto en la Comunidad Valenciana


   


  Respecto a la Comunidad Valenciana, la ley del PP (marzo de 2004) le había atribuido 17 canales múltiples -cada canal puede ofrecer cuatro programas de forma simultánea-: Alicante obtenía siete demarcaciones, Valencia otras seis y a Castellón le correspondían cuatro. Anteriormente, la Generalitat había previsto la convocatoria de dos concursos para adjudicar la concesión de dos canales de televisión digital de ámbito autonómico a principios de 2001. Ràdio Televisió Valenciana disponía desde entonces de la tecnología multiplex que permite la emisión de cuatro programas a través del mismo canal: dos se reservarían para Canal 9 y Punt 2. Los adjudicatarios de los dos programas restantes compartirían necesariamente los sistemas de emisión de RTVV.


  Con la ley del PP, la Generalitat preveía convocar los concursos pertinentes para adjudicar la concesión de los canales una vez que la Agencia Estatal de Radiocomunicaciones estableciera las características técnicas de las estaciones y aprobara los proyectos técnicos de las instalaciones para la emisión digital.


  En 2004, los censos oficiales de televisiones locales en territorio valenciano sumaban 17 emisores en funcionamiento en la provincia de Valencia, 14 en Alicante y cuatro en Castellón. Pero, al margen, operaban buen número de televisiones locales de carácter ‘alegal’.


   


  Finalmente, el proceso se puso en marcha, ateniéndose ya a la nueva ley socialista, con la Resolución de 11 de julio de 2005 del conseller de Relaciones Institucionales y Comunicación, por la que se fijaba el plazo para la presentación por los Ayuntamientos de solicitudes de concesión para la gestión directa de un programa de televisión local con tecnología digital. Esa Resolución establecía el plazo del 1 de agosto de 2005 para que los ayuntamientos manifestaran su intención de gestionar directamente una televisión local. El total de ayuntamientos incluidos en las demarcaciones de la Comunidad Valenciana fue de 127; de éstos, 118 habían efectuado la solicitud en tiempo y forma.


   


   


  Galicia: concesiones con polémica


   


  En Galicia, la concesión de las licencias locales no estuvo exenta de la polémica política: tan sólo unos días antes de la sesión de investidura del socialista Emilio Pérez Touriño como nuevo presidente de la Xunta, el presidente en funciones, Manuel Fraga, del PP, adjudicó sendas licencias de televisión digital terrestre (TDT) de cobertura autonómica a La Voz de Galicia y a la Cadena Cope, por un plazo de 20 años y que se podría prorrogar hasta un periodo de 50 años. Fraga abandonaba por fin la Xunta, pero dejaba su obra en el campo mediático, porque, a pesar de que estaba previsto que el Consello de la Xunta en funciones aprobase la concesión de 63 licencias locales de TDT, seis emisoras de radio de ámbito autonómico y 66 de carácter municipal, la decisión quedó en suspenso por “cuestiones técnicas”. Es decir, que el gobierno saliente se limitó a aprobar lo que le interesaba.


  La propuesta del Grupo La Voz, editor del diario La Voz de Galicia, preveía realizar una inversión superior a los 97 millones de euros y crear 148 puestos de trabajo. Mientras, la Cadena Cope había presentado una oferta que preveía invertir 2,3 millones de euros, con la creación de 40 puestos de trabajo. La producción propia representaría al menos el 60 por ciento de la emisión y la mitad de ese porcentaje debía emitirse en gallego. Había una prohibición: “emitir en cadena” o “formar parte” de una cadena de televisión.


   


   


  Baleares: tres empresarios para 24 canales


   


  Meses antes que en Madrid, el Gobierno de Baleares, presidido por Jaume Matas, del PP, concedió a tres empresarios la titularidad de 24 de los 28 canales de la televisión digital terrestre que emitiría en 2008. El principal beneficiario del concurso público fue el promotor inmobiliario Jacinto Farrús, que poseía el Canal 4 y era apoderado de la productora Broate, quien, con 12 frecuencias asignadas, cubriría el archipiélago con dos redes paralelas. Farrús, naturalmente amigo del gobierno del PP, ya había logrado la gestión exclusiva de los informativos de la radio y la televisión autonómicas IB3. Y lo logró, curiosamente, después de contratar a Javier Mato, exjefe de prensa del presidente y exministro de Medio Ambiente Jaume Matas. Casualidades o no, la historia es la que es.


  La pequeña televisión local comercial de Inca, auspiciada por el PP a través de la compañía Falcó Produccions, articularía desde ese momento una red balear al hacerse con siete concesiones para todas las demarcaciones. El grupo de prensa de la familia Serra, del diario Última Hora, muy poderoso en Mallorca, que tenía de socio en M-7-Canal 37 al hombre de negocios Simón Galmés, logró del gobierno de Matas cinco frecuencias en Mallorca.


  A la Cope, de la Conferencia Episcopal Española, se le adjudicó un canal local en Palma. El Obispado de Menorca dominaría la estación Televisió de Menorca, desde la propiedad del diario Menorca. Y otra compañía se consolidaba en la señal otorgada a Televisión de Ibiza y Formentera: Produccions Llevant, que logró una concesión en Manacor (Mallorca).


  Fuera del reparto quedaron la Productora Audiovisual de Mallorca, que emitía en Palma; Localia TV -vinculada al Grupo Prisa-; las empresas del Grupo Moll Prensa Ibérica, editora de Diario de Mallorca y Diario de Ibiza, y Palma TV, de la productora Vídeo U. Estos tres grupos citados presentaron alegaciones (el 07.12.2004) contra el procedimiento y la resolución gubernamental.


   


   


  Madrid: el reverso de las concesiones socialistas


   


  Ateniéndose a lo dictaminado en el Real Decreto 439/2004, de 12 de marzo, sobre el Plan Técnico Nacional de la Televisión Digital Local, el Gobierno de la Comunidad de Madrid, presidido por Esperanza Aguirre (PP), acordó el 18 de noviembre de 2004 convocar el concurso público para adjudicar 34 emisoras de televisión digital local por un plazo de cinco años. La previsión era, además, crear 10 emisoras públicas de gestión municipal, con lo que la Comunidad de Madrid contaría con 44 nuevos canales de televisión, de los cuales ocho estarían en la capital y uno sería administrado por el Ayuntamiento.


  Ya en 1999, la Comunidad –presidida entonces por Alberto Ruiz-Gallardón, también del PP- había otorgado una licencia de televisión autonómica privada a Onda 6 TV, del Grupo Vocento, que desde entonces venía emitiendo en abierto. Desde finales del año 2000, Onda 6 TV emitía en toda la Comunidad y en 2007, Onda 6 TV, dirigida por Juan Carlos García, ya fue líder del mercado local madrileño con un share del 30% durante el mes de enero, lo que suponía un 0,8 por ciento sobre el consumo total de televisión. Eran los datos proporcionados por Sofres Audiencia de Medios (TNS), mediante los cuales Onda 6 TV aventajaba al conjunto de las emisiones de Localia en la Comunidad (28% de share) y Canal 7 TV (22%).


  La Comunidad de Madrid, dividida en 11 demarcaciones, tenía derecho a cuatro emisoras de televisión digital local por cada una de ellas, una de las cuales sería de gestión directa por parte de los municipios y las otras tres serían adjudicadas por la Comunidad mediante el sistema de concesión. Pero, al igual que en otras regiones, sobre todo cuando afecta al sector mediático –y más si es el audiovisual-, el problema siempre es político. El Gobierno de Esperanza Aguirre se enfrentaba a que los grandes y medianos municipios de la región, de uno u otro signo político, querían contar con su propia televisión digital terrestre.


  Toda esa metamorfosis televisiva respondía, en realidad, a la desaparición de la señal analógica y su sustitución por la señal digital, que iba a permitir una implantación mayor de canales y de programas. En la Comunidad de Madrid el mapa ya estaba listo a mediados de 2004: 66 municipios (36 gobernados por el PP, 28 por el PSOE, uno por IU y uno independiente) de los 179 ayuntamientos de la Comunidad habían solicitado participar en la gestión de un canal local digital.


  Respondiendo al concurso de la Comunidad de Madrid, Pinto fue el primer consistorio en dar el paso para poner en marcha la televisión digital terrestre. El 4 de enero de 2005, su Ayuntamiento, con los votos a favor del Gobierno Municipal (PSOE e IU), la abstención del PP y el voto en contra de Juntos por Pinto, decidió formar parte de la sociedad anónima creada por seis consistorios de la zona sur (Fuenlabrada, Getafe, Parla, San Martín de la Vega, Ciempozuelos y Pinto) para gestionar un canal público de TDT. Por ese acuerdo, el consistorio adquiría 890 acciones de la nueva sociedad, TV Digital Madrid Sur Canal 42, S.A, con un desembolso de tan sólo 4.450 euros.


   


  Finalmente, el 5 de agosto de 2005 el Gobierno de Esperanza Aguirre adjudicó 30 concesiones en la Comunidad de Madrid, a las que habría que añadir las diez que gestionarían ayuntamientos de la Comunidad. Entre las empresas adjudicatarias se encontraban algunos amigos de la propia presidenta regional o del PP: Televisión Digital Madrid, empresa presidida por Enrique Cerezo que consiguió una licencia en cada una de las 10 demarcaciones; Libertad Digital TV, que tenía al periodista Federico Jiménez Losantos como consejero delegado, con una televisión local en Móstoles, Madrid, Fuenlabrada y Alcalá de Henares. En estas tres últimas demarcaciones también obtuvo concesión la emisora de Uniprex, propiedad de Antena 3, que además se vería en Alcobendas, donde tiene sus instalaciones la cadena nacional.


  A Canal 7, televisión local del empresario José Frade, se le adjudicaron licencias en Aranjuez, Collado Villaba y Pozuelo de Alarcón. En esta última localidad también se podría ver la televisión de Iniciativas Radiofónicas y de TV, propiedad de la Cope, la emisora de los obispos a la que también le concedieron licencias en Móstoles, Alcobendas y Collado Villaba. El empresario de la antigua Radio Blanca, Blas Herrero obtuvo dos canales (Aranjuez y Madrid) bajo la marca Kiss TV –la misma con la que Herrero se presentó también en Cataluña-, y el canal del Arzobispado de Madrid, Homo Virtualis (del Grupo Intereconomía) y Unedisa Telecomunicaciones (propiedad de la editora del diario El Mundo, dirigido entonces por Pedro José Ramírez) obtuvieron sendas licencias de televisión digital local en Madrid. Lo previsto, en definitiva.


   


   


  Unas concesiones muy ‘políticas’


   


  Ese reparto mereció el calificativo por parte de la izquierda en la oposición de “amiguismo”. El Partido Socialista se propuso demostrar que en las comunidades autónomas gobernadas por el PP y que habían resuelto sus concursos de adjudicación, los ejecutivos regionales habían beneficiado a grupos de comunicación afines al PP: la Iglesia, Vocento (editor de Abc), Unedisa (El Mundo), Intereconomía, Antena 3 y el periodista de la Cope Federico Jiménez Losantos acapararon las licencias adjudicadas en las principales demarcaciones. Claro que, el reverso de la moneda era la acusación contraria, por parte del PP, hacia el gobierno de Rodríguez Zapatero, que, para el PP, había favorecido a sus amigos, especialmente al Grupo Prisa.


  Todo formaba parte, sin duda, de la política, pero un estudio realizado por el diario El País –hay que recordar que el grupo del que forma parte tiene fuertes intereses audiovisuales- revelaba que, efectivamente, los datos de los que se quejaban los socialistas formaban parte de una realidad objetiva (El País, 07.01.2006). Por poner un ejemplo, gracias a las concesiones de gobiernos autonómicos regidos por el PP, la Iglesia católica había conseguido tejer una red de cadenas de televisión de cobertura autonómica y local: la Cope (la radio gestionada por la Conferencia Episcopal) obtuvo cuatro licencias para explotar otros tantos canales autonómicos en la Comunidad Valenciana, Galicia, Murcia y La Rioja.


  También es verdad que el diario El País respiraba por la herida, ya que Localia TV, participada por el Grupo Prisa, no obtuvo en Madrid ninguna de las 30 televisiones locales que en agosto de 2005 repartió el gobierno regional de Esperanza Aguirre. Idéntica suerte corrió Localia en Murcia, mientras que en Valencia obtuvo tan sólo una (Ontinyent-Xàtiva) de las 44 emisoras adjudicadas el 30 de diciembre. Localia fue también excluida en Baleares. Claro, que lo que olvidaba citar el Grupo Prisa es que anteriormente se había visto grandemente favorecido por el Gobierno socialista de Rodríguez Zapatero con la concesión de un canal abierto nacional y en analógico, como vimos en su momento.


  Es cierto que la Iglesia había recibido una docena de televisiones locales digitales. Especialmente generoso fue el ejecutivo de Esperanza Aguirre, que otorgó una en Madrid capital al Arzobispado y otras cuatro (Alcobendas, Móstoles, Pozuelo y Collado-Villalba) a la Cope. En Baleares, el Ejecutivo de Jaume Matas (PP), concedió a la Cope un canal en Palma y otro al obispado de Menorca. La cadena explotaba también una emisora en Pamplona, el único canal local adjudicado en Navarra (por el gobierno de UPN-PP). Pero esta última comunidad, con todo, no siguió el esquema del resto de ejecutivos regionales del PP, al adjudicar los canales autonómicos a Canal 4 (participado por el Grupo Prisa, editor de El País) y Canal 6.


  El caso de esa concesión para Canal 6 en Navarra es especial, dado que el mismo estaba impulsado por Promecal, del constructor y empresario de medios burgalés Antonio Miguel Méndez Pozo nació en Jaca (Jaca, Huesca, 1944). Méndez Pozo cuenta con un ‘holding’ de empresas de 62 sociedades, de las que 12 son de comunicación. Pero su historia viene determinada porque fue el primer constructor condenado por corrupción política en España, en 1994, en el caso de la construcción de Burgos. Se trató de un caso de corrupción urbanística en el ámbito del ayuntamiento burgalés que se saldó en 1994 con la pena de 12 años de inhabilitación especial por delito de prevaricación continuada al exalcalde de Burgos, José María Peña San Martín, por la concesión irregular de licencias municipales, y la de siete años de prisión para el constructor Antonio Méndez Pozo por falsedad documental y tres meses de arresto por desacato. El exsecretario del ayuntamiento, Esteban Corral, por complicidad en el delito de prevaricación, recibió tres años de suspensión para cargo público.


  Ese caso tuvo consecuencias políticas para el PP, pero para lo que nos ocupa, el constructor Méndez Pozo que fue condenado junto con Peña continuó siendo durante y tras su excarcelamiento una persona clave en la ciudad. En la actualidad es dueño del principal periódico de la provincia (el Diario de Burgos) y preside la Cámara de Comercio, la Fundación Atapuerca y la Fundación Silos. Su empresa de medios de comunicación, Promecal, también gestiona la televisión autonómica de Castilla y León y sus constructoras participan en la inmensa mayoría de las grandes obras de Burgos, también en el bulevar de Gamonal que desató el conflicto de 2014.


   


  Volviendo a la época, la Promotora de Medios de Castilla y León (Promecal), presidida por Méndez Pozo, había conseguido hacerse con una red de 12 emisoras de televisión local, con la apertura, a partir de mayo de 2001, de cinco nuevos canales en Segovia, Ávila, Ponferrada, Miranda de Ebro y Aranda de Duero. En 2001, Méndez Pozo ya presidía Antena 3 TV de Castilla y León, que emitía desde el edificio Promecal en Valladolid, donde se ubicarían después la agencia de noticias Ical, Canal 4 y algunas radios, como Cadena Ibérica.


  Bajo el nombre de Canal 4, Promecal ya operaba en siete de las nueve capitales de provincia, mientras su competencia más próxima, amparada en la sociedad Televisión de Castilla y León, presidida por el también constructor José Luis Uribarri, contaba con 18 emisoras distribuidas por las nueve capitales y los núcleos de población más importantes.


  A un observador imparcial le podría parecer que el PP hubiera conseguido forjar varias redes de televisiones locales gestionadas por grupos de comunicación o periodistas afines. Se podría poner como ejemplo al grupo Intereconomía, que a través de la sociedad Homo Virtualis obtuvo una licencia en Madrid y cuatro en la Comunidad Valenciana. El grupo Intereconomía (editor de la revista Época, de orientación netamente conservadora y hoy desaparecida) está presidido por el exdiputado del PP Julio Ariza. En este caso no caben sutilezas: Julio Ariza es del PP, simplemente.


  Unedisa (El Mundo), recibió un canal en Madrid capital y otros cuatro en la Comunidad Valenciana (Valencia, Castellón, Elche y Benidorm). Por su parte, la sociedad Libertad Digital TV, liderada por Federico Jiménez Losantos, conseguía licencias en los últimos tres concursos resueltos por el PP. En Madrid, en el reparto de emisoras Esperanza Aguirre premió al entonces periodista estrella de la Cope con cuatro frecuencias: Madrid, Móstoles, Fuenlabrada y Alcalá de Henares. Los presidentes de la Comunidad Valenciana y Murcia, Francisco Camps y Ramón Luis Valcárcel, ambos también del PP, siguieron pasos similares: Libertad Digital, nacida al hilo de una página web de Internet, obtuvo cuatro emisoras en la Comunidad Valenciana (Elche, Sagunto, Alcira y Torrent) y tres en Murcia (Lorca, Cartagena y Murcia capital).


  Además, los ejecutivos regionales primaron a grupos de comunicación o empresarios locales considerados como afines. En el caso valenciano, el diario Las Provincias (participado por Vocento) consiguió una de las dos licencias autonómicas en juego; una empresa vinculada a la exdirectora general de Canal 9, Genoveva Reig, recibió dos emisoras locales, y el empresario de Elche Sacramento Alvear, tres.


   


  En Murcia, el presidente Valcárcel otorgó emisoras a los diarios locales La Verdad (grupo Vocento), para explotar una de las tres autonómicas privadas, y La Opinión (Prensa Ibérica), que recibió licencias en las ocho demarcaciones comarcales. Vocento, editor de Abc y de una docena de diarios regionales, accionista de Punto Radio (cadena radiofónica hoy desaparecida), Tele 5 y Net TV, logró acumular así redes autonómicas con licencias en Madrid, la Comunidad Valenciana, Murcia y La Rioja. Y Antena 3, a través de Uniprex (matriz de la cadena de radio Onda Cero), recibió cuatro emisoras en Madrid y una en Valencia.


   


   


  Las ‘otras’ televisiones locales: ¿negocio o timo?


   


  Cuando en el inicio de la década de los ochenta la televisión de Cardedeu comenzó sus emisiones, la televisión local en España se reivindicaba como un espacio para la participación ciudadana, la experimentación de formas de comunicación innovadoras y el desarrollo de una programación alternativa a la existente, que se ceñía por exclusivo a la oficial Televisión Española. No había otra competencia. El mercado, por tanto, estaba muy claro.


  Es evidente que más de veinte años después los tiempos habían girado 180 grados y la televisión local pasó a expandirse y a ser conquistada por los intereses comerciales y amordazada, en buena medida, por telepredicadores, echadores de cartas, vendedores de electrodomésticos y otros personajes curiosos y diversos dispuestos a aprovecharse de su potencial para hacer caja y, en muchos casos, aprovecharse de la situación de ‘alegalidad’ que se ha vivido durante décadas.


  Se trata de lo que podríamos denominar como ‘las otras televisiones locales’, la mayor parte de las cuales ha conseguido sacar el máximo partido de las líneas telefónicas del tipo 900, algunos hasta niveles escandalosos, ante la pasividad de las diversas administraciones públicas. La experiencia de esas ‘otras locales’ pasó también a las televisiones generalistas a la vista de la suculenta línea de negocio que se abría. En concepto de publicidad en SMS y líneas eróticas 906, las televisiones facturaron 17,9 millones de euros ya en 2003. En el caso de las generalistas, Antena 3 alcanzó 6,6 millones de euros; Telecinco, 5,9, y hasta la pública TVE obtuvo 4,3 millones de euros en ese periodo considerado. Este crecimiento propició la creación de negocios en torno al envío de logos, sintonías o juegos para móviles que favorecían cierto grado de interactividad en los concursos televisivos.


  Naturalmente, la utilización de estos recursos por las televisiones generalistas no tenía nada que ver con la nueva línea de timo que, con similares productos y beneficios millonarios, desarrollaron determinadas emisoras locales. El ejemplo más gráfico podría ser el de Telesierra, en Madrid.


  El 1 de marzo de 2005, la Guardia Civil detuvo a cuatro miembros de la familia Del Campo, propietaria de la televisión local madrileña Telesierra, con sede en el Parque Tecnológico de Madrid, en Tres Cantos. Se les acusó de estafar más de cinco millones de euros a través de concursos televisivos de producción propia y emitidos en varias provincias. Mediante números de teléfono de tarificación adicional (806) el concurso -que la justicia dictaminó como falso- mantenía en conexión a los participantes durante 30 minutos. Ese mismo concurso se emitía a diferentes horas (hasta cinco veces al día) y en tres canales distintos de televisión dependientes de la misma empresa, que llevó a cabo la estafa durante cerca de un año: era evidente que el concurso, pues, estaba pregrabado y, por lo tanto, ya podían llamar los primos prácticos al teléfono que se anunciaba que jamás podrían ser atendidos. Al menos no en directo.


  El negocio –timo en cuestión- era sencillo y genérico. Los programas concurso en estas emisoras ‘piratas’ solían tener una duración de una hora y media o dos horas y se emitían en directo y en diferido. Tras realizar una pregunta muy elemental (un refrán o una foto ligeramente distorsionada de un famoso), las llamadas eran retenidas durante un máximo de 30 minutos, el límite legal permitido para los teléfonos de tarificación adicional. Las llamadas eran atendidas por un contestador automático que informaba del coste y la duración máxima, para después solicitar la respuesta -que supuestamente se grababa en una base de datos- y comunicaba que el usuario quedaba a la espera de entrar en concurso. A los 30 minutos la conexión se cortaba: el concursante_primo_práctico telefónico no había conseguido entrar en directo, pero la llamada le había costado no menos de cuarenta euros, IVA incluido. Mientras, el presentador informaba de respuestas erróneas de supuestos concursantes. A punto de concluir el concurso, se daba entrada a una llamada con la respuesta acertada para no levantar sospechas.


  El hecho podría quedar en la anécdota de unos cuantos euros sisados a los incautos que picaban con el engaño de no ser porque el cebo parecía reportarle a Telesierra y a otras emisoras que engendraban la criatura pingües beneficios. En 2002, el último año en que sus cuentas figuraban en el Registro Mercantil, firmaron 22.683.359 euros de facturación. Un año antes, 9.698.061 euros. Y en 2003, según datos del Ministerio del Interior y varias fuentes del sector, podrían haber rondado los 30 millones de euros.


  El fraude, posible gracias a las nuevas tecnologías y a esa situación de ‘alegalidad’ en las televisiones locales que ha imperado durante tanto tiempo debido a la ausencia de regulación efectiva, ha sido –y probablemente aún lo sea- más generalizado de lo que parece. La Organización de Consumidores y Usuarios (OCU) ya denunció en diciembre de 2004 ante la Comisión de Seguimiento de Servicios de Tarificación Adicional (CSSTA) a varias cadenas locales de televisión solicitando la inmediata retirada de los números 806, porque compartían la programación donde “de forma descarada se engaña a los que intentan participar en sus inexistentes concursos”.


  En realidad, el funcionamiento de Telesierra, aunque rompía los esquemas de una televisión local al uso, se basaba en ‘productos’ muy generalizados. Su programación estaba copada por servicios de videncia (también a través de una línea telefónica 806) y rentables concursos cortados por el mismo patrón que “La máquina de la suerte”, como muchas otras televisiones locales que era posible sintonizar, por ejemplo, en Madrid capital. Algunas emisoras emitían, como Telesierra, incluso a través de Hispasat. Así, vía satélite, llegaban no sólo a gran parte de España sino también a Suiza, Bélgica, Francia o México.


  Pero, también, las nuevas tecnologías han dado paso a otras fórmulas de negocio, como los mensajes SMS que aparecen en pantalla. Los más rentables parecen ser durante la emisión nocturna de películas de alto contenido erótico o pornográfico. Rara es la televisión local en España que, amparada en la libertad de expresión, no tenía en su parrilla películas subidísimas de tono. Y todas repetían también la misma fórmula: el filme se exhibía en un recuadro de la pantalla, mientras el resto del televisor era ocupado por una especie de chat en directo, alimentado con mensajes de teléfonos móviles. Moral -o ética, quien lo prefiera- aparte, legalmente nada se podía hacer contra esta práctica siempre y cuando las películas se emitieran a partir de las 22.00 horas y se avisara de su contenido con una señal acústica o visual.


  Lo que sí acumulaba denuncias en las asociaciones de telespectadores era el chat que acompaña a la emisión de películas porno, X o S en este tipo de emisoras (El Mundo, 28.11.2004). Los mensajes (“mujer madurita busca compañía”, seguido de un teléfono, por poner un ejemplo) van acompañados de un teléfono que no siempre pertenecía al autor o autora del anuncio. Algunos aprovechaban para poner el teléfono del jefe o el de un odiado vecino. La broma le salía barata al bromista y la emisora hacía ‘click’ una vez más en la caja.


   


   


   


   



  CAPÍTULO 5


   


  EL ROMPECABEZAS DEL CASO CATALÁN: UN MOSAICO CON MUCHOS PRETENDIENTES


   


   


  Cataluña siempre fue un caso especial. A partir de 2007, en esta región autónoma pudieron verse hasta 104 canales distintos de televisión digital terrestre, además de las emisoras de ámbito estatal, según un importante estudio realizado por el periodista Andreu Farràs, entonces redactor jefe de El Periódico de Catalunya, del Grupo Zeta. De estos canales catalanes, ocho tendrían ámbito autonómico, y los otros 96 podrían ser vistos únicamente en determinadas demarcaciones. De esas 96 televisiones locales, 59 estarían financiadas con capital privado y las 37 restantes serían públicas y pertenecerían a corporaciones municipales. De las ocho televisiones de ámbito autonómico, cuatro serían públicas y las otras cuatro, privadas. Pero sólo una de estas últimas tenía un propietario conocido. Los ciudadanos de la comarca del Barcelonès, donde vivía más de un tercio de la población de Cataluña, podrían recibir gratuitamente en sus casas un total de 16 canales (o programas en la nueva denominación) de televisión digital terrestre, sin contar las emisoras públicas y privadas de ámbito estatal.


  El Gobierno de la Generalitat de Cataluña aprobó el 4 de abril de 2006 la concesión de 37 canales de Televisión Digital Terrestre (TDT) local reservados a los ayuntamientos catalanes. Los canales se adjudicaron a aquellos municipios de Cataluña incluidos en el Plan Técnico Nacional de la TDT local y que habían acordado en un pleno consistorial solicitar la concesión y gestionar de manera directa y compartida un canal de televisión de su demarcación. En Cataluña hay 21 demarcaciones y 24 canales múltiples (múltiplex), ya que las tres más pobladas, correspondientes al área metropolitana de Barcelona, contaban con dos múltiples cada una.


  El día que apareció el decreto publicado en el Diario Oficial de la Generalitat comenzó a correr el plazo de cuatro meses que disponía el artículo 6 de las bases del proceso de concesión de frecuencias de TDT local a los ayuntamientos, publicado el 4 de octubre de 2005. Ese artículo señalaba que “los municipios que obtengan conjunta o individualmente la concesión de un programa, salvo que se opte por una gestión a través de la misma organización del ente o los entes concesionarios, han de comunicar a la dirección general de Medios y Servicios de Difusión Audiovisuales [de la Generalitat], la forma de gestión directa del programa asignado, así como la documentación acreditativa de la constitución, en su caso, de la entidad gestora, en un plazo no superior a cuatro meses, a contar desde la fecha de publicación de las concesiones en el Diario Oficial de la Generalitat de Cataluña”.


  Algunos grupos de municipios, como el del Vallès Oriental que se estructuran alrededor del ayuntamiento de su capital, Granollers, dieron inmediatamente diversos pasos para constituir oficialmente el consorcio de gestión de la televisión, tales como aprobar sus estatutos en los plenos municipales. En cambio, otras agrupaciones fueron más atrasadas o no comenzaron los trámites previos, lo cual implicaba cierto riesgo, si se tenía en cuenta que el verano se encontraba en mitad del plazo de esos cuatro meses.


  Una vez conocidas las adjudicaciones de los canales privados, los entes gestores municipales y las empresas privadas que compartían múltiple se tuvieron que poner de acuerdo para elaborar el plan técnico de emisión, que fue remitido a la Generalitat para que ésta, a su vez, hiciera lo propio al Ministerio de Industria para su aprobación definitiva.


  En Cataluña, en realidad, hubo muy pocos cambios respecto de la primera distribución de canales que se hizo pública a principios de 2006. Quizás el más destacado es el que afectaba a la demarcación del Baix Camp y el Priorat. Tal y como quedó finalmente, la capital de Baix Camp, Reus, gestionaría uno de los dos canales públicos de la demarcación en solitario, mientras que el otro lo compartirían municipios como Cambrils, Riudoms, Mont-roig, La Selva del Camp, Vandellós i L’Hopistalet de l’Infant, junto con la capital del Priorat, Falset.


  En la primera propuesta Reus, Cambrils y Riudoms iban juntas para gestionar uno de los canales y quedaba otro para el resto de empresas. Pero esos dos últimos ayuntamientos, Cambrils y Riudoms, prefirieron la otra opción. Con ese cambio, Reus se convirtió en el único municipio no perteneciente a la comarca del Barcelonés que gestionaría en solitario su televisión pública. Los otros tres municipios con ese privilegio eran Barcelona, l’Hospitalet del Llobregat y Badalona, gracias al hecho de que la comarca del Barcelonès disponía de dos múltiples en lugar de uno como las otras; un múltiple era para los canales privados y otro para los públicos, formados por las televisiones de los tres ayuntamientos mencionados más otra consorciada entre Santa Coloma de Gramenet y Sant Adrià de Besòs.


  La otra novedad tenía que ver con la ampliación de los municipios planificados. Unas semanas antes del acuerdo de la Generalitat, el Gobierno central, atendiendo a las reiteradas demandas de la Dirección General de Medios de la Generalitat, planificó 30 municipios que en la primera lista del plan habían quedado fuera, como diversas capitales de comarcas, municipios de más de 4.000 habitantes y algunos que sin llegar a esa cifra ya disponían de una televisión local municipal en sistema analógico y con autorización provisional.


  Ése era un paso previo indispensable para poder adjudicar los nuevos canales de TDT a las agrupaciones de municipios, aunque el acuerdo preveía que municipios no planificados pudieran optar también a una concesión en el momento en que el Ministerio de Industria lo incluyera en el plan técnico, aunque de entrada ya podían formar parte, si lo deseaban, de la entidad que gestionaría el canal múltiple correspondiente a su demarcación.


  Entre los nuevos municipios planificados había capitales de comarca de la Selva (Santa Coloma de Farners); la Ribera d’Ebre (Móra d’Ebre); la Terra Alta (Gandesa), y el Priorat (Falset).


  También aparecíann Centelles (Osona), Ulldecona, La Sènia (Montsià), l’Ametlla de Mar (Baix Ebre), Arbúcies, Vidreres, Anglès, Sant Hilari Sacalm (Selva), Constante (Tarragonès) i Gelida (Alt Penedès), todas ellas con más de 5.000 habitantes. Finalmente, también se incluyó a Alcanar (Montsià), Maçanet de la Selva (la Selva) Moià (Bages), La Selva del Camp y Vandellòs i l’Hospitalet de l’Infant (BaixCamp, con más de 4.000 habitantes); y Breda (Selva), Móra la Nova, Ascó (Ribera d’Ebre), Òdena (Anoia), Sant Pere de Torelló, Yuca (Osona), Vallromanes (Vallès Oriental), la Granada del Penedès (Alt Penedès), Horta de Sant Joan (Terra Alta), Godall (Montsià) y Rodonyà (Alt Camp), los cuales ya disponían de televisión local.


  Con esos treinta municipios, el total de municipios catalanes planificados ascendía a 245, casi un tercio de los existentes en el Principado. Con la reforma, había televisiones locales en todas las comarcas, cosa que no sucedía en el plan anterior. Ahora bien, el calendario del apagón tecnológico y encendido digital fue diferente en cada demarcación, tal y como preveía el Plan de Implantación de la TDT promovido por la Generalitat, gradual y por islas radioeléctricas. La Dirección General de Medios de la Generalitat deseaba que este plan sirviera de modelo para el resto de España.


   


   


  El rompecabezas de las locales privadas


   


  Una vez cerrado el plazo de admisión de ofertas el 9 de enero 2006, el futuro de la televisión local privada catalana ya tuvo nombre y apellidos. Se trataba de 77 empresas o entidades diferentes que habían presentado, entre todas, 128 ofertas.


  La mayoría de televisiones locales privadas históricas y que emitían en esos momentos en Cataluña habían presentado sus ofertas al concurso convocado por la Generalitat el 14 de noviembre de 2005. Sólo unas cuantas emisoras asociativas (TV Cardedeu, TV Vilanova del Camí, Anoia TV, TV Vilanova del Vallès,...) habían optado por no presentarse, básicamente por no compartir el modelo comercial y de grandes demarcaciones territoriales que se estaba imponiendo. El resto de televisiones privadas en ese momento, en solitario, uniendo esfuerzos dentro de uniones temporales de empresas (UTE) o creando nuevas sociedades, decidieron concurrir y luchar por las 59 licencias en concurso, al lado de otras empresas que hasta entonces no habían tenido una presencia significativa en el sector o que provenían de la prensa comarcal.


  Como cabía esperar por su potencial demográfico y económico, las demarcaciones con más ofertas fueron el Barcelonés, con 14 ofertas; el Vallès Occidental (Terrassa y Sabadell) con 13, y el Baix Llobregat (Cornellà, Viladecans...) con 112 solicitudes. Estas tres demarcaciones eran las únicas de las 21 existentes en Cataluña que disponían de dos canales múltiples cada una.


  En cuarto lugar, y eso fue lo más sorprendente, se hallaba la demarcación de Terres de l’Ebre, donde recibieron 8 propuestas para 3 canales. En cuanto a las empresas que presentaron las ofertas, eran, curiosamente, las que no tenían presencia de televisión local en Cataluña en esos momentos: Telelínia Local SA, con 8 ofertas, y Kiss Media SA, con 6. Un total de 17 empresas optaron por postularse para más de una demarcación, mientras que las 60 restantes se limitaron a una de sola.


   


   


  Área metropolitana: demasiadas ofertas


   


  En el área metropolitana de Barcelona, donde reside la mitad de la población de Cataluña, compitieron 38 ofertas para gestionar televisiones privadas en las tres demarcaciones establecidas por la Generalitat. En cada una de estas demarcaciones había dos múltiples; esto es, ocho canales a repartir entre públicos y privados.


  En el Vallès Occidental había cinco televisiones con autorización administrativa que concursaban: la más importante era Canal Català Vallès (antes Canal 50), la matriz del holding que presidía Nicola Pedrazzoli, discípulo aventajado del magnate televisivo y expremier italiano Silvio Berlusconi. El nombre de la empresa gestora de Pedrazzoli era Vallès Serveis de Televisió SL.


  Otra televisión de larga trayectoria que estaba vinculada al grupo era Canal 50 Rubí, gestionada por la empresa Rubí Televisió i Ràdio SL, propiedad de David Osuna, colaborador de Pedrazzoli desde hacía bastantes años. Televisió de Sant Cugat, encabezada por Romà Ventura, era la tercera emisora local histórica en pugna. La cuarta era TV 20 Terrassa, gestionada por Publi 20 SL, propiedad entonces de José Manuel Salillas, de Ràdio Club 25 de Terrassa. Y la quinta era la ya citada de Mola TV de Sabadell, dirigida por Xevi Casanovas. El resto de ofertas para esta codiciada demarcación no tenía detrás ninguna televisión en marcha.


  En el Baix Llobregat, la televisión más arraigada, ETV-Llobregat TV, SL, con sede en Esplugues y propiedad de Frederic Cano, se presentaba con este mismo nombre, pero estrechamente vinculada al proyecto de Canal Català. Cano fue desde los inicios presidente de la asociación Canal Local Català y acabó en la creación de este grupo empresarial. También se presentó Chest Game SL, gestora de TV Viladecans, propiedad de Salvador Solé y vinculada a 25 TV, del famoso radiofonista Luis del Olmo y su hijo.


  Una tercera empresa que poseía ya una televisión, aunque sin autorización administrativa, era Digitel Quiero Sant Boi, SL, encabezada por Alfonso Flores. Esta compañía gestiona Mira’m TV, que desde sus inicios ha hecho sobre todo de repetidor de Canal Andalucía, uno de los programas de la televisión autonómica andaluza.


   


  El resto de ofertas para el Baix Llobregat, sin televisión actual detrás, fueron Artesa Venturas SL, Saturn Produccions SL, Serveis Culturals Franch i Associats, Collserola Audiovisual SL, Diari de Girona SA, Justo Molinero, Kiss Media SA y Uniprex Televisió Digital Terrestre Catalana SL. Esta última empresa estaba vinculada al poderoso grupo Planeta y, por tanto, también a la estatal Antena 3 TV.


   


  El Barcelonès es la demarcación con más potencial demográfico y comercial. Por eso, con sólo cuatro canales privados en concurso se presentaron 14 ofertas. En esta demarcación se encontraban algunos licitadores singulares. Smile Advertising SL era la empresa que gestionaba Canal Català Barcelona, que aunque disponía de autorización administrativa para Santa Coloma de Gramenet (al norte de Barcelona, en dirección a Gerona), emitía desde las instalaciones de Media Park, en Sant Just Desvern (al sur de Barcelona, dirección Tarragona).


  Gibson Time SL, gestora de 25TV era una de las históricas de la televisión local catalana, propiedad de Luis del Olmo González, hijo del famoso radiofonista, hasta hacía muy poco ubicada en l’Hospitalet de Llobregat y luego con estudios en Barcelona.


  Avista Televisió de Barcelona SL, del grupo Vocento, era la que gestionabala televisión UrBe TV, fruto de la operación de compra de Flaix TV acordada el verano de 2005. Grupo Empresarial Audiovisual RBA SA, estaba vinculada a RBA Editores, pero no tenía experiencia en televisión de proximidad, al menos en Cataluña.


  Por otro lado, se presentó la UTE Ara Televisió, conjunción del grupo cooperativo editorial Cultura 03 (Sàpiens Publicacions, Ara Llibres, Criteria y Gramagraf) dirigido por Oriol Soler y el mítico buque insignia del catalanismo cultural, Òmnium Cultural.


  Las restantes ofertas procedían de empresas como Artesa Ventures SL, Collserola Audiovisual SL, Diari de Girona SA, Justo Molinero, Kiss Media, TV Costal SL, y Uniprex Televisió Digital Terrestre Catalana SL. Hubo por último dos ofertas muy tematizadas, Elohim Alfa Omega (evangelistas) y M&M Infonet Associated SL (Canal Latino), que emitían de una manera tolerada y ‘alegal’ y no superaron las primeras pruebas de la Generalitat.


   


   


  La segunda corona metropolitana


   


  Seis demarcaciones conformaban la segunda corona metropolitana de Barcelona, donde se presentaron 29 ofertas para 15 canales. De sur a norte estas demarcaciones eran la del Penedès (Alt y Baix Penedès y Garraf), la de Anoia, en solitario, la de la Cataluña Central (Bages, Bergadà y Solsonès), la de Osona, la del Vallès Oriental y la del Maresme. En total, 15 canales por los cuales compitieron 29 ofertas, concentradas en 25 empresas.


  En el Gran Penedés no había televisiones privadas en marcha y las cuatro opciones partían de cero. Publicacions Penedès SA era la editora del semanario El 3 de Vuit, de Vilafranca. La unión temporal de empresas (UTE) Sóc TV la formaban las editoras de los semanarios Set Dies (de ámbito local) y El Triangle (de ámbito regional catalán), así como la productora del Penedès Punt TV.


  También aspiraban a un canal Collserola Audiovisual SL, la empresa con la cual operaba en Cataluña la cadena Localia, vinculada al grupo Prisa; y CAT4TV, SL, encabezada por el director general del Grupo Lauren, Antoni Llorens, de Cambrils, y el empresario manresano Ferran Debant. Esta compañía gestionaba una televisión local ubicada en Cambrils (Baix Camp, Tarragona) que recibía el nombre de Mediterrani 4 TV, centrada básicamente en la emisión de películas y tráileres del catálogo de Lauren Films. Una parte de esta demarcación televisiva, el Baix Penedès, pertenecía a la provincia de Tarragona.


  En la comarca de Anoia se presentaron dos emisoras históricas con experiencia televisiva. Por un lado, Masquefa TV, propiedad de Paolo Pernazza, aliado en una UTE con la empresa Vallès Serveis de TV, SL, que gestionaba Canal Català Vallès. Por otro, IG Media Produccions SL, propiedad de Luis del Olmo, que se presentó con los derechos de la histórica TV Igualada. También optaban Taelus SL, propiedad del manresano Ferran Debant, y Telelínia Local SA.


  En la demarcación de la Cataluña Central, con tres canales, se presentaron cinco candidatos, cuatro de los cuales reivindicaban derechos históricos. En primer lugar, Televisió de Manresa SL, gestora de la televisión de este mismo nombre, que formaba parte del grupo editor del diario Regió 7, en esos momentos adquirido por el grupo Prensa Ibérica. Después, Ràdio i Televisió de Manresa, SL, empresa gestora de TeleBages, que pertenecía al grupo Canal Català. También formaba parte de ese grupo la empresa Ràdio y Televisió de Berga SL, que gestionaba el antiguo Canal 4 TV, en esos momentos Canal Català Berguedà. Y en cuarto lugar, CAT4TV Catalunya era la unión de TV Comarcal del Berguedà con el empresario manresano Ferran Debant, anteriormente citado.


  El quinto aspirante en ese área fue Mola TV SL, pequeña emisora que emitía desde Sabadell para el Vallès Occidental, pero que pretendía asentarse en Manresa y Vic.


  En Osona, Produccions de la Llum, SL, la empresa que gestionaba la veterana TVO, luego Canal Català Osona, se presentó con un bagaje de casi dos décadas de emisión ininterrumpida, con Nicola Pedrazzoli y Sebastiá Raurell al frente. Por su parte, Mitjans Audiovisuals d’Osona era la compañía del grupo de El 9 Nou, dirigido por Jordi Molet, que gestionaba desde hacía un par de años El 9 TV con los derechos históricos de la antigua TV de Gurb. La tercera oferta era la de la empresa Productora de Emissions de Ràdio SL, gestora de Atlàntida TV, repetidora de City TV-TDT8, la emisora privada autonómica propiedad del Grupo Godó, editor del diario La Vanguardia. Atlàntida TV también estaba vinculada a Ferran Debant.


  Además de Mola TV SL, la última petición para esta demarcación la formuló la empresa Artesa Ventures SL, encabezada por Eudald Doménech, empresario ripollés afincado en Vic que gestionaba la empresa Techfoundries y que compartía con Comunicaciones del Ripollés y Joan Turró la propiedad del semanario Osona Comarca y de Radio Vic. Artesa Ventures SL, que de hecho era una promotora inmobiliaria dirigida por Joan Prat Puig, se presentó en seis demarcaciones, incluida la ya citada en el Barcelonés.


  En el Vallès Oriental, hubo cinco ofertas. Una de ellas, la de la empresa que gestionaba las televisiones municipales de Granollers y Mollet, CTL97 SL, vinculada al grupo del diario comarcal El 9 Nou. La antigua TV de Caldes de Montbui, dirigida por Francesc Bartomeus, en esos momentos llamada Canal Català Vallès Oriental, y bajo la gestión de la empresa Promocions Audiovisuals 3 i acció, SL, solicitó otra. La tercera oferta fue la de Rebistel, SL, encabezada por el empresario Josep Rebull, que gestionaba la televisión privada de Mollet, otra histórica que sólo re-emitía otras programaciones y ofrecía contenidos de chat. Completaban la plica Artesa Ventures SL y Collserola Audiovisual SL, ya mencionadas.


  Esas dos empresas se volvían a encontrar en el Maresme, así como Justo Molinero, donde ya tenía una cierta implantación a través de la emisora RM Ràdio. La televisión histórica del Maresme, sin embargo era TV de Mataró, que se presentó a través de la asociación que la gestionaba, Col-lectiu de Mitjans Audiovisuals de Mataró, presidida por Lluis Lligonya.


  Las otras propuestas para esa demarcación fueron dos uniones de empresas temporales (UTE). La de Wai Entertainment SL, para gestionar Canal Català Maresme (antigua TV de Premià) y la denominada Aqua, formada por la editora de la revista satírica El Triangle y la editora de El Vigía, diario especializado en el puerto de Barcelona.


   


   


  Gerona, cuna de las locales catalanas


   


  La provincia de Gerona quedó dividida por la Generalitat en cinco demarcaciones televisivas: las comarcas del Alt Empordà, el Baix Empordà y la Selva con una demarcación cada una, mientras que el Gironès y el Pla de l’Estany (Banyoles) iban juntas y la Garrotxa y el Ripollès también formaron una demarcación. Se presentaron 23 ofertas, correspondientes a 16 empresas distintas, para 12 canales disponibles.


  TV Girona, que había cumplido 20 años de vida, se presentaba sólo en su demarcación de origen (Gironès-Pla de l’Estany). Está empresa estaba presidida por Joaquim Vidal, del grupo de supermercados Valvi, uno de los principales accionistas, mientras que Antena Local, del grupo Mediapro, tenía una participación, al igual que la que poseía el Ayuntamiento de Girona, presidido por los socialistas.


  Otra televisión con tradición, Banyoles TV, gestionada por la empresa Dracvisió SL, de Jaoquim Fusté, se presentó con la denominación de Canal Català Girona Pla. Finalmente, la televisión privada de Figueres, que emitía con el nombre de Canal Nord TV y estaba gestionada por la empesa Producción Alt Empordà. Al igual que TV de Girona con el Grupo Valvi, Canal Nord TV contaba con el apoyo económico de otra empresa alimentaria, el Grupo Miquel Alimentación.


  Las propuestas restantes para el Gironès fueron: Diari de Girona, propiedad del grupo balear Prensa Ibérica, que optaba a cinco demarcaciones, tres en esta provincia y dos en la de Barcelona; Kiss Media SA, e IntervideoTV SL, productora de Josep Nogué que gestiona la emisora Empordanet TV desde Mont-ras (Baix Empordà) y que también presentó otra oferta para el Baix Empordà.


  En el Alt Empordà, además del citado Canal Nord TV, destacaba la empresa gestionada por Empordà TV desde Roses (Televisió de Roses SL, dirigida por Enric Badosa), otra emisora con muchos años de presencia en las ondas y dos propuestas procedentes de la prensa escrita: Editorial l’Empordà SLU, editora del semanario L’Empordà (grupo Prensa Ibérica) y Noves Xarxes de Comunicació SLU, vinculada a la empresa editora del semanario Hora Nova. En esta demarcación del Alt Empordà se presentaron la empresa Televisió sense Fronteras SL, filial de TV Costal de Josep Adolf Estrader, con una propuesta de televisión transfronteriza con sedes en Figueres y Perpiñán, así como Telelínia SL.


  En el Baix Empordà emitían dos televisiones con historia. Por un lado, la empresa D-9 Comunicació SL, propiedad de Manel Rius, que gestionaba TV Costa Brava desde S’Agaró (Castell-Platja d’Aro) y que había entrado en la órbita del grupo Canal Catalá, y por otro lado, el Centro de Iniciativas Audiovisuales de Palamós, gestora de la antigua TV de Palamós (Canal 12 Baix Empordà), que se integró en una UTE con un grupo de empresarios locales unidos en la compañía J. Cornellà SL.


  Las otras cuatro propuestas fueron de Diari de Girona SA, Intervideo TV SL, Produccions Alt Emporda TV SLU y la productora Video Films Produccions, desconocida en la zona.


  La demarcación de la Selva era la que menos ofertas tuvo. Sólo dos: la televisión privada histórica de Lloret de Mar, que se presentaba como Televisió de Lloret SL con su propietario, Isidor Llorca, al frente y con el nombre comercial de Canal Català Selva y Telelínia Local SA.


  En la Garrotxa y el Ripollès se presentaron las dos televisiones más arraigadas en el territorio desde hacía muchos años. En la Garrotxa, Olot Televisió SL, cuyos accionistas privados eran el periodista Josep Puigbó (exlocutor de Telediarios con Alfredo Urdaci), Bartomeu Espadalé, Jesús Vila y Francesc Rubio, con participación del Ayuntamiento de Olot y del Consejo Comarcal de la Garrotxa. En Ripoll, Televisió del Ripollès SL, del grupo Comunicacions del Ripollès, cuyo consejero delegado era Jordi Martí.


   


   


  Reus y Tarragona, condenados a entenderse


   


  Las dos demarcaciones en las que se dividido el área de Tarragona (Tarragonès, Alt Camp y Conca de Barberá por un lado, y Baix Camp y Priorato, por otro) recibieron un total de 11 solicitudes presentadas por ocho empresas distintas.


  Esa división televisiva era considerada irreal por algunos, ya que no había obstáculos orográficos en el Campo de Tarragona y los centros emisores principales de ambas demarcaciones se tendrían que situar en la Mussara, que era, de hecho, donde ya estaban funcionando las antenas del sistema analógico. Esa cuestión llevó a Iniciatives de Televisió SL, gestora de la municipal Canal Reus TV, a presentar ofertas en ambas demarcaciones. Esta empresa tenía como accionistas a algunos profesionales formados en estas comarcas, como el showman Andreu Buenafuente y el radiofonista de la SER Carles Francino, así como Josep Maria Martí, el cazatalentos de ambos, Xavier Bas, o Xavier Grasset. Iniciatives de Televisió contaba con el apoyo de otras empresas del sector audiovisual como Lavinia TC.


  También se presentaron en las dos demarcaciones la empresa CAT4TV SL, encabezada por el director general del Grupo Lauren, Antoni Llorens, y el empresario manresano Ferran Debant, ya citados. CAT4TV SL gestionaba una televisión local en Cambrils, Mediterrani 4 TV, centrada en la emisión de películas y tráileres del amplísimo repertorio de Lauren Films.


  En el Baix Camp-Priorat se presentó Amics de Mare Nostrum Televisió, perteneciente al grupo 100% Comunicació, que capitaneaba Cinto Romeo. Disponía de autorización administrativa como TV Reus, pero sólo servía de canal para re-emitir Tele Taxi, del folklorista Justo Molinero. Molinero, arduo defensor de las tradiciones culturales de los andaluces en Cataluña, se presentó en un total de seis demarcaciones catalanas, cuatro del área barcelonesa y dos en la circunscripción de Tarragona. En la zona Baix Camp-Priorat también hubo una petición del productor de Reus Josep Maria Borràs, vinculado profesionalmente a Canal Reus TV.


  Por lo que respecta a la demarcación Tarragonés-Alt Camp-Conca de Barberà, la única televisión privada en activo, Canal Català Tarragona, antes Més TV Tarragona, se presentó con el nombre de la empresa original de los hermanos Guinart, Tarraco Visió SL. La trayectoria de esta televisión era paralela a la de Canal 21 Terres de l’Ebre, con una última etapa gestionada por 100% Comunicació hasta confluir con la operación de Canal Català, durante la cual pasó a ser controlada por el empresario italosabadellense Nicola Pedrazzoli. En esta demarcación también se presentaron Promicsa Televisió SL, filial de la editora del Diari de Tarragona, y Kiss Media SA.


   


   


  Tierras del Ebro, una demarcación muy deseada


   


  Ocho ofertas tuvo la demarcación formada por el Baix Ebre, el Montsià, la Terra Alta y la Ribera d’Ebre. La empresa que gestionaba la televisión más implantada en la zona y más veterana, Canal 21 Ebre SL, fue una de ellas. Propiedad en los comienzos de los hermanos Guinart, pasó después a la órbita del grupo 100% Comunicació, del empresario tarraconense Cinto Romeo, y en 2006 estaba integrada en el grupo Canal Català, con el nombre de Canal Català Ebre.


  También optaron dos empresas que gestionaban televisiones locales de ámbitos más reducidos y con años de trayectoria: Televisió Ulldecona, SL, propiedad de Joan Nadal, que emitía al Montsià y a buena parte del Bajo Maestrazgo, y Mediata Comunicació SL, de Jordi García Guasch, que gestionaba Ràpita TV, la televisión de Sant Carles de la Ràita.


  El litigio judicial que desde 2001 venía afectando a la veterana emisora Tortosa Televisió favoreció dos ofertas más: el antiguo propietario, Dídac Barberà, tuvo que presentarse a través de la empresa Trans-Iberus SL, mientras que el teórico propietario, el Grupo 100% Comunicació, hizo lo propio como Tortosa Televisió SL. El semanario comarcal La Veu de l’Ebre también aspiraba a una licencia a través de la empresa EBE Imatge i Comunicaicó SL. Las dos solicitudes restantes fueron Medios Audiovisuales del Maestrat, SL, empresa que ya tenía adjudicada una de las licencias en Vinaroz por parte de la Generalitat Valenciana y que contaba con una emisora en Alcanar (Montsià), y Telelínia Local, especializada en espacios de tarot y mensajes SMS.


   


   


  Lérida: mucho territorio para poca audiencia


   


  En las cuatro demarcaciones televisivas que conformaban la circunscripción de Lérida se presentaron 9 empresas distintas, con 19 ofertas en total. La demarcación más atractiva por densidad demográfica y facilidades orográficas, la del Segrià, recibió seis solicitudes. Se presentaron empresas ligadas a las dos televisiones de la capital ilerdense: Prensa Leridana SA, del Grupo Segre, que gestionaba Lleida TV, y poseía el diario Segre, y Llegeix Escriu Escolta Català SL, de la editora del diario La Mañana y de La Manyana TV. Ambas empresas competidoras con sus respectivos periódicos en Lérida se presentaban también en las otras tres demarcaciones de la provincia.


   


  En el Segrià también optaban la empresa Lleida Televisió SL (no confundirla con la televisión del grupo Segre), que estaba vinculada a la Cadena Pirenaica de Ràdio i Televisió SL, cuyo consejero delegado era Eduard Navarro. Esta empresa, que optaba en la demarcación del Alt Pirineu, gestionaba Canal Pirineus TV, emisora que emitía desde la Seu d’Urgell para las comarcas del Alt Urgell y la Cerdanya (Puigcerdà).


  Otra oferta en el Segrià fue la de Canal Català SL, de Nicola Pedrazzolli. En otras zonas de Cataluña, el Grupo Canal Català adoptó diversas alianzas para unir esfuerzos con otras teles locales existentes, pero la ausencia de socios en la capital leridana le forzó a presentarse en solitario.


  Televisió Comtal SL, la empresa que gestionaba de forma muy austera la televisión barcelonesa del mismo nombre, también concursó en el Segrià, el Alt Pirineu y el Valle de Aran, además del Barcelonés, su zona originaria. También en el Segrià optó Kiss Media SA, la empresa de Blas Herrero que regentaba las emisoras de radio Kiss FM y que presentó oferta en seis demarcaciones: las cuatro capitales de provincia más el Baix Llobregat y el Vallès Occidental.


  Telelínia Local SA, especializada en SMS y tarots, presentó ofertas en demarcaciones de poca densidad demográfica como Ponent y Alt Pirineu. En cuanto a la Vall d’Aran, además de las ofertas ya citadas, destacaron la presentada por Gum TV SL, perteneciente al GrupCat de Comunicació, propiedad de Joan Manel Parramon y Josep Pous, que tenía también emisoras de radio en la Vall de Aran, Alt Pirineu y la costa central.


  El pliego de condiciones especifica que los licitadores de la Vall de Aran tenían que comprometerse a usar el aranés de forma significativa en su programación, porque así lo disponía la ley de política lingüística de la Generalitat.


   


   


  Las autonómicas


   


  Televisió de Catalunya (TVC), la televisión pública de la Generalitat, inició las emisiones de TDT en fase de prueba en 1998, desde la barcelonesa torre de Collserola. La emisión regular, sin embargo, no llegó hasta el mes de mayo de 2002. El múltiplex de la televisión pública catalana comprendía las tres cadenas analógicas más una de prueba. Como hemos citado en capítulos anterior, las analógicas era: TV3, la más antigua, que durante mucho tiempo y mantenía la hegemonía de la audiencia en Cataluña; 33/K3, con programación infantil, deportiva y cultura, similar a La 2 de TVE, y 3/34, un canal de noticias durante todo el día. El canal en pruebas era el 300, que ofrecía reposiciones y programación complementaria y que no podía verse en analógico. El múltiplex contenía aplicaciones interactivas con informaciones del tiempo en la autonomía y servicio de noticias de los servicios informativos de Televisió de Catalunya.


  La Generalitat negoció con el Gobierno central una segunda frecuencia digital para Televisió de Catalunya, mientras que para las cadenas de la llamada Euroregión (Comunidad Valenciana, Baleares y Languedoc-Rosellón) había previsto otro.


  En cuanto a las televisiones privadas de ámbito autonómico, el 1 de agosto de 2003, muy poco antes de las elecciones catalanas que permitirían el acceso del Tripartito al gobierno catalán, la Generalitat de Jordi Pujol otorgó una concesión a Emisión Digitals de Catalunya, del Grupo Godó, editor del diario La Vanguardia.


   


  * * *
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